Legislación en riesgos profesionales en salud ocupacional by Alvarado, Rosa Cecilia
Legislación en riesgos profesionales 
en salud ocupacional
Autor: Rosa Cecilia Alvarado
© 2017. FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA
© 2017, PROGRAMA GERENCIA EN SALUD Y SEGURIDAD EN EL TRABAJO
© 2017, ROSA CECILIA ALVARADO
Edición:
Fondo editorial Areandino
Fundación Universitaria del Área Andina
Calle 71 11-14, Bogotá D.C., Colombia
Tel.: (57-1) 7 42 19 64 ext. 1228 
E-mail: publicaciones@areandina.edu.co
http://www.areandina.edu.co
Primera edición: octubre de 2017
Corrección de estilo, diagramación y edición: Dirección Nacional de Operaciones virtuales
Diseño y compilación electrónica: Dirección Nacional de Investigación
Hecho en Colombia
Made in Colombia
Todos los derechos reservados. Queda prohibida la reproducción total o parcial de esta obra 
y su tratamiento o transmisión por cualquier medio o método sin autorización escrita de la 
Fundación Universitaria del Área Andina y sus autores.
Legislación en Riesgos Profesionales en Salud Ocupacional/ Rosa Cecilia 
Alvarado, / Bogotá D.C., Fundación Universitaria del Área Andina. 2017
978-958-8953-68-7
Catalogación en la fuente Fundación Universitaria del Área Andina (Bogotá).
Autor: Rosa Cecilia Alvarado




UNIDAD 1 Código Sustantivo del Trabajo  




 Desarrollo temático 9
UNIDAD 2 Antecedentes Normativos   
de la Ley 100 de 1993 en Materia de  




 Desarrollo temático 30





 Desarrollo temático 56









del Trabajo en la 
Seguridad y Salud 
en el Trabajo Legislación en riesgos profesionales 
en salud ocupaciona
Autor: Rosa Cecilia Alvarado 
Fundación Universitaria del Área Andina 6
Introducción El Código Sustantivo del Trabajo tiene como finalidad “lograr 
la justicia en las relaciones que surgen entre empleadores y 
trabajadores, dentro de un espíritu de coordinación econó-
mica y equilibrio social”, de acuerdo a lo mencionado en el 
artículo primero. 
Esta normatividad rige en todo el territorio colombiano y re-
gula la relación que surge con ocasión del vínculo laboral, sea 
éste mediado por contrato escrito o sencillamente verbal, ya 
sea cuando el empleador sea el Estado o un particular.
La normatividad Colombiana en el tema de la salud ocupa-
cional y riesgos laborales está enmarcada en el Sistema Ge-
neral de Riesgos Laborales, sistema que está diseñado para 
prevenir, proteger y atender a los trabajadores colombianos y 
extranjeros que laboran en el territorio nacional y que están 
expuestos a padecer enfermedades, accidentes e incidentes 
que pueden sobrevenir con ocasión o como consecuencia del 
trabajo que realizan.
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Objetivos
Los objetivos que se buscan desarrollar en la primera unidad son:
1. Identificar a quiénes el Estado confiere la representación legal del empleador.
2. Identificar las obligaciones del empleador y del trabajador en el entorno laboral.
3. Identificar los principales lineamientos de la política de protección al trabajador y su 
entorno por parte del Estado.
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Metodología
Para leer las normas legales es importante tomarse un tiempo prudencial, de preferencia 
cuando se consulta el Código Sustantivo de Trabajo es necesario leer una versión actualiza-
da.
La unidad se debe trabajar durante dos (2) semanas.
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Desarrollo temático
Representantes del Empleador y 
Solidaridad
El Código Sustantivo del Trabajo
El Código Sustantivo del Trabajo es la norma 
que corresponde a los Decretos 2963 y 3743 
de 1950, adoptados por la Ley 141 de 1961.
Su objetivo es propender por la justicia en 
las relaciones que surgen entre un emplea-
dor de carácter privado y sus trabajadores 
con ocasión de la prestación de sus servi-
cios personales,  promoviendo la equidad y 
el equilibrio social.
Definición de trabajo, contrato de traba-
jo y sus elementos constitutivos
El trabajo en Colombia se define como “toda 
actividad humana libre, ya sea material o in-
telectual, permanente o transitoria, que una 
persona natural ejecuta conscientemente 
al servicio de otra, y cualquiera que sea su 
finalidad, siempre que se efectúe en  ejecu-
ción de un contrato de trabajo” (Código Sus-
tantivo del Trabajo).
Cuando se alude al contrato de trabajo, es 
necesario tener en cuenta los tres elemen-
tos esenciales del mismo, el primero, la acti-
vidad debe ser personal; es decir, debe pres-
tar la fuerza laboral el mismo trabajador, sin 
posibilidades de delegar sus funciones a un 
tercero, implica que debe realizar la labor, el 
mismo trabajador contratado; el segundo, 
debe existir una subordinación permanente 
hacia el empleador (el deber de observan-
cia) y el tercero, debe haber una retribución 
económica denominada salario.
Recuerde que: todo contrato laboral debe 
contener tres elementos: la tarea se debe 
prestar personalmente, existe la subordina-
ción y se debe definir el salario.
Es pertinente aclarar que, todo contrato la-
boral debe contar además, con elementos 
como la capacidad de los contratantes, el 
consentimiento de los mismos y un objeto 
y causa lícitas.
 ■ La capacidad de ejercicio de quienes ce-
lebran o firman un contrato de trabajo 
implica que ambas partes (empleador 
y trabajador) deben ser aptos para con-
traer y adquirir derechos y para ejercerlos 
por sí mismos. ”Toda persona, por regla 
general, es legalmente capaz de contra-
tar, excepto, aquellos que la ley los define 
como incapaz”. (Alessandri, 2009, p. 46). 
La ley define como absolutamente inca-
paces a “los dementes, los menores de 
edad y  los sordomudos que no pueden 
hacerse entender por escrito o con tra-
ductor”. (Código Civil Colombiano, 1887, 
art. 1447, inciso 1º).
 ■ El consentimiento implica un acuerdo 
entre las dos partes (empleador y traba
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 ■ jador) sobre  los términos y  condiciones 
de las labores encomendadas y la retri-
bución económica (salario), entre otras. 
 ■ Adicionalmente, el contrato de trabajo 
debe tener objeto y causa lícitos; es decir, 
debe estar sujeto a la ley. Tampoco debe 
tener  error  en las personas contratantes, 
lo que implica que no puede existir equi-
vocación alguna tanto en la tarea  como 
en la persona que prestará sus servicios 
laborales en forma personal. 
Presunción del contrato de trabajo
El Código Sustantivo del Trabajo (1990), en 
el artículo 24, afirma: “Se presume que toda 
relación laboral está regida por un contrato 
de trabajo”. 
Cuando surge un contrato laboral existen 
dos sujetos vinculados, por una parte el em-
pleador (contratante) y en el otro extremo 
está el trabajador. Este tipo de contrato se 
considera bilateral, por cuanto las partes 
contratantes se obligan en forma recíproca. 
La Obligación generada dentro del contrato 
de trabajo también implica que la persona 
está forzada o constreñida a hacer o a abs-
tenerse de hacer algo.
Como lo menciona Alessandri (2009) en su 
libro “De los Contratos”: en los contratos 
bilaterales, como en el caso del contrato 
laboral, las dos partes quedan obligadas re-
cíprocamente desde el mismo momento en 
que se formaliza, donde cada uno asume el 
papel de deudor y acreedor. 
Representantes del empleador
El Código Sustantivo del Trabajo establece 
quiénes son los Representantes del emplea-
dor. De acuerdo a lo definido por el Código 
Sustantivo del Trabajo (1965) en el artículo 
32, se afirma que son representantes del 
empleador  “…las que ejerzan funciones 
de dirección o administración, tales como 
directores, gerentes, administradores, sín-
dicos o liquidadores, mayordomos y capita-
nes de barco, y quienes ejercitan actos de 
representación con la aquiescencia expresa 
o tácita del empleador y los intermediarios”. 
La representación es un procedimiento ju-
rídico que implica que una persona natural 
denominada “representante” es quien eje-
cuta un acto, actuando  en nombre y por 
cuenta de otra y, que se define como “repre-
sentado” es aquél para quien se producen 
los efectos o consecuencias. Las acciones 
que lleve a término el representante, afecta 
directamente al representado. 
Representante
Representado
Es quien ejecuta un acto, actuando en nombre y por 
cuenta de obra.
Es aquel para quien se producen los efectos. 
Las acciones que lleve a término el representante.
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Cuando existe la representación, la volun-
tad generadora del acto realizado emana de 
quien no es parte directa en él, pero, dadas 
las condiciones en que esa voluntad actúa, 
los efectos derivados del acto se radican di-
recta e inmediatamente en el representado, 
como si esa voluntad hubiera emanado de 
su propia mano.
La representación en Colombia tiene exten-
sión en varios actos jurídicos, incluso  para 
contraer nupcias. Es bastante útil, pues per-
mite  que una persona pueda actuar estan-
do físicamente impedida, por ejemplo por 
encontrarse en un lugar diferente o distante 
o por tener que estar en diversos sitios si-
multáneamente, lo cual es absolutamente 
imposible como en el caso de grandes em-
presas con sucursales y agencias en diferen-
tes puntos de la ciudad o del país. Esto tam-
bién implica economía en tiempo y dinero.
Según la doctrina clásica, aceptada gene-
ralmente por la jurisprudencia nacional, la 
representación se reconoce como una fic-
ción, tal como la define: “el acto se reputa 
ejecutado mediante la voluntad del propio 
representado. El representante es el medio 
de que aquél se vale para manifestar esa 
voluntad, un mero portador de ella”. (Claro, 
2005, p. 387).
Por lo anteriormente citado, es categórico 
afirmar que, la representación es una moda-
lidad en virtud de la cual los efectos o con-
secuencias  de un acto jurídico del represen-
tante, producen directa e inmediatamente 
un efecto en el representado (que es una 
persona natural o jurídica distinta a quien 
celebró ese mismo acto jurídico).
Cuando un empleador por la dimensión de 
su negocio tenga sucursales o agencias de-
pendientes en lugares diferentes al del es-
tablecimiento principal, debe contar con un 
apoderado o representante  por cada sede, 
estos líderes deben tener poder específico 
emanado del representado y contar con 
capacidad de representar al empleador  en 
juicios y controversias de carácter laboral en 
su ciudad.
Cuando un empleador que esté organizado 
con sucursales o agencias pero adolezca de 
apoderado, se tendrá como notificado judi-
cial y administrativamente a través de quien 
lidere la sucursal o agencia  y este directivo 
responderá solidariamente  si omitiere darle 
aviso de la notificación judicial al empleador.
Contratistas independientes
En el Código Sustantivo del Trabajo (1965) 
en el artículo 34, se afirma que:
1. Son contratistas independientes y, por 
lo tanto, verdaderos empleadores y no 
representantes ni intermediario las per-
sonas naturales o jurídicas que contra-
ten la ejecución de una o varias obras o 
la prestación de servicios en beneficio 
de terceros, por un precio determinado, 
asumiendo todos los riesgos, para reali-
zarlos con sus propios medios y con li-
bertad y autonomía técnica y directiva. 
Pero el beneficiario del trabajo o dueño 
de la obra, a menos que se trate de labo-
res extrañas a las actividades normales 
de su empresa o negocio, será solida-
riamente responsable con el contratista 
por el valor de los salarios y de las pres-
taciones e indemnizaciones a que tenga 
derecho los trabajadores, solidaridad 
que no obsta para que el beneficiario 
estipule con el contratista las garantías 
del caso o para que repita contra él lo 
pagado a estos trabajadores.
2. El beneficiario del trabajo o dueño de 
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obra, también será solidariamente res-
ponsable en las condiciones fijadas en 
el inciso anterior, de las obligaciones 
de los subcontratistas frente a sus tra-
bajadores, aún en el caso de que los 
contratistas no estén autorizados para 
contratar los servicios del subcontratis-
ta. (p.13).
Este artículo trae inmerso un concepto fun-
damental en la seguridad social del país, 
como es la solidaridad; el Estado y la ley res-
guardan y protegen  al más expuesto a en-
fermar o a accidentarse, al trabajador, pues 
define que los contratistas independientes 
son los empleadores de sus trabajadores, 
quienes  deben responder por su salario, 
por su seguridad, por sus prestaciones lega-
les, por su bienestar. Pero también trae a co-
lación la obligación solidaria del dueño de 
la obra, pues es él, el que debe asegurar que 
sus contratistas y subcontratistas respeten 
las condiciones laborales de los trabajado-
res contratados por éstos, aun cuando no 
los haya contratado de primera mano o no 
haya consentido en su contratación. 
La ley establece que los contratistas son em-
pleadores y en esa calidad deben responder 
por la exigencia de cumplir con la seguridad 
social y los aportes a sus colaboradores; adi-
cionalmente, el beneficiario del trabajo o 
dueño de la obra también es responsable de 
corroborar o confirmar la veracidad de la in-
formación aportada.
Es pertinente aclarar que, no opera la solida-
ridad entre beneficiario y contratista frente 
al trabajador cuando la actividad contrata-
da, no hace parte del giro propio del nego-
cio; es decir, cuando la tarea es diferente a la 
ajustada a su actividad económica.
Simple intermediario
El Código Sustantivo del Trabajo de Colom-
bia (1950), en su artículo 35,  establece:
Son simples intermediarios las personas 
que contratan servicios para ejecutar 
trabajos en beneficio y por cuenta ex-
clusiva de un empleador. 
Se consideran como simples interme-
diarios, aun cuando aparezcan como 
empresarios independientes, las perso-
nas que agrupan o coordinan lo servi-
cios de determinados trabajadores para 
la ejecución de trabajos en los cuales 
utilicen locales, equipos, maquinarias, 
herramientas u otros elementos de un 
empleador para beneficio de éste y en 
actividades ordinarias inherentes o co-
nexas del mismo.
El que celebrare contrato de trabajo 
obrando como simples intermediarios 
debe declarar esa calidad y manifestar 
el nombre del empleador. Si no lo hicie-
re así, responde solidariamente con el 
empleador de las obligaciones respec-
tivas.
Así las cosas, se considera  intermediario a 
quien sirve de puente o conexión entre em-
pleador quien también es el beneficiario 
de la obra  y las personas contratadas para 
prestar sus servicios personales.
También se aplica a las personas que contra-
tan personal que finalmente utiliza las insta-
laciones, los equipos, la maquinaria o herra-
mientas que pertenecen a otra persona que 
es su real empleador y que contrata la mano 
de obra para actividades destinadas al be-
neficio del empleador y para el desarrollo 
de su actividad económica o mercantil.
Para poder definirse como intermediario, 
es indispensable que se presente, exprese 
y actúe  con esa particularidad.  Adicional-
mente, debe ser enunciado el nombre del 
real empleador, de lo contrario, responderá 
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solidariamente con éste por las obligacio-
nes debidas.
Solidaridad
El Código Sustantivo del Trabajo de Co-
lombia (1959), en su artículo 36,  estable-
ce  cuándo existe solidaridad, de acuerdo a 
éste:
Son solidariamente responsables de 
todas las obligaciones que emanen del 
contrato de trabajo las sociedades de 
personas y sus miembros y éstos entre 
sí en relación con el objeto social y sólo 
hasta el límite de la responsabilidad de 
cada socio, y los condueños o comu-
neros de una misma empresa entre sí, 
mientras pertenezca en indivisión. 
La solidaridad es un  principio básico y un 
pilar  de la seguridad social. Es  entendida 
como la práctica de la ayuda mutua entre 
las personas, los sectores económicos o las 
comunidades y bajo el entendido de prote-
ger el más fuerte al débil.
Por una parte, implica la obligación de la 
sociedad de ofrecer protección a las perso-
nas que por diferentes circunstancias están 
imposibilitadas para defenderse por sus 
propios medios y por otra, la obligación del 
empleador de responder económicamente 
frente a los litigios y controversias cuando 
por diversas causas los derechos de los tra-
bajadores se ven vulnerados o cuando por 
ejemplo, no se han cancelado los aportes al 
Sistema General de Seguridad Social inte-
gral en Colombia y un trabajador sufre un 
accidente de trabajo  o se le confirma una 
enfermedad de origen laboral. 
Obligaciones del empleador y  del 
trabajador
La ejecución del contrato de trabajo debe 
hacerse de buena fe y cumplir lo pactado e 
incluido en él por las dos partes.
Obligaciones del empleador
El Código Sustantivo del Trabajo de Colom-
bia (1950), en su artículo 56,  las establece 
obligaciones de las partes en general así: 
“De modo general, incumben al empleador 
obligaciones de protección y de seguridad 
para con los trabajadores, y a éstos de obe-
diencia y de fidelidad para con el emplea-
dor”.
También el Código Sustantivo del Trabajo 
de Colombia (1950), en su artículo 57,  esta-
blece obligaciones especiales al empleador 
como:
1. Poner a disposición de los trabajadores 
los elementos y materias primas necesa-
rios para la realización de la tarea para 
que fue contratado.
2. Procurar un ambiente laborar seguro, 
con elementos de protección personal 
adecuados y en buen estado.
3. Prestar primeros auxilios en caso de 
accidente, proveyendo tanto un área 
como los elementos necesarios para la 
atención primaria y estabilización de la 
condición médica del trabajador.
4. Pagar al trabajador el salario estableci-
do en el contrato, respetando condicio-
nes, lapsos y formas de desembolso.
5. Respetar la dignidad del trabajador en 
su persona, sus creencias y valores.
6. Conceder las licencias que requiera el 
trabajador.
7. Al terminar el contrato laboral, entregar 
al colaborador una certificación laboral 
donde conste el tiempo laborado, sala-
rio, labor desempeñada.
8. Autorizar al momento de retiro, un exa-
men médico de egreso y certificar el 
examen médico de ingreso.
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9. Cuando al trabajador se le termina el 
contrato laboral se le debe cancelar los 
gastos por concepto de traslado o re-
greso, incluyendo los de la familia con la 
que convive, cuando fue instado a tras-
ladarse de ciudad para prestar sus servi-
cios personales.
10. Conceder en caso de fallecimiento de 
cónyuge, compañero (a) permanen-
te, familiar hasta en segundo grado de 
consanguinidad, primer grado de afini-
dad, segundo grado civil (ver Sentencia 
C-892 del 31 de octubre de 2012), una 
licencia remunerada  por luto hasta por 
cinco (5) días hábiles.
11. Conceder la licencia por maternidad. 
De acuerdo a la Ley 1468 de 2011, de 
tal manera que empiece a disfrutarla de 
manera obligatoria una o dos  semana(s) 
antes de la fecha probable de parto, de 
acuerdo a la voluntad de la gestante y 
del concepto médico. (p.19).
La ley colombiana es proteccionista de los 
derechos de los trabajadores y exigente 
con los deberes de los empleadores, pues 
como se ha mencionado anteriormente, el 
trabajador dentro de la relación laboral, es 
el extremo débil, es quien pone su fuerza de 
trabajo para recibir en contraprestación su 
remuneración. El empleador, por otra parte, 
es quien pone el riesgo, es el dueño de má-
quinas, equipos, herramientas, instalaciones 
o actividades que exponen al trabajador. 
La ley al empleador le demanda  respe-
to absoluto a la dignidad, las creencias, las 
ideologías políticas y los sentimientos de la 
persona llamada “trabajador”, sin ésta no es 
posible pensar en un ambiente laborar ar-
mónico y equilibrado, donde se propenda 
por la producción y rentabilidad de la em-
presa y por el bienestar del trabajador.
Obligaciones del trabajador
El Código Sustantivo del Trabajo de Colom-
bia (1950), en su artículo 58,  las establece 
así:
1. Realizar la labor para que fue contrata-
do en forma personal.
2. Respetar los reglamentos, órdenes e ins-
trucciones impartidas por el empleador 
o sus representantes.
3. No divulgar información reservada del 
empleador o su establecimiento que 
perjudique a éste. Este numeral no in-
cluye el deber legal de denunciar actos 
delictivos o al margen de la ley ante las 
autoridades competentes.
4. Conservar y restituir los elementos, he-
rramientas, materias primas sobrantes 
entregados para el cumplimiento de su 
labor.
5. Mantener buenas relaciones interper-
sonales con compañeros y superiores 
jerárquicos.
6. Informar sobre daños o perjuicios que 
perturben el buen funcionamiento de 
las dependencias laborales o de equi-
pos.
7. Prestar colaboración en caso de sinies-
tro o de riesgo inminente que amenace 
a personas o a los bienes de la empresa 
o establecimiento.
8. Atender las recomendaciones médicas 
o preventivas de seguridad e higiene 
industrial del área de salud ocupacional 
o del personal médico del empleador. 
(p.20).
Las obligaciones de los trabajadores están 
orientadas más a mantener un ambiente la-
boral seguro y armónico; a cuidar y conser-
var en buen estado los elementos de trabajo 
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entregados por el empleador para cumplir 
su tarea; a ser leal y respetar al empleador y 
a participar activamente en las actividades 
orientadas a la capacitación, divulgación y 
entrenamiento ofrecidas por el empleador 
en los temas de Seguridad y Salud en el Tra-
bajo, definida como la disciplina que trata 
de la prevención de las lesiones y enferme-
dades causadas por las condiciones de tra-
bajo, y de la protección y promoción de la 
salud de los trabajadores.
Política de Prevención de Consumo de 
Alcohol y Drogas Alucinógenas
El trabajador permanece gran parte del día 
en su empresa, apartado de su familia y su 
entorno social, es por esto que se requiere 
que su medio laboral le permita vivir con se-
guridad y bienestar.
El Estado ha ordenado la obligatoriedad de 
contar con un Programa de Higiene y Se-
guridad Industrial  que junto a una Política 
empresarial de prevención de consumo de 
alcohol  y drogas psicoactivas le permitirá 
al trabajador realizar su labor en forma pro-
ductiva pero segura. 
El  consumo de alcohol, tabaco y drogas psi-
coactivas afectan la salud y la seguridad de 
los trabajadores, controlarlo es obligación 
del Estado y debe hacer parte de las estra-
tegias empresariales de bienestar y protec-
ción integral del trabajador.
Las sustancias psicoactivas
Las sustancias psicoactivas se definen como 
agentes químicos que actúan en el Sistema 
Nervioso Central, causando cambios tem-
porales en la percepción, ánimo, estado de 
conciencia y comportamiento.   Consultado 
mayo 15, 2014. De: http://es.wikipedia.org 
(s.f.).    
A través de la Historia se conoce que varias 
culturas han utilizado estas sustancias para 
modificar el comportamiento de sus miem-
bros, actualmente algunas de las etnias in-
dígenas colombianas las utilizan en forma 
cotidiana, pues como se menciona en el 
párrafo anterior, son sustancias que alteran 
en la persona la forma de responder ante 
los estímulos, la manera de relacionarse con 
sus semejantes o la misma percepción del 
entorno.
Los psicotrópicos ejercen su acción modi-
ficando algunos procesos bioquímicos o fi-
siológicos del cerebro, alteran la trasmisión 
de los mensajes entre las células nerviosas 
(neuronas) que se comunican a través de 
estímulos de origen eléctrico o químico. La 
mayoría de los psicotrópicos actúan alteran-
do el proceso de la neurotransmisión, esti-
mulando o inhibiendo la actividad. Pueden 
alterar el estado de ánimo, la percepción,  el 
estado de conciencia y el comportamiento 
de la persona. Estas sustancias modifican no 
sólo la conducta de quien la consume sino 
también interfiere en las relaciones inter-
personales de los individuos. 
Recuerde que: las sustancia psicoactivas 
afectan el Sistema Nerviosos Central y se les 
denominan psicotrópicos.
Los estupefacientes  son sustancias que 
actúan en el Sistema Nervioso Central inhi-
biendo la transmisión de los impulsos ner-
viosos y con gran poder adictivo, generan 
estados de sueño, estupor o adormecimien-
to y son controlados por las normas nacio-
nales e internacionales. 
Existen una gran cantidad de sustancias y 
de acuerdo a ella, su efecto sobre la salud.
En la siguiente tabla se presentan algunas 
de éstas con su principal efecto.
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Efecto sobre la salud Nombre de la sustancia
Estimulantes del Sistema Nervioso 
Central




Depresores del Sistema Nervioso 
Central








Inhalantes Derivados de los hidrocarburos.
Disolventes orgánicos.
*Clasificación de las drogas según el efecto producido por el organismo estimulante del S.N.C. (Tomado de 
http://monografias.com/trabajos88/sustancias-estupefacientes)
Las adicciones y el trabajo
Las sustancias psicoactivas al producir efectos sobre el cuerpo y la salud de las personas, 
también afecta las relaciones interpersonales, sus relaciones familiares, su capacidad laboral 
y la productividad de las empresas.
Afecta el desempeño laboral no sólo porque interfiere en el normal desenvolvimiento en 
el trabajo, sino porque causa ausentismo, aumenta el riesgo de accidentarse, acrecienta la 
exposición a enfermedades. 
La Ley 1335  de 2009 y la Circular  de la Superintendencia de Industria y Comercio no. 005 de 
2012 buscan garantizar los derechos a la salud de los habitantes del territorio nacional, re-
gulando el consumo de cigarrillos, tabaco y sus derivados y  limitando el consumo de tabaco 
en  ambientes laborales; además, establecieron  sanciones por su incumplimiento. 
La Organización Internacional del Trabajo O.I.T., (1996) afirmó que:
El 70 % de los consumidores de alcohol y otras drogas tienen trabajo. Entre los facto-
res que explican la elevada incidencia del consumo de drogas entre la población traba-
jadora destacan el ambiente laboral, la organización de los procesos productivos que 
pueden actuar como desencadenantes o reforzadores del consumo (estrés, jornadas la-
borales demasiado prolongadas, rotación horaria, condiciones climatológicas adversas, 
inestabilidad, conflictividad laboral y mayor disponibilidad económica). (p. 64).
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Conductas que Pueden Revelar Consumo 
de Drogas Psicoactivas
La conducta puede variar en los trabajado-
res; sin embargo, se puede mencionar como 
características:
 ■ Dificultad para cumplir horarios.
 ■ Ausencias frecuentes a la jornada laboral.
 ■ Accidentes de tránsito, caseros y de tra-
bajo frecuentes.
 ■ Disminución del rendimiento laboral.
 ■ Escasa productividad.
 ■ Cambios en el comportamiento del tra-
bajador.
 ■ Conflictos interpersonales con compa-
ñeros, jefes, familia y miembros de su co-
munidad.
El consumo de drogas no es únicamente 
una dificultad  laboral, es una  verdadera 
problemática social que aumenta día a día 
y que está presente en todos los ámbitos de 
la vida de las personas. 
El ambiente laboral no es impermeable a 
esta dinámica porque la conforman  indivi-
duos, personas que proyectan en su entor-
no laboral sus preocupaciones, sus compro-
misos y conflictos.
Desafortunadamente, aunque existen pro-
gramas de prevención de la farmacodepen-
dencia como parte de las actividades de la 
salud pública, a nivel empresarial el tema es 
poco conocido y difundido. Generalmente, 
la problemática se trata únicamente cuando 
surgen problemas de relaciones laborales o 
cuando se presentan incidentes o acciden-
tes en los puestos de trabajo.
El tabaco
Mucho se ha hablado sobre el efecto noci-
vo del tabaco sobre la salud, se le considera 
estimulante del Sistema Nervioso Central 
y causantes o facilitador  de muchas lesio-
nes multi-sistémicas, pues se le asocia a 
problemas respiratorios, cardiovasculares, 
gastrointestinales, dermatológicos, oncoló-
gicos  y hasta ópticos.
El tabaco y el ambiente laboral
La Ley 1335 de 2009 conocida como la ley 
antitabaco fue expedida para regular la ven-
ta, consumo, publicidad y consumo tanto 
de cigarrillo, el tabaco y sus derivados.
Uno de sus objetivos es prevenir el consu-
mo y limitar el daño que estas sustancias 
producen especialmente a los menores de 
edad y a la población no fumadora. Introdu-
jo políticas públicas para la prevención del 
consumo y  para el tratamiento de la depen-
dencia.
Las normas colombianas que buscan deses-
timar el consumo también prohíben fumar 
en ambientes cerrados, tanto en estableci-
mientos comerciales como en el lugar de 
trabajo.
El veto incluye áreas anexas y conexas del 
establecimiento comercial o industrial, Las 
áreas conexas incluyen los parqueaderos 
que están alrededor de la edificación, aleros 
o terrazas. Las áreas anexas son los espacios 
que no están a los lados, rodeando o bor-
deando el edificio del lugar o edificio de tra-
bajo pero que pertenecen a al empleador o 
constituyen la empresa.
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Espacio libre de humo de cigarrillo
La presencia de humo de tabaco o cigarri-
llo en los ambientes de trabajo, deteriora 
las condiciones del recinto donde se desa-
rrollan las actividades, aumenta el riesgo 
de enfermar no sólo de los fumadores sino 
también de los no fumadores.
El no fumador al estar expuesto al humo 
del cigarrillo en recintos cerrados puede 
padecer de molestias respiratorias, en ojos 
y mucosas, este humo aumenta el riesgo 
de exposición a contaminantes respirato-
rios, puede conllevar que el trabajador se 
desconcentre en su tarea, que arroje colillas 
encendidas, que contamine el producto (en 
caso de procesos de manufactura de ali-
mentos) puede deteriorar la convivencia en 
el trabajo y hasta sanciones disciplinarias.
Reglamento de Higiene y Seguri-
dad Industrial
El Reglamento de Higiene y Seguridad In-
dustrial es la herramienta empresarial  que 
contribuye a establecer las medidas nece-
sarias para prevenir accidentes, incidentes 
o enfermedades relacionados con el traba-
jo y propende por un ambiente laboral con 
bienestar y seguro. Adicionalmente, hace 
empresas más  eficientes, organizadas  y las 
convierte en mejores lugares para trabajar.
De acuerdo a lo manifestado por el 
código sustantivo laboral, en el artículo 
349, los empleadores que tengan a su 
servicio:
Diez (10) o más 
trabajadores per-
manentes son los 




debe estar listo a 
más tardar den-
tro de los tres (3) 
meses siguientes 
a la iniciación de 
labores.
Preparación, publicación y modificaciones
Es un reglamento que se elabora una sola 
vez en la empresa, con actualizaciones pe-
riódicas de acuerdo a la modificación de los 
procesos o los factores de riesgos presentes 
en  compañía.
La elaboración del Reglamento de Higiene 
y Seguridad Industrial está en cabeza del 
empleador, al igual que su difusión, publi-
cación y ejecución. 
El Sistema de Gestión en Seguridad y Salud 
Ocupacional bajo la norma OSHAS 18001 se 
refiere a una serie de especificaciones inter-
nacionales sobre la salud y seguridad en el 
trabajo. 
La publicación del reglamento debe mante-
nerse en un lugar visible, y en por lo  menos 
dos (2) lugares del establecimiento, de pre-
ferencia por donde habitualmente circulen 
o permanezcan los trabajadores.
Es primordial recordar que  los trabajadores 
lo conozcan y tengan acceso al documento 
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y que esté firmado por el representante le-
gal de la empresa.
Contenido del  Reglamento
De acuerdo al Código Sustantivo del Traba-
jo, este reglamento debe contener normas 
sobre:
1. Protección e higiene personal de los tra-
bajadores.
2. Prevención de accidentes, incidentes y 
enfermedades relacionadas con el tra-
bajo.
3. Atención médica empresarial, 
4. Reglas y condiciones para realizar tareas 
de alto riesgo. 
5. Condiciones sobre ambientes seguros y 
confortables.
6. Condiciones especiales para empresas 
del sector minero, petrolero y eléctrico.
7. Condiciones higiénicas en empresas 
avícolas, agrícolas y forestales.
Recuerde que: las Ley 962 de 2005, articulo 
55 suprimió el requisito de presentar para su 
revisión y aprobación ante el Ministerio de 
Trabajo, en este momento solo se debe ela-
borar y actualizar al interior de la compañía.
Funciones del Ministerio de Trabajo
El Código Sustantivo del Trabajo en el Artí-
culo 352 le asignó la función de supervisar 
el cumplimiento de las disposiciones conte-
nidas en el articulado a través de la Oficina 
Nacional de Medicina e Higiene Industrial, 
a esta dependencia le fue estipulada  la mi-
sión de atender las reclamaciones de em-
pleadores y trabajadores cuando conside-
ren vulnerada la norma. Por otra parte, es el 
ente sancionador cuando se compruebe el 
incumplimiento.
Reglamento Interno de Trabajo
Es el documento que establece las normas 
al interior de la empresa, las obligaciones, 
los derechos y prohibiciones.
Este documento no puede vulnerar ni trans-
gredir los derechos irrenunciables ni míni-
mos de los trabajadores.
Contiene normas específicas que no están 
incluidas en la ley pero que son indispensa-
bles para el buen funcionamiento del nego-
cio.
Es también una valiosa herramienta para 
sancionar las infracciones por cuanto sin 
norma pre-establecida no es posible tomar 
correctivos o realizar llamados de atención, 
ya que se debe realizar el debido proceso, 
tanto en la investigación como en la apli-
cación de una posible sanción de carácter 
laboral.
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La Ley define que está obli-
gado a tener reglamento de 
trabajo todo empleador que 
tenga:
Más de cinco (5) trabajadores permanentes si 
es de carácter comercial.
Más de diez (10) permanentes si es de carác-
ter industrial.
Más de veinte (20) si es de carácter agrícola, 
ganadera o forestal.
Elaboración
El empleador puede elaborarlo autónoma-
mente, excepto, lo dispuesto en pacto, con-
vención colectiva, fallo arbitral o acuerdo de 
sus trabajadores.
La Corte Constitucional  en la Sentencia 
C-934 de 2004, afirmó que el Reglamento 
Interno puede contener procesos discipli-
narios y sanciones, siempre y cuando el tra-
bajador sea escuchado en el proceso.
Recuerde que: el Reglamento Interno de 
Trabajo hace parte integral del contrato de 
trabajo individual. Todo trabajador cuando 
inicia una relación laboral con una empresa 
tiene la obligación de respetarlo y cumplirlo.
El contenido del Reglamento
El Código Sustantivo del Trabajo (1950)  en 
el Artículo 108 define los elementos que 
debe contener el Reglamento así:
1. Indicación del empleador y del estable-
cimiento o lugares de trabajo compren-
didos por el reglamento.
2. Condiciones de admisión, aprendizaje y 
periodos de prueba.
3. Trabajadores accidentales o transitorios.
4. Hora de entrada y salida de los trabaja-
dores, horas en que principia y termina 
cada turno si el trabajo se efectúa por 
equipos; tiempo destinado para las co-
midas y periodos de descanso durante 
la jornada.
5. Horas extras y trabajo nocturno; su au-
torización, reconocimiento y pago.
6. Días de descanso legalmente obliga-
torios; horas o días de descansos con-
vencional o adicional; vacaciones re-
muneradas; permisos, especialmente 
relacionados  a desempeño de comisio-
nes sindicales asistencia al entierro de 
compañeros de trabajo, y grave calami-
dad doméstica.
7. Salario mínimo legal o convencional.
8. Lugar, hora y día de pago y periodos 
que los regula.
9. Tiempo y forma en que los trabajadores 
deben sujetarse a los servicios médicos 
que el empleador suministre.
10.  Prescripciones de orden y de seguridad.
11.  Indicaciones para evitar que se realicen 
los riesgos laborales, e instrucciones 
para prestar los primeros auxilios en 
caso de accidente.
12.  Orden jerárquico de los representantes 
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del empleador, jefes de sección, capata-
ces y vigilantes.
13.  Especificaciones de las labores que no 
deben ejercitar las mujeres y los meno-
res de dieciséis (16) años.
14.  Normas especiales que se deben guar-
dar en las diversas clases de labores, de 
acuerdo con la edad y el sexo de los tra-
bajadores, con miras a conseguir la ma-
yor higiene, regularidad y seguridad en 
el trabajo.
15. Obligaciones y prohibiciones especiales 
para el empleador y los trabajadores.
16.  Escala de faltas y procedimientos para 
su comprobación; escala de sanciones 
disciplinarias y forma de aplicación de 
ellas.
17. La persona o las personas ante quienes 
se deben presentar los reclamos del 
personal y tramitación de éstos, expre-
sando que el trabajador o los trabaja-
dores pueden asesorarse del sindicato 
respectivo.
18.  Prestaciones adicionales a las legalmen-
te obligatorias, si existieren.
19.  Publicación y vigencia del reglamento. 
(p. 39)
Recuerda que: no tendrán validez las cláu-
sulas que vayan en contra de la Constitución 
Política, las leyes, pactos colectivos o con-
venciones colectivas o fallos arbitrales.
Suspensión del trabajo
Las sanciones contempladas no pueden ex-
ceder de ocho (8) días por la primera vez, ni 
de dos (2) meses en caso de reincidir en la 
falta.
Multas impuestas
El Código Sustantivo del Trabajo en el Ar-
tículo 113 (2014), establece que tendrán 
lugar sólo en caso de retrasos o faltas a la 
jornada laboral sin excusa suficiente, no po-
drán exceder de la  quinta parte del salario 
de un día y éste valor se debe consignar 
para ser destinado al fondo de Bienestar de 
la empresa. Las multas se deben descontar 
del salario aunado al descuento de días no 
laborados.
Publicación
El Reglamento debe ser divulgado en carte-
leras de la empresa por medio de circulares 
y a partir de esa fecha se considera vigente.
La publicación de dos (2) copias debe ser le-
gible y en lugares de fácil acceso. Se deben 
publicar en cada sede o sucursal que tenga 
la empresa.
Las organizaciones sindicales y trabajado-
res no sindicalizados podrán requerir al em-
pleador dentro de los quince (15) días hábi-
les siguientes su ajuste o aclaración.
En caso de discrepancia entre las  partes, 
será el Inspector de Trabajo quien dirima la 
diferencia, en caos que el empleador tenga 
el imperativo de hacer correcciones, tendrá 
quince (15) días hábiles para las enmenda-
duras requeridas. Si no hay acatamiento de 
la orden del Inspector de Trabajo, existe la 
posibilidad de multas equivalentes a cinco 
(5) veces el salario mínimo legal mensual vi-
gente.
Recuerda que: la Ley 1429 de 2010 derogó 
varios de los artículos de Código Sustantivo 
del Trabajo.
Modificaciones 
Si la empresa requiere transformar el regla-
mento interno del trabajo, tiene libertad 
para implementar el procedimiento que 
prefiera; siempre y cuando tenga en cuen-
ta  las consideraciones hechas por la Corte 
Constitucional  en Sentencia C-934 de 2004, 
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al declarar exequible el artículo 106 del Có-
digo Sustantivo del Trabajo, en el sentido 
escuchar al trabajador, en caso de artículos 
que lo afecten directamente. Por lo tanto, 
dentro del procedimiento adoptado inter-
namente por la empresa para las modifica-
ciones, se requiere ofrecer la posibilidad a 
los trabajadores de ser escuchados.
Aprobación y procedimiento
Al haberse suprimido varias de las funcio-
nes del Inspector de Trabajo, actualmente, 
no es necesario presentarlo al Ministerio de 
Trabajo para su revisión y aprobación. 
Ley 1010 de 2006
Esta  ley adopta medida para “prevenir, co-
rregir y sancionar el acoso laboral y otros 
hostigamientos en el marco de las relacio-
nes de trabajo”. Busca un ambiente laboral 
libre de maltrato o ultraje y se circunscribe 
únicamente a la relación laboral y al entor-
no del trabajo.
En el artículo 2° define acoso laboral como:
Para efectos de la presente ley se entenderá 
por acoso laboral toda conducta persistente 
y demostrable, ejercida sobre un empleado, 
trabajador por parte de un empleador, un 
jefe o superior jerárquico inmediato o me-
diato, un compañero de trabajo o un subal-
terno, encaminada a infundir miedo, intimi-
dación, terror y angustia, a causar perjuicio 
laboral, generar desmotivación en el traba-
jo, o inducir la renuncia del mismo. (p.1).
Establece las modalidades en que se puede 
presentar el acoso laboral:
 ■ Maltrato laboral.
 ■ Persecución laboral. 
 ■ Discriminación laboral.
 ■ Entorpecimiento laboral.
 ■ Inequidad laboral.
 ■ Desprotección laboral.
En el artículo 6° se define quienes son suje-
tos y actores del acoso laboral:
 ■ La persona natural que se desempeñe 
como gerente, jefe, director, supervisor 
o cualquier otra posición de dirección y 
mando en una empresa u organización 
en la cual haya relaciones laborales regi-
das por el Código Sustantivo del Trabajo.
 ■ La persona natural que se desempeñe 
como superior jerárquico o tenga la ca-
lidad de jefe de una dependencia estatal.
 ■ La persona natural que se desempeñe 
como trabajador o empleado. Son suje-
tos pasivos o víctimas del acoso laboral;
 ■ Los trabajadores o empleados vincula-
dos a una relación laboral de trabajo en 
el sector privado.
 ■ Los servidores públicos, tanto emplea-
dos públicos como trabajadores oficiales 
y servidores con régimen especial que se 
desempeñen en una dependencia públi-
ca.
 ■ Los jefes inmediatos cuando el acoso 
provenga de sus subalternos. Son sujetos 
partícipes del acoso laboral.
 ■ La persona natural que como empleador 
promueva, induzca o favorezca el acoso 
laboral.
 ■ La persona natural que omita cumplir los 
requerimientos o amonestaciones que se 
profieran por los Inspectores de Trabajo 
en los términos de la presente ley.
Parágrafo: Las situaciones de acoso laboral 
que se corrigen y sancionan en la presente 
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ley son sólo aquellas que ocurren en un ám-
bito de relaciones de dependencia o subor-
dinación de carácter laboral. (p. 4).
La Ley ordena que los  empleadores  deben 
realizar los ajustes necesarios para que los 
Reglamentos Internos de Trabajo conten-
gan los mecanismos necesarios para pre-
venir y corregir conductas que constituyan 
acoso laboral y deben crear y divulgar espa-
cios para que los trabajadores puedan ex-
presar sus opiniones sobre el tema, sin que-
brantar el respeto y la subordinación propia 
de la relación laboral. 
Se establece el periodo de caducidad así: 
“Las acciones derivadas del acoso laboral 
caducarán seis (6) meses después de la fe-
cha en que hayan ocurrido las conductas 
a que hace referencia esta ley” (Ley 1010, 
2006, p.12).
Resolución  652 de  2012
La norma  establece la conformación y el 
funcionamiento de los comités de convi-
vencia laboral en entidades públicas y em-
presas privadas. Retrotrae la definición de 
acoso laboral y la conformación del comités 
de convivencia de la Resolución 2646 de 
2008.
La norma define el comité de convivencia 
laboral  como una medida preventiva del 
riesgo psicosocial y del acoso laboral ten-
diente a proteger la salud del trabajador. 
El artículo 3° de la Resolución define su con-
formación así:
(…) El número de servidores públicos o tra-
bajadores que integrará el Comité, depende 
del tamaño de la entidad pública o empresa 
privada, así: 
1. Con 10 o menos servidores públicos o 
trabajadores, el Comité estará confor-
mado por dos (2) miembros, un (1) re-
presentante de los trabajadores y uno 
(1) del empleador. 
2. Entre 11 y 50 servidores públicos o tra-
bajadores, el Comité estará conformado 
por cuatro (4) miembros, dos (2) repre-
sentantes de los trabajadores y dos (2) 
del empleador. 
3. Entre 51 a 500 servidores públicos o tra-
bajadores, el Comité estará conformado 
por seis (6) miembros, tres (3) represen-
tantes de los trabajadores y (3) tres del 
empleador. 
4. Con más de 501 servidores públicos o 
trabajadores, el Comité estará confor-
mado por ocho (8) miembros, cuatro 
(4) representantes de los trabajadores y 
cuatro (4) del empleador. 
El empleador debe seleccionar sus repre-
sentantes y los trabajadores harán lo propio 
mediante votación libre  y secreta. Si la em-
presa tiene agencias o sucursales debe crear 
comités uno a nivel central y uno en cada 
una de ellas. El periodo es de dos años a par-
tir de su elección y posesión. 
El empleador debe destinar recursos físicos, 
técnicos y económicos para que funcione 
adecuadamente el comité. 
Resolución  1356 de  2012
Esta norma modificó en parte la Resolución 
652 de  2012. Por ejemplo, el artículo 3° que-
dó así: el comité de convivencia laboral que-
dará conformado por dos (2) representantes 
del empleador y dos (2) representantes de 
los trabajadores, con sus suplentes. Las em-
presas podrán ampliar el número de miem-
bros, siempre y cuando tengan el mismo nú-
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mero de miembros. Pero si la empresa tiene 
menos de veinte (20) trabajadores podrá te-
ner un (1) representante del empleador y un 
(1) representante de los trabajadores.
El artículo 4° de la Resolución  652 de  2012 
se modificó y estableció que por empresa 
sólo habrá un comité de convivencia y que 
en empresas privadas las reclamaciones por 
acoso laboral se presentarán directamente 
ante el Inspector de Trabajo.
El artículo 9° de la Resolución  652 de  2012 
se transformó y definió que las reuniones 
del comité serán cada tres (3) meses y sesio-
nará con la mitad más uno de sus integran-
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Introducción La ley 100 de 1993 se crea para desarrollar en el país el Siste-ma de Seguridad Social Integral, que le permite a los colom-
bianos disponer y gozar de servicios de salud con calidad e 
idoneidad.
El Estado pretende a través de esta norma asegurar la cober-
tura de las contingencias en salud que afectan no sólo la ca-
pacidad física y mental de la población sino también su ca-
pacidad económica, afectando al individuo, a su familia y a la 
sociedad de la que hace parte.
Las normas que se revisaran, la Ley 9 de 1979, conocida como 
el Código Sanitario Nacional, que reglamenta las condiciones 
en el lugar de trabajo, la Resolución 2400 de 1979 del Ministe-
rio de Protección Social, que reglamenta las instalaciones lo-
cativas, higiene y seguridad en los establecimientos de traba-
jo y el Decreto 614 de 1984 de la Presidencia de la República, 
por medio del cual se reglamenta la organización y adminis-
tración estatal y privada de la Seguridad y Salud en el Trabajo 
en Colombia, fueron el preámbulo para la consolidación  de 
esta normatividad que rige en todo el territorio colombiano.
Como menciona la Ley 100 de 1993, en su artículo primero, 
el Sistema de seguridad social integral busca garantizar los 
derechos irrenunciables de las personas y las comunidades y 
promueve una vida digna, con calidad y servicio.
Es por esto que se considera indispensable revisar varia nor-
matividad previa a la Ley 100 de 1993, porque éstas reglamen-
taron el funcionamiento y la organización de los Sistemas de 
Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo por parte de los 
Empleadores, definieron la conformación y las funciones del 
Comité de Medicina e Higiene Industrial a nivel empresarial.
Finalmente, la Constitución Política de Colombia 1991 pro-
mueve el interés que deben tener las autoridades públicas y 
privadas en servir a la persona y la comunidad, en construir 
un estado social de derecho que defienda los derechos fun-
damentales del individuo y la sociedad.
U2
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Objetivos
Objetivos de aprendizaje
Los objetivos que se buscan desarrollar en estas dos semanas son:
1. Revisar las diferentes definiciones de accidente de trabajo y enfermedad laboral en la 
historia colombiana.
2. Revisar las normas laborales y de Seguridad Social  durante el periodo comprendido 
desde 1979 y 1984 que influyeron en la creación de la Ley que instituye el Sistema de 
Seguridad Social Integral.
3. Revisar las normas laborales y de Seguridad Social  durante el periodo comprendido 
desde 1986 y 1989 y la Constitución Política de 1991 que fueron determinantes en la 
creación de la Ley que instituye el Sistema de Seguridad Social Integral.
U2
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Metodología
Para leer las normas legales es importante tomarse un tiempo prudencial, hacer compara-
ciones, analizar cambios y consultar inquietudes.
Las actividades se deben trabajar en forma autónoma a través de tareas individuales y con 
acompañamiento y asesoría del tutor, con posibilidades de interactuar  y plantear inquietu-
des en la teleconferencia y al desarrollar las labores propuestas.
Es importante aclarar que se tomaron  los  términos  que  la Ley 1562 de 2012 incorporó, es 
por eso que cuando se habla de salud ocupacional, en la cartilla se modificará por Seguri-
dad y Salud en el Trabajo y al mencionar la norma el  Programa de Salud Ocupacional, en 
la cartilla se encontrará como Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo 
(SG-SST). La finalidad es que el estudiante anexe estos dos nuevos términos a su vocabulario 
profesional en su quehacer cotidiano.
U2
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Desarrollo temático
La Evolución de los Conceptos de 
Accidente de Laborales y Enferme-
dad Laboral en Colombia
Accidente de Laborales
Las primeras manifestaciones obreras en 
Europa reclamando condiciones laborales 
justas nacen con la Revolución Industrial 
a finales de la primera mitad del siglo XIX, 
como respuesta a la sobrecarga laboral y la 
obstrucción al derecho de asociarse para so-
licitar reivindicaciones de tipo laboral.
En el caso de España donde  se produce un 
gran movimiento de trabajadores que con-
llevaron a reconocerles algunos derechos, 
de acuerdo con Espuny Tomás, M. Jesús 
(2010):
(…) La huelga general de Barcelona de junio 
de 1855 reivindica un programa de peticio-
nes donde aparecen los jurados mixtos de 
fabricantes y obreros, la jornada de diez ho-
ras diarias y el reconocimiento del derecho 
de asociación. En este momento del llama-
do bienio progresista aparece un proyecto 
conocido sobre todo por tratar la jornada 
de trabajo. El Ministro de Fomento, Manuel 
Alonso Martínez, presenta a las Cortes el 8 
de octubre de 1855 el proyecto de Ley so-
bre  “ejercicio, policía, sociedades, jurisdic-
ción e inspección de la industria manufac-
turera”. La preocupación por la seguridad y 
la higiene en el trabajo, a pesar de no ser el 
primer objetivo del proyecto, aparece ya en 
la exposición de motivos y “exige a los esta-
blecimientos fabriles condiciones higiénicas, 
luz, ventilación, orden y propiedad en todo; 
precauciones para evitar los peligros y es-
tragos ocasionados por los grandes proce-
dimientos y la fuerza de poderosos motores. 
No era menos necesario prevenir aquellas re-
probadas combinaciones de interés mal en-
tendido para cercenar las utilidades del tra-
bajador y arrancarle el fruto legítimo de sus 
sudores. A procurarle una justa protección se 
dirigen algunas disposiciones del proyecto 
de ley. (p. 64).
Joaquín M. Sanromá, en su   Proyecto de 
Ley de Responsabilidad Industrial en Espa-
ña  (1890). Incluye el  riesgo profesional, ya 
utilizado en las leyes de accidentes de tra-
bajo de otros países europeos. Introduce un 
nuevo concepto de  riesgo por razón de la 
industria, independiente de la falta de pre-
visión del patrono o del obrero ya recogida 
en otros proyectos. Opta por una solución 
intermedia (ni el seguro obligatorio de Ale-
mania  de 1884), ni el seguro voluntario de 
Inglaterra (1880) en las indemnizaciones y 
se inclina a la indemnización directa abrien-
do la posibilidad de que se establezcan por 
las empresas contratos de seguros.
En España la Ley 1900 se definió accidente 
de trabajo como: “(…) toda lesión corpo-
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ral que el operario sufra con ocasión o por 
consecuencia del trabajo que ejecuta por 
cuenta ajena”; patrono: “el particular o Com-
pañía, propietario de la obra, explotación o 
industria donde el trabajo se preste” y ope-
rario:  “todo el que ejecuta habitualmente 
un trabajo manual fuera de su domicilio 
por cuenta ajena”.  El concepto de patrono 
es: “(...) se considerará como patrono al con-
tratista, subsistiendo siempre la responsa-
bilidad del propietario de la obra o indus-
tria o el Estado. El de operario se definió 
como: “(...) toda persona con remuneración 
o sin ella, a salario o a destajo, en virtud de 
contrato verbal o escrito, se hallan compren-
didos los aprendices y los dependientes de 
comercio”. (Olea, 2013, p.340).
En América en la época de la colonia, Espa-
ña le asignó un orden administrativo, políti-
co, social y económico. Las normas estaban 
contenidas en las reales cédulas, las reales 
ordenanzas, los autos y las provisiones, en-
tre otras formas de ordenar los nuevos terri-
torios conquistados.
Es importante señalar el rol que asumió la 
iglesia en Colombia a través de las órde-
nes religiosas, es el caso del misionero Fray 
Bartolomé de las Casas, quien se recuerda 
como defensor y protector de indígenas.
Frente al tema de la seguridad de los traba-
jadores, poco se pronunció el Concejo de 
las Indias, existió una real cédula (1541) que 
prohibía trabajar en domingo y fiestas de 
guarda. En 1601 se promulgó que era obli-
gación curar a los indígenas heridos por ac-
cidentes en su labor.
Simón Bolívar en un discurso ante el Con-
greso de Angostura (1819), mencionó que: 
“(…) el sistema de gobierno más perfecto, 
es aquel que produce la mayor suma de fe-
licidad posible, mayor suma de seguridad 
social y mayor suma de estabilidad política 
(…)”.
En 1910, el mismo presidente Rafael Uribe 
Uribe pidió que “se indemnizara a los traba-
jadores víctimas de accidentes de trabajo, 
pues si un soldado cae en un campo de ba-
talla, o de por vida queda lisiado, se le debe 
indemnizar; entones no es claro, porque si 
un trabajador pierde su capacidad para tra-
bajar en su batalla diaria por la vida no se 
le indemniza”. Y ese es el precedente para la 
Ley 57 de 1915 conocida como la Ley del Ge-
neral de Rafael Uribe Uribe, que reglamentó 
temas como los accidentes de trabajo y las 
enfermedades profesionales, consagró las 
prestaciones económicas y asistenciales, las 
responsabilidades del patrono, las incapa-
cidades y las indemnizaciones asociadas al 
trabajo y  la pensión de sobrevivencia. Por 
primera vez se define el accidente relacio-
nado con el trabajo: “suceso imprevisto y 
repentino sobrevenido por causa y con 
ocasión del trabajo, y que  produce en el 
organismo de quien ejecuta un trabajo 
por cuenta ajena una lesión o una pertur-
bación funcional permanente o pasajera, 
todo sin culpa del obrero”.
En 1934, se creó la primera oficina de me-
dicina laboral, esta dependencia comenzó 
en Bogotá y tenía como actividad principal 
el reconocimiento de los accidentes de tra-
bajo y de enfermedades profesionales y se 
encargaba de la evaluación en materia de 
indemnizaciones.
La Ley 90 de 1946 establece el seguro social 
obligatorio y se crea el Instituto Colombia-
no de los Seguros Sociales, encargándose 
de la atención médica y quirúrgica, medica-
mentos, prótesis y pago de incapacidades 
en caso de accidente de trabajo.
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El Código Sustantivo de Trabajo (corres-
ponde a los Decretos  2663 y 3763 de 1950, 
adoptados por la Ley  141 de 1961) definió 
en su época el accidente de trabajo, pero el 
concepto fue posteriormente derogado por 
el Decreto 1295 de 1994. En su momento lo 
definía como “todo suceso imprevisto y 
repentino sobrevenido por causa y con 
ocasión del trabajo, y que  produce al tra-
bajador una lesión orgánica o perturba-
ción funcional permanente o pasajera, y 
que no haya sido provocada deliberada-
mente por culpa grave de la víctima”.
El Decreto 1295 de 1994, artículo 9°  lo de-
finió: “todo suceso repentino que sobre-
venga por causa y con ocasión del traba-
jo, y que  produzca en el trabajador una 
lesión orgánica, una perturbación funcio-
nal, una invalidez o la muerte.  También, 
el que se produce durante la ejecución de 
órdenes del empleador o durante la eje-
cución de una labor bajo su autoridad, 
aún fuera del lugar de trabajo. Igualmen-
te, durante el traslado de los trabajado-
res desde su residencia a los lugares de 
trabajo o viceversa, cuando el transporte 
lo suministre el empleador”.
La Corte Constitucional con sentencia C-858 
de 18 de octubre de 2006 declaró inexequi-
ble  la definición de accidente de trabajo del 
artículo 9 del decreto 1295 de 1994. 
Entonces, Colombia a partir de 2006 acoge 
la Decisión  584 de 2004 de la Comunidad 
andina de Naciones (C.A.N.) que en el artícu-
lo 1°, literal n, definió accidente de trabajo 
como: “es accidente de trabajo todo suce-
so repentino que sobrevenga por causa o 
con ocasión del trabajo, y que produzca 
en el trabajador una lesión orgánica, una 
perturbación funcional, una invalidez o 
la muerte. Es también accidente de traba-
jo aquel que se produce durante la ejecu-
ción de órdenes del empleador, o durante 
la ejecución de una labor bajo su autori-
dad, aun fuera del lugar y horas de traba-
jo. Las legislaciones de cada país podrán 
definir lo que se considere accidente de 
trabajo respecto al que se produce du-
rante el traslado de los trabajadores des-
de su residencia a los lugares de trabajo 
y viceversa”. Esta definición incluyó ya con-
ceptos de actividades diferentes a aquellas 
para las cuales fue contratado el trabajador, 
aun fuera del horario y del puesto de traba-
jo, pero que al sobrevenir un accidente, éste 
puede calificarse como de origen laboral si 
el trabajador estaba bajo la orden o autori-
dad del empleador. 
Hoy, con la Ley 1562 de 2012, artículo 3° se 
tiene por definición de accidente de traba-
jo:” todo suceso repentino que sobreven-
ga por causa y con ocasión del trabajo, y 
que  produzca en el trabajador una lesión 
orgánica, una perturbación funcional o 
psiquiátrica, una invalidez o la muerte. 
También, el que se produce durante la 
ejecución de órdenes del empleador o 
contratante durante la ejecución de una 
labor bajo su autoridad, aún fuera del 
lugar y horas  de trabajo. Igualmente, 
durante el traslado de los trabajadores 
o contratistas desde su residencia a los 
lugares de trabajo o viceversa, cuando 
el transporte lo suministre el emplea-
dor. También el que se produce durante 
el ejercicio de la función sindical aun-
que el trabajador se encuentre en per-
miso sindical siempre que el accidente 
se produzca en cumplimiento de dicha 
función. También, el que se produzca por 
la ejecución de actividades recreativas, 
deportivas o culturales, cuando se actúe 
por cuenta  en representación del em-
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pleador  o de la empresa usuaria cuando 
se trate de trabajadores de empresas de 
servicios temporales que se encuentren 
en misión”. Esta nueva definición incorpo-
ra novedosas dimensiones, hoy el accidente 
de trabajo incluye el accidente que sufra el 
trabajador cuando se encuentre en permiso 
sindical, siempre y cuando esté cumpliendo 
su ejercicio sindical, el accidente que sobre-
viene durante la actividad deportiva o re-
creativa cuando el evento sea patrocinado 
y organizado por el empleador o la empresa 
usuaria cuando son trabajadores en misión 
(trabajadores explícitamente mencionados 
por primera vez). Por otra parte, se adicio-
na las posibles perturbaciones psiquiátricas 
como consecuencia de un accidente de tra-
bajo.
Enfermedad Laboral
El Código Sustantivo de Trabajo, corres-
ponde a los Decretos  2663 y 3763 de 1950, 
adoptados por la Ley  141 de 1961, definió 
enfermedad profesional, definición que fue 
derogada por el artículo 11 del Decreto 1295 
de 1994, originalmente la definía como: 
“todo estado patológico que sobrevenda 
como consecuencia  obligada de la clase 
de trabajo que desempeña el trabajador 
o del medio en que se ha visto obligado a 
trabajar, bien sea determinado por agen-
tes físicos, químicos o biológicos. Las en-
fermedades endémicas y epidémicas de 
la región solo se consideran como profe-
sionales cuando se adquieren por los en-
cargados de combatirlas por razón de su 
oficio”.
El Decreto 1295 de 1994, artículo 11 entró 
a definirla como: “todo  estado patológico 
permanente o temporal que sobrevenga 
como consecuencia obligada y directa de la 
clase de trabajo que desempeña el trabaja-
dor, o del medio en que se ha visto obliga-
do a trabajar y que haya sido determinada 
como enfermedad profesional  por el go-
bierno nacional”.
La Corte Constitucional con sentencia 
C-1155 de 26 de noviembre de 2008 decla-
ró inexequible  la definición de enfermedad 
laboral del artículo 11 del decreto 1295 de 
1994.
A partir de la declaración de inexequibili-
dad, se retomó la definición establecida por 
el artículo 200 del Código Sustantivo de Tra-
bajo.
Actualmente, la Ley 1562 de 2012, define 
enfermedad laboral como: “es enfermedad 
laboral la contraída como resultado de 
la exposición  a factores de riesgo inhe-
rentes a la actividad laboral o del medio 
en que el trabajador se ha visto obligado 
a trabajar. El Gobierno Nacional, deter-
minará en forma periódica las enferme-
dades que se consideran laborales, en 
caso que una enfermedad no figure en 
las tabla de enfermedad laboral, pero se 
demuestre la relación de causalidad con 
los factores de riesgo ocupacionales será 
reconocida como enfermedad laboral, 
conforme a lo establecido en las normas 
legales vigentes”. En esta nueva definición 
se incorpora el concepto de la “relación de 
causalidad”; es decir, que no se limita al lis-
tado emitido por el Gobierno Nacional, que 
basta con demostrar la relación y nexo en-
tre la enfermedad sobreviniente -- la labor 
desempeñada –-y  la lesión corporal física o 
mental para que se pueda entrar a configu-
rar y calificar como enfermedad de origen 
laboral.
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Ley 9 de 1979 Código Sanitario 
Nacional
Generalidades 
Esta ley fue sancionada el veinticuatro (24) de 
enero de 1979. 
En el Título Tercero, Artículo ochenta (80) se re-
mite al tema de la Seguridad y Salud en el Tra-
bajo, establece que para preservar, conservar y 
mejorar la salud de los individuos en sus ocu-
paciones, es indispensable establecer normas 
que propendan por:
 ■ Prevenir todo daño para la salud de las 
personas, derivado de las condiciones de 
trabajo.
 ■ Proteger a las personas contra riesgos oca-
sionados por la exposición a riesgos físicos, 
químicos, biológicos, orgánicos, mecánicos, 
radiactivos u otros en el lugar de trabajo, 
que afecten la salud individual o colectiva.
 ■ Eliminar o controlar los agentes nocivos 
para la salud en los lugares de trabajo.
 ■ Proteger a los trabajadores y a la población 
contra los riesgos para la salud provenientes 
de la producción, almacenamiento, trans-
porte, expendio, uso y disposición final de 
sustancias consideradas peligrosas para la 
salud pública.
Esos temas son requisitos fundamentales para 
que una región progrese, tenga trabajadores y 
comunidades en crecimiento, saludables y pro-
ductivas. 
Es función del Estado velar por la conservación 
del entorno de las empresas principalmente 
del sector productivo (industrias), por la inte-
gridad física de los trabajadores y por el equili-
brio entre bienestar, productividad y seguridad 
en las empresas.
Es obligación para todos los empleadores 
y contratistas proteger contra riesgos a los 
que están expuestos, a las personas con 
quienes laboran, fundamentalmente por 
cuanto son los generadores y dueños de los 
factores de riesgos. 
Funciones del Ministerio de Salud 
 ■ Debe establecer regulaciones técnicas 
y administrativas tenientes a proteger, 
conservar y mejorar la salud de los traba-
jadores.
 ■ Promover y ejercer acciones de investi-
gación, control,  vigilancia,  protección y 
educación en la salud de los trabajado-
res. Para cumplirlo puede acompañarse 
de instituciones de carácter público o 
privado, empleadores y trabajadores.
 ■ Definir y controlar los requisitos para la 
venta, uso  y manejo de sustancias, equi-
pos, maquinarias que puedan lesionar 
la integridad de los trabajadores. Tiene 
facultades para prohibir o limitar el uso 
de éstos, si se comprueba su capacidad 
para afectar la salud del trabajador o la 
comunidad.
Obligaciones del Empleador
 ■ Promover y mantener un ambiente segu-
ro en el trabajo, con el mínimo de riesgos 
para la salud.
 ■ Responsabilizarse por crear un programa 
permanente de medicina, higiene y se-
guridad  en el lugar de trabajo.
 ■ Mantener medidas oportunas para pro-
teger y promover la salud de los trabaja-
dores, mediante la instalación, operación 
y mantenimiento de sistemas de control 
eficientes que disminuyan el riesgo de 
enfermar o accidentarse en el puesto de 
trabajo.
Fundación Universitaria del Área Andina 35
 ■ Registrar y notificar los accidentes de tra-
bajo, las enfermedades relacionadas con 
la labor y las actividades de promoción 
de la salud de los trabajadores.
 ■ Facilitar las inspecciones e investigacio-
nes que realicen las autoridades compe-
tentes dentro de las instalaciones de la 
empresa, siempre que se juzguen nece-
sarias.
 ■ Establecer un programa educativo de 
promoción, prevención y control de los 
riesgos para la salud y la integridad de los 
trabajadores.
Estas normas se aplican si los trabajadores 
son independientes, pues ellos mismos de-
ben tomar todas las medidas pertinentes 
para proteger su integridad física y mental 
y su salud en general.
Obligaciones de los Trabajadores
 ■ Cumplir las normas de higiene y seguri-
dad industrial.
 ■ Usar y mantener  en buen estado los 
equipos y dispositivos para controlar los 
riesgos
 ■ Mantener el puesto de trabajo en orden.
 ■ Participar en los programas de preven-
ción de riesgos adoptados en el lugar de 
trabajo.
De las edificaciones destinadas a lugares 
de trabajo
Es imprescindible que las construcciones 
dedicadas a la industria  tengan zonas de-
marcadas, con áreas señaladas para el pro-
ducto terminado y para la operación, las 
cuales deben estar limpias y deben ofrecer 
seguridad.
Las características de los pisos deben ser: 
impermeables, antideslizantes y permane-
cer en lo posible secos, si el proceso pro-
ductivo implica humedad, los pisos deben 
contar con declive para el escurrimiento.
En cuanto a las áreas de tránsito, deben es-
tar demarcadas, amplias y luminosas y apro-
visionados con señalización.
Toda zona de producción debe contar con 
varias puertas de salida para facilitar la eva-
cuación en caso de emergencia o desastre, 
deben permanecer libres de obstáculos  o 
seguros y debidamente señalizadas.
De las condiciones ambientales
Todo lugar de trabajo que produzca resi-
duos nocivos para la salud, la seguridad o el 
medio ambiente está obligado a aplicar las 
medidas pertinentes  para la prevención y 
control correspondiente.
El Ministerio de Salud deberá aplicar méto-
dos de muestreo, medición, análisis e inter-
pretación en los lugares de trabajo.
De los agentes químicos y biológicos
Es fundamental que el personal expuesto 
conozca su riesgo de exposición, que estén 
las sustancias controladas y demarcadas en 
zonas establecidas. 
Deben contar con entrenamiento en caso 
de emergencias por accidente de contami-
nación o intoxicación.
Se debe proteger el medio ambiente siem-
pre que se manipulen sustancias químicas o 
biológicas.
De los agentes físicos
Es importante contar con lugares de trabajo 
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iluminados, con control  del ruido, vibración 
o presión para sus trabajadores.
Otro aspecto a tener bajo vigilancia en el 
ambiente de trabajo es la exposición al calor 
o al frio extremo, por lo que se debe contar 
con buena ventilación, evitando corrientes 
de aire innecesarios.
De la seguridad industrial
Los procesos productivos deben contar con 
controles sobre máquinas, herramientas y 
equipos que pongan en peligro la salud e 
integridad física de los trabajadores.
El manejo de calderas, cilindros con gases 
comprimidos u otros recipientes sometidos 
a presión deben tener medidas de control y 
mantenimiento. El personal expuesto debe 
estar entrenado en prevención de acciden-
tes y manejo  de incendios.
De los riesgos eléctricos 
Todos los equipos, herramientas, instalacio-
nes y redes eléctricas deben estar señaliza-
dos, diseñados para prevenir accidentes e 
incendios y aislados para evitar el contacto 
con elementos sometidos a tensión.
Elementos de protección personal
Es obligación del empleador proveer a cada 
trabajador de los elementos necesarios para 
que realice su tarea en forma segura, no 
debe ser a costas del trabajador, y su calidad 
y cantidad  debe corresponde a su riesgo.
Medicina preventiva
Los programas de medicina preventiva es-
tán en cabeza del empleador, orientados de 
acuerdo a los riesgos a los que los trabaja-
dores están expuestos.
Los programas tendrán que incluir activida-
des de promoción, prevención, protección, 
recuperación y rehabilitación en caso de ac-
cidente.
Las sedes deben contar con zonas destina-
das a prestar primeros auxilios a sus colabo-
radores en caso de accidentes laborales.
Saneamiento básico
Es función del empleador suministrar ali-
mentos y agua potable aptos para el consu-
mo humano, organizar el adecuado proce-
samiento de aguas residuales y excretas, es 
primordial asegurar el bienestar y la salud 
de los trabajadores, así como proteger el 
medio ambiente.
De las sustancias peligrosas, plaguicidas y 
artículos pirotécnicos
Se debe proteger la salud del trabajador y 
la integridad del medio ambiente en la fa-
bricación, importación, almacenamiento, 
comercio, transporte, manejo o disposición 
de las sustancias peligrosas y plaguicidas.
Es función del Ministerio de Salud el permi-
tir o restringir el uso y la comercialización de 
estas sustancias, debe reglamentar y coor-
dinar acciones educativas e investigativas 
para proteger la salud de los trabajadores y 
de la población en general.
En cuanto a la fabricación de artículos piro-
técnicos, no es permitido el uso de fósforo 
blanco ni detonantes sin efecto luminoso.
Resolución 2400 de 1979 
Reglamento las Instalaciones Locativas, 
Higiene y Seguridad en los Estableci-
mientos de Trabajo
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Generalidades
Esta norma organizó las áreas de trabajo, 
los elementos de protección personal, las 
herramientas, los equipos, los ambientes y 
puestos de trabajo, estas medidas contribu-
yeron a regular las actividades y a promover 
labores productivas  y seguras.
Esta norma derogó la Resolución no. 20 julio 
de 1951. Fue promovida por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social el día 22 de mayo 
de 1979.
A continuación, se presentan algunas de las 
medidas divulgadas.
Obligaciones del patrono (hoy empleador)
 ■ Mantener un medio laboral adecuado 
para cumplir sus funciones.
 ■ Asegurar un servicio médico permanen-
te en los establecimientos donde exista 
riesgo de accidentes o enfermedades de 
origen profesional.
 ■ Organizar y desarrollar programas per-
manentes de medicina preventiva, de hi-
giene y seguridad  industrial.
 ■ Crear comités paritarios de salud.
 ■ El Comité de  higiene y seguridad  indus-
trial deberá intervenir en la elaboración 
del Reglamento de higiene y seguridad 
industrial, si no hay sindicato en la em-
presa deberán intervenir un representan-
te de la empresa y otro por los trabaja-
dores.
 ■ Suministrar instrucciones adecuadas al 
inicio de actividades de los trabajadores 
si el puesto de trabajo lo amerita.
Obligaciones del trabajador
 ■ Utilizar y mantener los elementos de pro-
tección personal que la empresa le sumi-
nistre, conservar en orden y limpieza su 
puesto de trabajo.
 ■ No operar vehículos, máquinas o equipos 
sin la autorización del patrono, hoy em-
pleador.
 ■ Dar aviso de condiciones inseguras en el 
establecimiento de trabajo.
 ■ Acatar y respetar las normas de seguri-
dad industrial.
 ■ No introducir ni permanecer bajo los 
efectos ni consumir bebidas embriagan-
tes, sustancias alucinógenas o estupefa-
cientes en los centros de trabajo.
De los inmuebles destinados a estableci-
mientos de trabajo
 ■ Todas las edificaciones deben ser segu-
ras, resistentes al desplome.
 ■ No debe haber hacinamiento ni sobre-
carga de las estructuras.
 ■ Las zonas de tránsito deben estar libres 
de obstáculos y deben favorecer la circu-
lación. 
 ■ Todo local debe contar con iluminación y 
ventilación suficiente con espacios para 
la movilización y con altura de techo su-
perior a tres metros.
 ■ Los pisos serán antideslizantes, resisten-
tes y de fácil lavado.
 ■ Se deben disponer de salidas de emer-
gencias amplias y suficientes, construi-
das para que se abran al exterior y de fácil 
operación. 
Servicios de higiene
 ■ Por cada quince trabajadores los estable-
cimientos de trabajo deben tener un ino-
doro, un orinal y una ducha, separados 
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por géneros y con todos los elementos 
higiénicos necesarios.
 ■ Si la actividad económica de la empresa 
requiere que se dispongan de casilleros, 
éstos deben ser amplios, limpios, pro-
tegidos de insectos y roedores. Serán 
necesarios cuando laboren más de diez 
trabajadores Si la labor implica exposi-
ción a sustancias tóxicas, infecciosas o 
irritantes se debe disponer de casilleros 
dobles para separar la ropa de trabajo de 
la propia.
 ■ En el lugar de trabajo deben disponer de 
fuentes de agua potable para consumo 
de los colaboradores.
Servicios permanentes
 ■ Los comedores y casinos deben estar ais-
lados del lugar de trabajo.
 ■ La cocina debe tener un buen sistema 
para drenar vapores y olores producto de 
la cocción.
 ■ Los alimentos se prepararán con agua po-
table y los residuos deben estar dispues-
tos en recipientes cerrados y aislados.
De la evacuación de residuos o desechos
 ■ Los residuos deben permanecer tapados, 
evitando la descomposición.
 ■ Las sustancias orgánicas susceptibles de 
descomposición deben estar aisladas del 
personal.
 ■ Las aguas residuales y de desechos in-
dustriales no deben  ser vertidas a las 
fuentes hídricas.
 ■ Los residuos producidos en sitios de tra-
bajo deben removerse en horarios no la-
borales y se deben utilizar métodos para 
controlar la dispersión de los materiales.
De la temperatura, humedad y calefacción 
 ■ Si la labor implica exposición al frio o al 
calor extremo, se debe contar con la do-
tación adecuada.
 ■ Cercano al lugar de trabajo con tempe-
raturas extremas se tendrán duchas con 
agua fría y fuentes para hidratación con 
agua potable.
 ■ En los sitios de trabajo semi-cerrados ha-
brá protección  contra los rayos solares y 
corrientes de aire.
 ■ Al trabajar en cuartos fríos, se puede per-
manecer por periodos de dos a cuatro 
horas con descansos de una hora.
De la ventilación, iluminación, ruidos y 
vibración 
 ■ Los puntos de entrada y extracción de 
aire en los puestos de trabajo deben estar 
en lugares opuestos en la construcción.
 ■ La iluminación se procurará natural, de 
lo contrario, deberá evitar el deslumbra-
miento ni ofrecerá riesgo de incendio.
 ■ La luz artificial debe ser uniforme evitan-
do sombras intensas o contrastes fuertes.
 ■ Si la  tarea se ejecuta de noche, deben es-
tar suficientemente iluminadas las esca-
leras, pasillos, zonas de tránsito y salidas 
de emergencia.
 ■ Se realizarán mediciones técnicas de rui-
do si las condiciones laborales lo ameri-
tan.
 ■ Se deben reemplazar piezas que generan 
ruido intenso.
 ■ El límite máximo permitido en los lugares 
de trabajo es de 85 decibeles de presión 
sonora.
 ■ Se debe disponer de métodos para con-
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trolar y amortiguar el ruido, encerramien-
tos, pantallas absorbentes, elementos de 
protección personal adecuados y apro-
piados a la exposición.
 ■ Si la labor es de carácter intelectual, el 
límite máximo permitido es de 70 deci-
beles.
 ■ Si los equipos producen vibración, se 
deben mejorar los diseños de equipos y 
herramientas, se entrenará el personal, se 
le dotará  del equipo de protección nece-
sario, se le reducirán las horas de exposi-
ción o se le rotará y se le capacitará sobre 
la manera correcta de ejecutar la tarea.
De la ropa de trabajo, equipos y elemen-
tos de protección
 ■ Lo uniformes deben ser cómodos, sin 
piezas sueltas que puedan ocasionar ac-
cidentes, evitar elementos cortantes o de 
punta en bolsillos.
 ■ No se debe utilizar zapatos de tacón en 
establecimientos industriales.
 ■ Para la protección de la cabeza se deben 
usar cascos, cofias y protección auditiva.
 ■ Para la protección de rostro y ojos: ante-
ojos resistentes, capuchas de tela con vi-
sera de vidrio.
 ■ Para la protección del sistema respirato-
rio: mascarillas respiratorias, respiradores 
contra el polvo, humo, partículas, quími-
cos o ácidos, 
 ■ Para la protección de manos y brazos: 
guantes de caucho dieléctrico para elec-
tricistas, de carnaza, cuero, tela asfáltica, 
mallas de acero, mitones, mangas.
 ■ Para la protección de pies y piernas: za-
patos con punta resistente (1200 kilogra-
mos), calzado dieléctrico, polainas de se-
guridad, protectores de canillas y botas 
de caucho con caña alta si hay exposición 
a humedad o sustancias corrosivas.
 ■ Para la protección del tronco: mandiles o 
delantales, overoles.
De lo colores de seguridad
 ■ En todos los establecimientos de trabajo 
donde operen maquinas, tuberías, duc-
tos se utilizaran los colores básicos re-
comendados por la American Standard 
Association (ASA) para su identificación.
 ■ El color rojo se usa para elementos contra 
el fuego, líquidos inflamables, controles 
eléctricos, recipientes para lavado y des-
engrase de piezas, transito de zonas es-
colares.
 ■ El color naranja se usa para partes de má-
quinas que golpean o prensan, bordes 
expuestos. Tuberías con vapor con tem-
peratura, ACPM, gasolina, petróleo.
 ■ El color amarillo se usa para indicar pre-
caución, equipos de construcción. Tube-
rías con aire comprimido, sustancias alca-
linas, amoniaco.
 ■ El color verde se usa para equipos de se-
guridad, botiquines, contornos de boto-
nes de arranque. Tuberías con oxígeno, 
material granulado,
 ■ El color azul se usa para indicar precau-
ción, equipos en mantenimiento, fuentes 
de poder, recipientes para lubricantes. 
Tubería con aceites y cilindros de oxíge-
no. 
 ■ El color aluminio se usa para cilindros de 
gas propano, hornos para tratamiento de 
metales, silenciadores de motores.
 ■ El color negro se usa para las tuberías de 
corriente trifásica, ductos de aguas ne-
gras.
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De la prevención y extinción de incendios
 ■ Las instalaciones deben ser construido 
en material poco comburente, con muros 
cortafuegos, con tanques de reserva de 
agua y con personal con entrenamiento 
en extinción de incendios.
 ■ Las sustancias peligrosas deberán estar 
en depósitos ventilados, en lo posible 
aisladas.
 ■ Toda sustancia explosiva, oxidante, co-
rrosiva debe estar debidamente identi-
ficada, rotulada y almacenada en forma 
aislada y aislada.
 ■ No almacenar sustancias en lugares con-
curridos o de tránsito.
 ■ Se deben disponer cada 200 metros cua-
drados  de extintores acordes con los 
materiales comburentes, su revisión será 
anual, de fácil manipulación y libres de 
obstáculos.
 ■ Si es posible se debe disponer de 
splinklers.
 ■ Los hidrantes para incendios deberán 
ser de fácil acceso, tener mantenimiento 
para controlar la sedimentación.
 ■ No se debe usar agua para controlar los 
incendios, excepto pulverizada (neblina 
de alta presión) si se trata de materiales 
inflamables.
 ■ Si la instalación implica acumulación de 
personas, se deben tener instalados ro-
ciadores.
De las máquinas, herramientas y máqui-
nas industriales
 ■ Las máquinas o herramientas con piezas 
en movimiento deben contar con guar-
das de seguridad, paradas de emergen-
cias.
 ■ Los trabajadores que manipulen estas 
herramientas deben utilizar ropa ajusta-
da, sin piezas colgantes, con cofias.
 ■ Los trabajadores no podrán retirar guar-
das de equipos y herramientas.
 ■ Las máquinas de rodillos o cilindros de-
ben disponer de un sistema de parada de 
emergencia y tener una valla que impida 
al operario introducir la mano o los de-
dos mientras esté funcionando.
De las herramientas en general
 ■ El empleador proveerá de herramientas 
de buena calidad y apropiadas para la 
labor. Se programaran revisiones perió-
dicas y planeadas. Se debe disponer de 
un lugar apto para su depósito. 
 ■ Para movilizar piezas pesadas es necesa-
rio contar con carretillas para el despla-
zamiento.
 ■ No se permite el uso de herramientas de 
mano con voltaje superior a 120 voltios, 
con conexiones a tierra.
 ■ Todo operario que utilice herramientas 
portátiles accionadas por fuerza motriz 
debe usar los elementos de protección 
personal adecuados, en buen estado y 
completos.
De la construcción 
 ■ Para iniciar labores de demolición, es im-
portante contar con personal capacitado, 
con los elementos de protección perso-
nal adecuados, en buen estado y com-
pletos.
 ■ Las edificaciones en construcción o de-
molición deben tener encerramientos, 
prohibición de tránsito de personas aje-
nas a la obra y en lo posible, orden y aseo, 
evitando acumulación de escombros. 
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 ■ Se debe señalar el tránsito de camiones 
o grúas, y se debe asignar un trabajador 
para controlarlo.
 ■ Reguló el uso de andamios en madera 
(hoy completamente abolidos). 
Del trabajo de mujeres y menores de 
edad 
 ■ Se prohíbe el trabajo de menores de 18 
años en sectores industriales y agrícolas 
o en horario nocturno, en minería, cante-
ras, industrias extractivas,  calderas, con 
máquinas con riesgo de atrapamiento, 
con manipulación de cargas pesadas, 
cizalladoras, fresadoras, troqueladoras, 
soldaduras, metalúrgicas, trabajos de 
alfarería o vidrio, con exposición a altas 
temperaturas o humedad.
 ■ Se permite sólo en caso de actividades 
académicas. Si son menores de 14 años, 
se permite sólo como parte de la capa-
citación técnica sin fines lucrativos. Entre 
16 y 18 años podrán participar en las ac-
tividades antes mencionadas siempre y 
cuando sea para el aprendizaje y capaci-
tación profesional.
 ■ No se permite contratar mujeres y meno-
res de 18 años para actividades con plo-
mo y sus compuestos, sustancias inorgá-
nicas que emanen niebla, humo, polvo o 
gas (mercurio, cadmio, magnesio, talio, 
entre otras), compuestos inorgánicos 
como el benzol, hidrocarburos halóge-
nos, insecticidas, pesticidas, sustancias 
radiactivas o radiaciones ionizantes, ra-
diaciones ultravioleta, infrarroja o emi-
siones de radiofrecuencia.
 ■ Se prohíbe manipular, arrastrar, empujar 
peso superior en mujeres de 15 kilogra-
mos, en hombres superior a 20 kilogramos.
 ■ Las mujeres gestantes no deben laborar 
la jornada nocturna que se prolongue 
por más de cinco horas, levantar peso, 
laborar en posición bípeda constante, ni 
con manejo de equilibrio.
 ■ Los elementos de protección personal y 
la dotación debe ser adecuada a la activi-
dad,  al riesgo.
 ■ Deben disponer de servicios sanitarios 
adecuados.
Resolución 2413 de 1979
Reglamento de Higiene y Seguridad para 
la Industria de la Construcción
Esta Resolución fue diseñada para el sector 
de la construcción que es uno de los secto-
res con más siniestralidad en Colombia, de 
acuerdo a Fasecolda y a la Dirección de Ries-
gos Laborales del Ministerio del Trabajo. 
En el informe de accidentalidad laboral de 
2013 de la Dirección de Riesgos Laborales 
del Ministerio del Trabajo, aproximadamen-
te cada once (11) horas y media muere un 
trabajador como consecuencia de un acci-
dente laboral; de acuerdo al mismo  infor-
me, en el año 2013 se presentaron 543.079 
accidentes calificados como de origen labo-
ral, en todo el territorio nacional y según la 
misma entidad en el año 2012 se registra-
ron 532 muertes derivadas de la actividad 
laboral, de éstas 261 sucedieron en el sector 
inmobiliario y de la construcción. 
Es pertinente aclarar que para la época en 
que se promulgó la Resolución  (1979), se 
utilizaba la expresión “patrono”. Actualmen-
te, este término dejó de ser utilizado y para 
referirse al dueño de la obra o el contratante 
se utiliza el concepto de “empleador”. Es por 
eso,  que al presentar esta Resolución se uti-
lizará la expresión “empleador” aun cuando 
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la norma le menciona como patrono.
Se tiene en cuenta esta norma por cuanto 
fue un precedente importante para la Ley 
100 de 1993, pues menciona varios temas 
en seguridad en el trabajo. Se citaran varios 
aspectos que contemplaba:
 ■ Establece que la capacitación de los tra-
bajadores es responsabilidad del em-
pleador y se erige como líder el  SENA.
 ■ Se incluía en la cobertura de medicina 
preventiva y del trabajo  la contratación 
por parte del empleador de personal mé-
dico para atender de primera mano a los 
trabajadores.
 ■ Estimó que el patrono (hoy empleador) 
debe asumir los exámenes médicos de 
ingreso y periódicos y llevar un registro 
de éstos.
 ■ La norma planteaba que cuando un tra-
bajador manifestaba haber adquirido 
una enfermedad laboral, el empleador 
debía asumir los exámenes médicos ne-
cesarios  para su diagnóstico y el trata-
miento. Cuando ya se consideraba supe-
rado el proceso, el médico empresarial 
debía expedir una certificación en cons-
tancia de la recuperación.
 ■ Toda empresa tenía que cumplir y ha-
cer cumplir el Reglamento de Seguridad 
e Higiene del trabajo, este reglamento 
contemplaba programas con estilos de 
vida saludables,  programas de preven-
ción, sistemas de control, inspecciones 
a los puestos de trabajo, estrategias para 
aprovisionar recursos para su sosteni-
miento y mantenimiento y tenía el deber 
de organizar informes y estadísticas de 
accidentalidad.
 ■ Al mencionar las obligaciones de los tra-
bajadores, al igual que hoy día, estableció 
que éstos debían cumplir el Reglamento 
de Seguridad e Higiene del trabajo, reci-
bir enseñanza sobre seguridad en el tra-
bajo, usar los elementos de protección 
personal e informar daños y deficiencias 
que conllevaran peligro en el trabajo. El 
artículo 9° prohibía presentarse a trabajar 
bajo efecto de alcohol, sustancias toxicas 
o con enfermedades infectocontagiosas, 
esto último ya no se menciona en ningu-
na norma relacionada con seguridad en 
el trabajo.
 ■ Al empleador le asignaba la obligación 
de conceder un tiempo al trabajador para 
realizar la inducción al cargo y cumplir y 
hacer cumplir el Reglamento de Seguri-
dad e Higiene del trabajo.
 ■ Obligó a asignar un sitio para que los tra-
bajadores de la construcción tuvieran un 
campamento provisional para vestirse, 
alimentarse y tener servicio sanitario.
 ■ Si la obra incluía excavación, antes de ini-
ciar la obra se debía asegurar el entorno 
para evitar caídas de rocas o tierra, la nor-
ma definía que si existía riesgo de caída 
de personas, la zona debía estar demar-
cada e iluminada.
 ■ También trató el tema de los andamios y 
escaleras, su seguridad, sus característi-
cas, sus barandas y rodapiés, manejo de 
cuerdas e inspecciones periódicas. Sobre 
las escaleras introdujo temas de ascen-
sos, vientos, elementos de protección 
específicos, inspecciones, materiales de 
construcción, longitud, empalmes (ex-
presamente prohibidos) y extensiones 
utilizadas.
 ■ Sobre demoliciones y remoción de es-
combros definió la importancia de la 
capacitación a los trabajadores, la segu-
ridad de las personas propias y ajenas a 
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la obra, el manejo de los ductos de ser-
vicios públicos y la construcción o desti-
nación de aceras circundantes a la obra 
para el tránsito peatonal.
 ■ Estableció medidas de seguridad y ele-
mentos de protección personal para 
manipular y transportar explosivos, para 
evitar quemaduras, lesiones orgánicas y 
funcionales por ruido o vibración, mane-
jo de grúas, tractores y herramientas ma-
nuales.
 ■ En cuanto a ergonomía, fijó el límite de 
levantamiento de carga permitido en 25 
kgs., si la labor era ocasional lo permitió 
hasta 50 kgs. previo entrenamiento. Pero 
si por ser un trabajo continuo, surgía  fa-
tiga, sólo se permitía 25 kgs.
 ■ La norma obligaba a constituir un Comi-
té Paritario de Higiene y Seguridad con 
representación de trabajadores y del 
empleador, con participación activa del 
médico  y del ingeniero de la oficina de 
Higiene y Seguridad de la empresa, orde-
nó que  sus decisiones y acuerdos fueran 
de obligatorio cumplimiento. Entre sus 
funciones establecía: sugerir medidas 
de seguridad industrial, evaluar progra-
mas, investigar los accidentes de trabajo 
y enfermedades laborales, inspecciones 
a puestos de trabajo, promoción y capa-
citación a trabajadores, supervisión en 
la entrega de elementos de protección 
personal, análisis de estadísticas de acci-
dentalidad y promoción de medidas de 
seguridad para tareas de alto riesgo
 ■ En cuanto a elementos de protección 
personal estableció el uso obligatorio del 
cinturón de seguridad (elemento ya re-
tirado para el trabajo seguro en alturas), 
guantes y botas de seguridad.
 ■ Incluyó artículos que autorizaban el tra-
bajo de menores de edad entre 16 y 18 
años en el sector de la construcción, 
previa  autorización de los Inspectores 
de Trabajo, les estableció límites para le-
vantar cargas hasta de 15 kgs., jornada 
máxima, prestaciones sociales  y acceso 
al servicio de salud. Dentro del cuerpo 
de la norma se aclara que los Inspectores 
de Trabajo no expedirían permisos para 
laborar en la construcción a menores de 
edad entre 8 y 16 años si están  adelan-
tando estudios.
Esta Resolución incluye algunas medidas de 
seguridad que hasta la fecha tienen vigen-
cia, aun cuando otras, ya no tiene aplicabi-
lidad.
Fundación Universitaria del Área Andina 44
Resolución 1016 de 1989
Reglamenta el Funcionamiento y Orga-
nización de los Sistema de Gestión de 
la Seguridad y Salud   en el Trabajo que 
Deben Crear los Empleadores 
Esta norma fue emitida por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad.
Los patrones, hoy empleadores deben eje-
cutar en forma permanente el Sistema de 
Gestión de la Seguridad y Salud   en el Tra-
bajo (SG-SST) en los lugares de trabajo.
 ■ El Sistema consiste en la planeación, or-
ganización, ejecución, y evaluación de las 
actividades de medicina preventiva, me-
dicina del trabajo, higiene y seguridad in-
dustrial tendientes a preservar, mantener 
y mejorar   la salud  individual y colectiva 
de los trabajadores en sus ocupaciones y 
puestos de trabajo.
 ■ Los patrones, hoy empleadores deben 
destinar recursos humanos, financieros y 
técnicos para el desarrollo del programa.
 ■ El programa contará con un coordinador 
para su ejecución.
 ■ Si la jornada laboral es continua, también 
lo serán las actividades del programa.
 ■ Si la empresa cuenta con más de una 
sede, se debe  disponer de actividades 
en todas ellas.
 ■ El Sistema permanente debe contar con 
registros de materias primas utilizadas en 
los procesos, listado de riesgos y traba-
jadores expuestos, elementos de protec-
ción personal, ausentismo, inspecciones 
periódicas, historias ocupacionales, pla-
nes de emergencias, entre otros.
 ■ El Sistema deberá contar con indicadores 
de gestión para su medición.
 ■ El Sistema será evaluado por la empresa 
a los seis meses y reajustado cada año.
 ■ Se puede contratar los servicios de terce-
ros expertos en la materia que organicen 
y manejen el programa; sin embargo, la 
responsabilidad del empleador sigue es-
tando en cabeza de él. 
La norma establece que el programa debe 
ser permanente y continuo en las empresas 
y define los subprogramas que debe conte-
ner, tales como:
 ■ Subprograma de Medicina Preventiva.
 ■ Subprograma de Medicina del Trabajo.
 ■ Subprograma de Higiene y Seguridad In-
dustrial.
Los subprogramas deben contar con el ser-
vicio de personal capacitado e idóneo para 
lograr la eficacia del programa y para no 
comprometer la responsabilidad del em-
pleador.
Los Subprogramas de Medicina Preventiva y 
Medicina del Trabajo propenden por la pre-
vención, promoción y control de la salud del 
trabajador, reconocen los factores de riesgo 
ocupacional al interior de la empresa y de 
los puestos de trabajo y definen los meca-
nismos necesarios para proteger a la perso-
na. Las actividades que desarrollan son: 
 ■ Realizar exámenes médicos ocupaciona-
les y  paraclínicos para ingreso, reubica-
ción, ascensos o retiro de trabajadores.
 ■ Junto con el subprograma de Higiene y 
Seguridad Industrial ejecuta actividades 
de vigilancia epidemiológica  sobre inci-
dentes y accidentes de trabajo, enferme-
dades laborales y panorama de riesgos. 
Mantener actualizada las estadísticas de 
morbi-mortalidad de la población traba-
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jadora de la empresa. Llevar registro de 
las causas de ausentismo por enferme-
dad común y laboral de los trabajadores.
 ■ Junto con el subprograma de Higiene y 
Seguridad Industrial define y ejecuta ac-
tividades de educación en salud orienta-
das a la promoción y prevención.
 ■ Investigación de enfermedades laborales 
para definir medidas preventivas y co-
rrectivas a futuro.
 ■ Junto con el subprograma de Higiene y 
Seguridad Industrial realizar inspeccio-
nes a los puestos de trabajo para detectar 
situaciones de disconfort, condiciones 
inseguras o actos inseguros de los traba-
jadores  y tomar las medidas necesarias 
para evitar lesiones.
 ■ Diseñar y ejecutar el programa de riesgo 
psicosocial, programa que debe estar su-
jeto a los lineamientos de la Resolución 
2646 de 2008.
 ■ Cuando las entidades de Seguridad So-
cial (ARL  o EPS) sugieran reubicaciones 
laborales, el programa debe coordinar y 
concertarlas.
 ■ Promover actividades de recreación y de-
porte que fomenten el bienestar del tra-
bajador. 
El Subprograma Higiene y Seguridad Indus-
trial busca identificar y controlar los riesgos 
ambientales en los puestos y áreas de traba-
jo que pueden causar incidentes, acciden-
tes o enfermedades de origen laboral.
La Resolución trae algunas actividades que 
debe asumir el subprograma, como:
 ■ Elaborar un panorama de riesgos que 
plasme la realidad del entorno laboral.
 ■ Junto con el subprograma de Medicina 
Laboral realizar inspecciones a las áreas 
de trabajo para detectar situaciones de 
riesgos y peligros, condiciones inseguras 
o actos inseguros de los trabajadores  y 
de los puestos y tomar las medidas nece-
sarias para evitar lesiones.
 ■ Hacer mediciones ambientales periódi-
cas o programadas de acuerdo a los ries-
gos detectados.
 ■ Emitir conceptos de viabilidad en segu-
ridad industrial cuando se lleven a cabo 
obras civiles o instalaciones de equipos 
industriales.
 ■ Inspeccionar los equipos de seguridad 
para verificar el buen funcionamiento y 
disponibilidad.
 ■ Definir e implantar los sistemas de con-
trol necesarios para mitigar los riesgos 
industriales.
 ■ Emitir conceptos sobre equipos o mate-
riales que generen riesgos.
 ■ Tomar las medidas necesarias para con-
trolar las materias primas, los procedi-
mientos o las operaciones que generan 
riesgo.
 ■ Planear y ejecutar programas y activi-
dades de mantenimiento preventivo de 
equipos, maquinaria, herramienta, insta-
laciones locativas.
 ■ Planear y ejecutar actividades de preven-
ción y control de tareas de alto riesgo.
 ■ Determinar los elementos de protección 
personal apropiados que se requieren 
para las tareas y los puestos de trabajo.
 ■ Analizar las características técnicas, de 
diseño y de calidad de los elementos de 
protección personal que se entregan a 
los trabajadores no sólo para las entre-
gas legales periódica sino también para 
Fundación Universitaria del Área Andina 46
reposiciones, mantenimiento y usos ha-
bituales.
 ■ Realizar la investigación de incidentes, 
accidentes y enfermedades laborales 
para identificar causas  y tomar medidas 
correctivas pertinentes.
 ■ Dar aviso a la autoridad competente so-
bre ocurrencia de accidentes de trabajo.
 ■ Mantener actualizadas las estadísticas 
sobre accidentalidad en la empresa.
 ■ Señalizar y demarcar áreas de trabajo, 
equipos, maquinas, herramientas, salidas 
de emergencia, equipos de emergencia 
dentro de las áreas de trabajo.
 ■ Organizar y ejecutar el Plan de Emergen-
cia, teniendo en cuenta las ramas: pre-
ventiva (aplicación de normas técnicas 
y legales sobre almacenamiento y ma-
nipulación de sustancias químicas, com-
bustibles, energías peligrosas, fuentes 
de calor), pasiva o estructural (diseño, 
construcción y mantenimiento de edifi-
caciones, vías de evacuación y salidas de 
emergencia) y activa o control de situa-
ciones de emergencia (conformación, 
capacitación y dotación  de la Brigada 
de Emergencias, distribución y mante-
nimiento de equipos de detección, alar-
mas, extintores, gabinetes de emergen-
cias).
 ■ Supervisar y asesorar la disposición final 
de residuos y desechos atendiendo las 
normas sobre saneamiento básico am-
biental.
 ■ Organizar un programa de educación so-
bre los riesgos laborales, prevención de 
accidentes y plan de emergencias tanto 
para la inducción al cargo como en capa-
citaciones planeadas y periódicas.
 ■ Asesorar y apoyar el Comité de Medicina, 
Higiene y Seguridad Industrial de la em-
presa.
La Resolución establece una serie de indica-
dores organizados por anualidades que se 
deben tener para la evaluación del progra-
ma, tales como: 
 ■ Índices de frecuencia y severidad de acci-
dentes de trabajo.
 ■ Tasas de ausentismo (por accidentes de 
trabajo, enfermedad laboral y enferme-
dad de origen común).
 ■ Tasa especificas por enfermedades labo-
rales.
 ■ Porcentaje de cumplimiento del progra-
ma de acuerdo al cronograma estableci-
do al inicio del año.
Resolución 2013 de 1986
Establece la Conformación y las Funcio-
nes del Comité de Medicina e Higiene 
Industrial.
Esta Resolución fue emitida por el  Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social, rigió a partir 
de la fecha de su publicación y derogó la 
Resolución 1405 de marzo de 1980 emana-
da de la Dirección General de la Seguridad 
Social.
 ■ Todas las empresas e instituciones, públi-
cas o privadas, que tengan a su servicio 
diez o más trabajadores, están obligadas 
a conformar un Comité de Medicina, Hi-
giene y Seguridad Industrial.
 ■ Cada Comité de Medicina, Higiene y Se-
guridad Industrial estará compuesto por 
un número igual de representantes del 
empleador y de los trabajadores.
 ■ Cada Comité de Medicina, Higiene y Se-
guridad Industrial estará compuesto por 
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un número igual de representantes por 
parte del empleador y de los trabajado-
res, con sus respectivos suplentes, así: De 
10 a 49 trabajadores, un representante 
por cada una de las partes. De 50 a 499 
trabajadores, dos representantes por 
cada una de las partes. De 500 a 999 tra-
bajadores, tres representantes por cada 
una de las partes. De 1.000 o más traba-
jadores, cuatro representantes por cada 
una de las partes. 
 ■ El Comité de Medicina, Higiene y Se-
guridad Industrial es un organismo de 
promoción y vigilancia de las normas y 
reglamentos de  Seguridad y Salud en el 
Trabajo dentro de la empresa.
 ■ Son funciones del Comité de Medicina, 
Higiene y Seguridad Industrial, entre 
otras: Proponer a la administración de la 
empresa o establecimiento de trabajo la 
adopción de medidas y el desarrollo de 
actividades que procuren y mantengan 
la salud de los trabajadores en los lugares 
y ambientes de trabajo, vigilar el desarro-
llo de las actividades que en materia de 
medicina, higiene y seguridad industrial 
debe realizar la empresa de acuerdo con 
el Reglamento de Higiene y Seguridad 
Industrial vigentes; promover su divul-
gación y respeto, visitar periódicamente 
los lugares de trabajo e inspeccionar los 
ambientes, máquinas, equipos, apara-
tos y las operaciones realizadas por el 
personal de trabajadores en cada área o 
sección de los puestos de trabajo, servir 
como organismo de coordinación en-
tre empleador y los trabajadores en la 
solución de los problemas relativos a la 
Seguridad y Salud en el Trabajo, solicitar 
periódicamente a la empresa informes 
sobre accidentalidad y enfermedades 
profesionales con el objeto de dar cum-
plimiento a lo estipulado en la presente 
Resolución.  
 ■ Definió las funciones del Presidente del 
Comité y del Secretario del Comité de 
Medicina, Higiene y Seguridad Industrial.
 ■ Si la empresa cuenta con menos de diez 
(10) trabajadores  debe organizar junto 
con ellos las actividades propias del Sis-
tema de Gestión de la Seguridad y Salud 
en el trabajo.
 ■ Los Representantes del empleador son 
elegidos por directamente por él y los de 
los trabajadores se eligen por voto.
 ■ En caso de accidente grave el Comité 
debe reunirse en forma extraordinaria 
dentro de los cinco (5) días siguientes al 
evento en el lugar del suceso, junto con 
el jefe del área o sección y con los testi-
gos (si hubiese).
 ■ Para sesionar se requiere un quorum de 
la mitad más uno. El tiempo de espera 
para iniciar la sesión treinta (30) minutos 
y después se sesionará con los miembros 
que asistieron y sus decisiones tendrán 
validez.
El artículo 11 de la Resolución 2013 (1986) 
define las funciones así:
Son funciones del Comité de Medicina, 
Higiene y Seguridad Industrial, además 
de las señaladas por el artículo 26 del De-
creto 614 de 1984, las siguientes:
a. Proponer a la administración de la em-
presa o establecimiento de trabajo la 
adopción de medidas y el desarrollo de 
actividades que procuren y mantengan 
la salud en los lugares y ambientes de 
trabajo.
b. Proponer y participar en actividades de 
capacitación en seguridad y salud en el 
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trabajo, dirigidas a trabajadores, supervi-
sores y directivos de la empresa o esta-
blecimiento de trabajo.
c. Colaborar con los funcionarios de entida-
des gubernamentales de salud ocupacio-
nal (hoy  seguridad y salud en el trabajo) 
en las actividades que éstos adelanten en 
la empresa y recibir por derecho propio 
los informes correspondientes. Frase en-
tre paréntesis fuera de texto.
d. Vigilar el desarrollo de las actividades 
que en materia de medicina, higiene y 
seguridad industrial debe realizar la em-
presa de acuerdo con el Reglamento de 
Higiene y Seguridad Industrial y las nor-
mas vigentes; promover su divulgación y 
observancia.
e. Colaborar en el análisis de las causas de 
los accidentes de trabajo y enfermeda-
des profesionales y proponer al emplea-
dor las medidas correctivas que haya lu-
gar para evitar su ocurrencia.
f. Evaluar los programas que se hayan rea-
lizado.
g. Visitar periódicamente los lugares de 
trabajo e inspeccionar los ambientes, 
máquinas, equipos, aparatos y las ope-
raciones realizadas por el personal de 
trabajadores en cada área o sección de la 
empresa e informar al empleador sobre 
la existencia de factores de riesgo y su-
gerir las medidas correctivas y de control.
h. Estudiar y considerar las sugerencias que 
presenten los trabajadores en materia de 
medicina, higiene y seguridad industrial.
i. Servir como organismo de coordinación 
entre empleador y los trabajadores en la 
solución de los problemas relativos a la 
salud ocupacional. Tramitar los reclamos 
de los trabajadores relacionados con la 
salud ocupacional.
j. Solicitar periódicamente a la empresa in-
formes sobre accidentalidad y enferme-
dades profesionales con el objeto de dar 
cumplimiento a lo estipulado en la pre-
sente Resolución.
k. Elegir al Secretario del Comité.
l. Mantener un archivo de las actas de cada 
reunión y demás actividades que se de-
sarrollen el cual estará en cualquier mo-
mento a disposición del empleador, los 
trabajadores y las autoridades compe-
tentes. (p.3).
Todas las funciones mencionadas van en-
caminadas a construir un ambiente laboral 
seguro, donde el bienestar fomente la segu-
ridad y la productividad de los trabajadores.
En el artículo 12 se mencionan las obliga-
ciones del Presidente del Comité, entre las 
cuales están: Presidir y orientar las reunio-
nes, concretar el sitio de encuentro, con-
vocar a los miembros del Comité, disponer 
los temas a tratar en las reuniones, servir de 
puente entre la administración y el Comité, 
divulgar las decisiones adoptadas en plena-
ria tanto a la parte directiva como a los tra-
bajadores.
En el artículo 13 se definen las funciones del 
Secretario: Realizar el control de asistencia 
y verificar el quorum, elaborar las actas de 
las sesiones y someterlas a la lectura para su 
aprobación, organizar el archivo del Comité.
En el artículo 14 se indican las obligaciones 
del Empleador: Facilitar la elección de los re-
presentantes de los trabajadores y designar 
sus representantes al  Comité, designar el 
Presidente del mismo, propiciar las reunio-
nes y los medios para el normal funciona-
miento del Comité y acoger las recomenda-
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ciones emitidas por el mismo. 
En el artículo 15 se concretan las obliga-
ciones del trabajador así: Elegir sus repre-
sentantes al Comité, informar condiciones 
inseguras y presentar sugerencias para su-
perarlas y cumplir con las normas y las ins-
trucciones sugeridas por el Comité.
Constitución Política de Colombia 
1991
La Constitución Política de 1991, consagró 
algunos de los principios formulados poste-
riormente en la Ley 100 de 1993.
Su objetivo enunciado en el preámbulo 
aclara que busca asegurar a sus integrantes 
la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, 
la igualdad, el conocimiento, la libertad y la 
paz, dentro de un marco jurídico, democrá-
tico y participativo que garantice un orden 
político, económico y social justo, y com-
prometido a impulsar la integración de la 
comunidad latinoamericana.
A continuación se presentan algunos artí-
culos que son referentes para la Ley 100 de 
1993.
En el Artículo 1, define a Colombia como “… 
un Estado social de derecho, con autonomía 
de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el res-
peto de la dignidad humana, en el trabajo 
y la solidaridad de las personas que la inte-
gran y en la prevalencia del interés general”. 
Es por esto que el Estado ha legislado en los 
temas de Seguridad y Salud en el Trabajo y 
seguridad industrial, pues aunque opera la 
libertad de empresa, la relación laboral, es 
por definición una condición de interés ge-
neral donde el trabajador goza de la protec-
ción especial de sus derechos.
En el Artículo 13, se afirma que: “ Todas las 
personas nacen libres e iguales ante la ley, 
recibirán la misma protección y trato de las 
autoridades y gozarán de los mismos dere-
chos, libertades y oportunidades sin ningu-
na discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, 
opinión política o filosófica (…). El Estado 
protegerá especialmente a aquellas perso-
nas que por su condición económica, física 
o mental, se encuentren en circunstancia de 
debilidad manifiesta y sancionará los abu-
sos o maltratos que contra ellas se come-
tan”. Tal es el caso del trabajador, quien den-
tro de la relación laboral se constituye en el 
extremo más débil y expuesto, por ejemplo, 
con la Ley 1010 de 2006  que busca prevenir 
y corregir el acoso laboral.
En el Artículo 25, se menciona que: “El tra-
bajo es un derecho y una obligación social 
y goza, en todas sus modalidades, de la es-
pecial protección del Estado. Toda persona 
tiene derecho a un trabajo en condiciones 
dignas y justas”. En la norma al establecer 
las  circunstancias en que se debe realizar 
una labor, se reclama un ambiente seguro 
y saludable para el trabajador, donde no se 
ponga en riesgo la vida e integridad física 
y mental del trabajador, situación que tam-
bién irradia a su familia y entorno social.
El artículo 44 incorporó la vida, la integridad 
física, la salud y la seguridad social como 
derechos fundamentales para los niños. En 
su momento no fue considerado la salud 
y la seguridad social como derecho funda-
mental para la población adulta colombia-
na. Actualmente, por pronunciamientos de 
la Corte Constitucional, se considera la sa-
lud como derecho fundamental  autónomo 
protegidos por la Constitución.
El artículo 46, refiere que: “El Estado, la so-
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ciedad y la familia concurrirán para la pro-
tección y la asistencia de las personas de la 
tercera edad y promoverán su integración a 
la vida activa y comunitaria. El Estado les ga-
rantizará los servicios de la seguridad social 
integral y el subsidio alimentario en caso de 
indigencia”. En este artículo se establece la 
protección especial a un grupo vulnerable 
como es el de los adultos mayores.
El artículo 48, establece que: “Se garantiza a 
todos los habitantes el derecho irrenuncia-
ble a la Seguridad Social. El Estado, con la 
participación de los particulares, ampliará 
progresivamente la cobertura de la Seguri-
dad Social que comprenderá la prestación 
de los servicios en la forma que determine la 
Ley. La Seguridad Social podrá ser prestada 
por entidades públicas o privadas, de con-
formidad con la ley. No se podrán destinar 
ni utilizar los recursos de las instituciones de 
la Seguridad Social para fines diferentes a 
ella”. Acá se declara un principio importante, 
al mencionar que la seguridad social es un 
derecho de características irrenunciables, 
es un derecho de todos, no negociable. El 
empleador no podrá excluir por mera libe-
ralidad a un trabajador de sus derechos, la 
seguridad social debe estar a la disposición 
del ser humano que labora, se expone y re-
quiere de especial protección. Este artículo 
se adicionó con el Acto Legislativo 01 de 
2005 en lo referente al régimen pensional. 
En el artículo 49 le asigna al Estado la or-
ganización en cuanto a la atención en sa-
lud y el saneamiento ambiental, además 
de las funciones de vigilancia y control de 
los mismos a través de sus instituciones. 
Promulga que se debe garantizar a todas 
las personas el acceso a los servicios de 
promoción, prevención y recuperación de 
la salud, respondiendo a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad. Es el 
Estado quien debe organizar las políticas 
para la prestación de los servicios de salud 
y de saneamiento ambiental. Este artículo 
adicionalmente, declara que toda persona 
es responsable del cuidado integral de su 
salud y el de su comunidad.  Este artículo se 
adicionó con el Acto Legislativo 02 de 2009.
El artículo 53 define: “el Congreso expedi-
rá el estatuto del trabajo, la ley correspon-
diente tendrá en cuenta por lo menos los 
siguientes principios fundamentales: Igual-
dad de oportunidades para los trabajado-
res; remuneración mínima vital y móvil, pro-
porcional a la cantidad y calidad de trabajo; 
estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad 
a los beneficios mínimos establecidos en 
normas laborales; facultades para transigir 
y conciliar sobre derechos inciertos y discu-
tibles; situación más favorable al trabajador 
en caso de duda en la aplicación e interpre-
tación de las fuentes formales de derecho; 
primacía de la realidad sobre formalidades 
establecidas por los sujetos de las relaciones 
laborales; garantía a la seguridad social, la 
capacitación, el adiestramiento y el descan-
so necesario; protección especial a la mujer, 
a la maternidad y al trabajador menor de 
edad. El Estado garantiza el derecho al pago 
oportuno y al reajuste periódico de las pen-
siones legales. Los convenios internacio-
nales del trabajo debidamente ratificados, 
hacen parte de la legislación interna. La ley, 
los contratos, los acuerdos y convenios de 
trabajo, no pueden menoscabar la libertad, 
la dignidad humana ni los derechos de los 
trabajadores”. En este artículo se engloba 
gran parte de los derechos de los trabajado-
res, incluye puntos fundamentales que van 
más allá de las reclamaciones laborales, ha-
bla de dignidad, reconocimiento, respeto, 
capacitación, descanso y defensa de pobla-
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ción vulnerable como gestantes y menores 
de edad. Es también importante señalar que 
menciona que los tratados internacionales 
ratificados por Colombia deben ser recono-
cidos e incluidos en nuestras normas.
El artículo 54 afirma: “es obligación del Esta-
do y de los empleadores ofrecer formación 
y habilitación profesional y técnica a quie-
nes lo requieran. El Estado debe propiciar la 
ubicación laboral de las personas en edad 
de trabajar y garantizar a los minusválidos el 
derecho a un trabajo acorde con sus condi-
ciones de salud”. Es el caso de los trabajado-
res que desempeñan tareas en alturas por 
encima del metro y medio desde el límite 
inferior, de acuerdo a la Resolución 1409 de 
2012, el Estado a través del Sena debe faci-
litar el entrenamiento y competencia para 




Autor: Rosa Cecilia Alvarado 
Sistema General de 
Riesgos Laborales Legislación en riesgos  
profesionales en salud ocupaciona
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Introducción En la Cartilla de Seguridad Social y Pensiones (2014), se define 
el Sistema General de Riesgos Laborales como: “El conjunto 
de entidades públicas y privadas, normas y procedimientos, 
destinados a prevenir, proteger y atender a los trabajadores 
de los efectos de las enfermedades y los accidentes que pue-
dan ocurrirles con ocasión o como consecuencia del trabajo 
que desarrollan”(p.602). 
El Sistema General de Riesgos Laborales, comenzó a regir a 
partir del 1º de agosto de 1994 para empleadores y trabaja-
dores del sector privado y desde el 1º de enero de 1996 para 
el público.
Aunque el Sistema está dirigido y supervisado por el Estado, 
son las Administradoras de Riesgos Laborales quienes tienen 
bajo su responsabilidad la afiliación y su administración direc-
ta. Objetivo de aprendizaje
U3
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Objetivo
El objetivo que se busca desarrollar en durante estas dos semanas es:
1. dentificar las normas legales que definen las actividades de promoción, prevención y 
control que deben cumplir empleadores, trabajadores, instituciones vinculadas y el Sis-
tema General de Riesgos Laborales para construir un ambiente de trabajo seguro y pro-
ductivo.
U3
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Metodología
Para leer las normas legales es importante tomarse un tiempo prudencial, hacer compara-
ciones, analizar cambios y consultar inquietudes.
Recuerde que su creatividad, proactividad, cumplimiento, capacidad investigativa y respon-
sabilidad en trabajos propuestos es fundamental para lograr el objetivo propuesto.
U3
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Desarrollo temático
Seguridad Social Integral
El Sistema se define dentro de la Ley 100 
de 1993 como “el conjunto de instituciones, 
normas y procedimientos, de que dispones 
la persona y la comunidad  para mejorar la 
calidad de vida”, este propósito se cumple 
siempre que  la sociedad despliegue la vi-
gilancia y el control para que la persona ex-
puesta a una contingencia restablezca su sa-
lud y no sufra un menoscabo en sus finanzas.
El objetivo primordial es dar a las personas 
y sus familias la tranquilidad necesaria para 
que sus eventualidades en salud no gene-
ren crisis en su entorno social, no sólo rela-
cionado con la atención sanitaria sino tam-
bién en su economía.
El Sistema se fundamenta en un eje priva-
do de atención, aun cuando es un servicio 
público obligatorio,  donde los particulares 
prestan el servicio pero son las entidades 
estatales quienes establecen las políticas y 
procedimientos inclusive, son quienes eje-
cutan la vigilancia y control.





 ■ Unidad. 
 ■ Participación. 
El Sistema de Seguridad Social Integral está 
conformado por los regímenes prestaciona-
les:
 ■ De pensiones.
 ■ De salud.
 ■ De riesgos laborales. 
 ■ De servicios sociales complementarios.
Sistema General de Riesgos  
Laborales
El Sistema de Riesgos Laborales lo confor-
man el conjunto de entidades de carácter 
público y privado, y las normas y procedi-
mientos, destinados a prevenir, proteger y 
atender a los trabajadores en el territorio 
nacional de los efectos de las enfermedades 
y los accidentes que puedan ocurrirles con 
ocasión o como consecuencia del traba-
jo que realizan y a mejorar las condiciones 
dentro del ambiente laboral.
Los objetivos del Sistema de Riesgos Labo-
rales incluyen:
 ■ Establecer las actividades de promoción 
y prevención que mantengan y mejoren 
las condiciones del ambiente laboral y la 
salud de los trabajadores.
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 ■ Fijar las prestaciones de atención en sa-
lud cuando un evento le sobrevenga y 
que esté relacionado con la labor del tra-
bajador y las prestaciones económicas 
por incapacidad temporal a que haya lu-
gar atendiendo las contingencias de ac-
cidente de trabajo o enfermedad laboral.
 ■ Reconocer y pagar a los afiliados las pres-
taciones económicas por incapacidad 
permanente parcial o invalidez derivadas 
de los eventos  de accidentes de trabajo 
o enfermedades laborales y muerte de 
origen laboral.
 ■ Fortalecer las actividades tendientes a 
establecer el origen de  los accidentes de 
trabajo o las enfermedades laborales y el 
control de los agentes de riesgo laboral 
para tomar las medidas correctivas per-
tinentes.
El Sistema de Riesgos Laborales entró a re-
gir a partir del primero de agosto de 1994 
para el sector privado y a desde el primero 
de agosto de 1996 para el sector público en 
general. Las prestaciones económicas fue-
ron modificadas con la Ley 776 de 2002 y 
con la Ley 1562 de 2012 se incluyeron modi-
ficaciones al Sistema.
Características del sistema
 ■ El Sistema de Riesgos Laborales como 
está orientado y dirigido por el Estado, en 
la parte de dirección, vigilancia y control 
por el Consejo Nacional de Riesgos Labo-
rales, el Ministerio de Salud y Protección 
Social y la Superintendencia Financiera y 
las entidades administradoras del Sistema 
son ARL Positiva y las entidades asegura-
doras del sector privado autorizadas por 
la Superintendencia Financiera para la ex-
plotación del ramo de seguros laborales.
 ■ Las entidades administrativas del sistema 
tendrán a su cargo la afiliación al sistema 
y la administración del mismo.
 ■ Todos los empleadores deben afiliarse al 
Sistema de Riesgos Laborales.
 ■ La afiliación de los trabajadores depen-
dientes es obligatoria  para todos los em-
pleadores.
 ■ El empleador que no afilie a sus traba-
jadores al Sistema de Riesgos Laborales, 
además de las sanciones legales, será res-
ponsable de las prestaciones otorgadas.
 ■ La selección de las entidades que admi-
nistran el sistema es libre y voluntaria por 
parte del empleador.
 ■ Los trabajadores afiliados tendrán dere-
cho al reconocimiento y pago de las pres-
taciones previstas,
 ■ Las cotizaciones al Sistema de Riesgos 
Laborales están a cargo del empleador.
 ■ La relación laboral implica la obligación 
de pagar las cotizaciones.
 ■ La cobertura del sistema se inicia desde 
el día calendario siguiente al de la afilia-
ción.
 ■ Los empleadores solo podrán contratar 
el cubrimiento de los riesgos laborales 
de todos sus trabajadores con una sola 
entidad administradora de riesgos labo-
rales, sin perjuicio de las facultades que 
tendrán estas entidades administradoras 
para subcontratar con otras entidades 
cuando ello sea necesario.
 ■ Toda ampliación de cobertura tendrá 
estudio técnico y financiero previo que 
garantice la sostenibilidad financiera del 
Sistema de Riesgos Laborales.
De acuerdo a la Ley 100 de 1993, en su Ar-
tículo 279 establece que el Sistema aplica 
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para las todas las empresas del territorio na-
cional, a trabajadores, contratistas, subcon-
tratistas del sector privado y púbico.
La selección de la entidad aseguradora está 
en potestad del empleador y el Sistema no 
permite la multiafiliación, de acuerdo al artí-
culo 21 de la Ley 776 de 2002 y el parágrafo 
del artículo 2 de la Ley 828 de 2003, en estos 
casos se considera que la afiliación vigente 
será la última entidad administradora a la 
que el trabajador se vinculó y su empleador 
pagó la cotización.
La cotización al Sistema de Riesgos Labora-
les se determina de acuerdo a la actividad 
económica de la empresa, el indicador de 
variación del índice de lesiones incapacitan-
tes, de la siniestralidad de la empresa y el 
cumplimiento histórico de las políticas del 
Programa de salud ocupacional (hoy Siste-
ma de Gestión de la Seguridad y Salud en el 
Trabajo SG-SST).
La clasificación de las cotizaciones y del ries-
gos contemplan cinco clases, donde uno (I) 
es un riesgo mínimo  y  cinco (V) es un ries-
go máximo. Las actividades de alto riesgo 
incluyen las clases cuatro (IV)  y  cinco (V), 
de acuerdo al Decreto - Ley 1295 de 1994.
Las entidades Administradoras de Riesgos 
Laborales  son las entidades del Sistema 
que afilian, recaudan las cotizaciones, efec-
túan los cobros, garantizan la prestación de 
servicios de salud, realizan actividades (de 
promoción – prevención, programas de me-
dicina laboral, higiene, seguridad industrial, 
seguridad y salud en el trabajo y fomentan 
estilos de vida saludable) a los trabajadores 
independientes, suministran asesoría técni-
ca a las empresas afiliadas y adelantan las 
acciones de cobro pertinentes en caso de 
constituirse la mora.
Los trabajadores independientes que reali-
cen actividades clase cuatro (IV)  y  cinco (V), 
su cotización debe asumirla el contratante; 
si la actividad que cumple es de clases uno 
(I), dos (II) o tres (III) la cotización la  asume el 
prestador independiente de servicios.
Recuerde que: el Sistema de Seguridad 
Social Integral se fundamenta en un eje pri-
vado de atención, es servicio público obli-
gatorio, los particulares prestan el servicio y 
las entidades estatales establecen las políti-
cas y procedimientos inclusive, son quienes 
ejecutan la vigilancia y control.
Decreto Ley 1295 de 1994
Determina la Organización y Admi-
nistración del Sistema General de 
Riesgos Profesionales (Hoy Riesgos 
Laborales)
Generalidades
El Sistema General de Riesgos Profesionales 
(Hoy Riesgos Laborales) promueve activida-
des de promoción y prevención destinados 
a mejorar las condiciones de trabajo y salud 
de los trabajadores, define las prestaciones 
asistenciales y económicas derivadas de ac-
cidentes de trabajo o enfermedades profe-
sionales (hoy laborales) que causan un de-
trimento en la salud física o mental y en la 
canasta familiar de la población trabajadora.
Prestaciones asistenciales
Cuando un trabajador sufra un accidente de 
trabajo o enfermedad profesional (hoy la-
boral) tiene derecho a:
 ■ Asistencia médica, quirúrgica y hospita-
laria.
 ■ Servicio odontológico.
 ■ Suministro de medicamentos.
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 ■ Apoyo de medios diagnósticos.
 ■ Prótesis y ortesis.
 ■ Servicio de rehabilitación.
 ■ Gastos de traslado.
Prestaciones económicas 
Cuando un trabajador sufra un accidente de 
trabajo o enfermedad profesional (hoy la-
boral) tiene derecho a:
 ■ Subsidio por incapacidad temporal.
 ■ Indemnización por incapacidad perma-
nente parcial.
 ■ Pensión de invalidez.
 ■ Pensión de sobrevivencia.
 ■ Auxilio funerario.
Definiciones 
Las definiciones se encuentran consigna-
das dentro de los artículos ocho (8) al doce 
(12), al respecto se ha pronunciado la Cor-
te Constitucional con Sentencias C-858 de 
2006 y C-1155 de 2008.
Afiliaciones 
Define que en forma obligatoria deben afi-
liarse:
 ■ Trabajadores dependientes nacionales o 
extranjeros con contrato de trabajo o ser-
vidores públicos.
 ■ Jubilados o pensionados (excepto por in-
validez) con contrato de trabajo o servi-
dores públicos.
 ■ Estudiantes vinculados que realicen fun-
ciones que generen ingresos para la em-
presa contratante.
Define que en forma voluntaria deben afi-
liarse:
 ■ Trabajadores independientes. Es per-
tinente aclarar que el Decreto 2800  de 
2003 reglamentó este punto, tal y en par-
te fue declarado inexequible por la Corte 
Constitucional con sentencia C-858 de 
2006. 
Cotizaciones 
Como se mencionó anteriormente, las coti-
zaciones son asumidas completamente por 
el empleador, por cuanto son los dueños de 
los generadores del riesgo. 
En cuanto al monto, se definió que van en-
tre 0.348%  hasta 8.7% de la base de coti-
zación de los trabajadores, dependiente del 
nivel de riesgo.
La ley en su momento estableció que en 
caso de no pagar dos o más afiliaciones, 
implicaba la desafiliación automática, que-
dando en caso de accidente de trabajo o 
enfermedad profesional (Hoy Laboral) bajo 
la responsabilidad del empleador los gas-
tos de éstos generen; sin embargo, la Corte 
Constitucional con sentencia C-250 de 2004 
lo declaró inexequible.
Obligaciones del empleador
 ■ Pagar la totalidad de las cotizaciones de 
sus trabajadores y trasladarlos a tiempo 
al Sistema.
 ■ Procurar el cuidado integral de sus traba-
jadores y del medio ambiente.
 ■ Programar, financiar y ejecutar el Progra-
ma de Salud Ocupacional (hoy Sistema 
de Gestión de la Seguridad y Salud en el 
Trabajo SG-SST).
 ■ Registrar ante el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social el COPASO de la empre-
sa (Obligación derogada).
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 ■ Mantener actualizada a la A.R.P. de las no-
vedades laborales de los trabajadores.
Obligaciones del trabajador
 ■ Procurar el cuidado integral de  salud.
 ■ Aportar datos veraces sobre su estado de 
salud.
 ■ Participar en las actividades del Progra-
ma de Salud Ocupacional (hoy Sistema 
de Gestión de la Seguridad y Salud en el 
Trabajo SG-SST).
Prestaciones económicas por incapaci-
dad temporal
En este punto la Corte Constitucional con 
sentencia C-452 de 2002 declaró inexequi-
ble la parte de las prestaciones económicas 
por considerar que hubo en este Decreto ley 
una modificación del monto de éstas para lo 
cual no había facultad del Gobierno Nacio-
nal para actuar. Por lo anteriormente citado, 
sólo se revisarán algunas definiciones.
La incapacidad temporal de acuerdo al Ar-
tículo 36 es: “aquella que según el cuadro 
agudo de la enfermedad que presente el 
afiliado al sistema general de riesgos pro-
fesionales (hoy riesgos laborales), le impide 
desempeñar su capacidad laboral por un 
tiempo determinado”.
La incapacidad permanente parcial de 
acuerdo al Artículo 40 es: “cuando el afiliado 
al Sistema general de riesgos profesionales 
(hoy riesgos laborales), como consecuencia 
de un accidente de trabajo o de una enfer-
medad profesional (hoy laboral), sufre una 
disminución parcial, pero definitiva, en al-
guna o algunas de sus facultades para rea-
lizar su trabajo habitual”. Cuando el traba-
jador presenta una disminución definitiva 
igual o superior al 5% pero inferior al 50% 
de su capacidad laboral.
La invalidez definida en el Artículo 46 esta-
blece que: “se considera inválida la persona 
que por causa de origen profesional (hoy la-
boral), no provocada intencionalmente, hu-
biese perdido el 50% o más de su capacidad 
labora”.
Prevención y promoción en riesgos  
profesionales (hoy riesgos laborales)
El quehacer preventivo en el ambiente la-
boral es responsabilidad del empleador, así 
como el control de los riesgos en los pues-
tos de trabajo, siempre con la aquiescencia 
del trabajador y el apoyo continuo y eficaz 
de la Administradora de Riesgos Profesio-
nales A.R.P. Hoy Administradora de Riesgos 
Laborales A.R.L
El Estado, como ya se ha mencionado ante-
riormente, es el encargado de la orientación, 
vigilancia y control del Sistema. El Ministerio 
de Trabajo, a través de la Dirección Técnica 
de Riesgos Laborales, supervisa y fiscaliza la 
prevención en riesgos en las empresas.
Comité paritario de salud de las empresas
A partir de la vigencia de este Decreto – Ley, 
el Comité Paritario de medicina, higiene y 
seguridad industrial se denominó Comité 
Paritario de Salud Ocupacional COPASO; sin 
embargo, aunque hubo cambio de nombre, 
se continuó rigiendo por la Resolución 2013 
de 1983, excepto, porque se aumentó el pe-
riodo de los miembros a dos años y se exigió 
al empleador asignar al menos cuatro horas 
semanales, dentro de la jornada laboral nor-
mal, a cada miembro, para ser destinadas a 
cumplir las funciones propias del Comité.
Fondo de riesgos profesionales (hoy 
riesgos laborales)
Con este Decreto – ley se creó el Fondo de 
riesgos profesionales (hoy riesgos labora-
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les), como una cuenta especial de la nación, manejada a través de una fiducia, sin personería 
jurídica y adscrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. La administración de estos 
recursos fue reglamentada a través del Decreto 1833 de 1994.
Sus recursos provienen de las multas definidas en este Decreto – Ley, de un porcentaje de las 
cotizaciones de los empleadores (1%), recursos de entidades territoriales y del presupuesto 
nacional.
Las prestaciones económi-
cas que se tiene son:  ■ Cuando un trabajador sufra un accidente de trabajo o en-fermedad profesional (hoy laboral) tiene derecho a:
 ■ Subsidio por incapacidad temporal.
 ■ Indemnización por incapacidad permanente o parcial.
 ■ Pensión de invalidez.
 ■ Pensión de sobrevivencia.
 ■ Auxilio funerario.
Ley 361 de 1997
Por la cual se establecen meca-
nismos de integración social de la 
personas con limitación y se dictan 
otras disposiciones
Generalidades
Esta ley se inspira en la Constitución Políti-
ca de Colombia y su artículo 13 (todas las 
personas nacen libres e iguales ante la ley 
y recibirán la misma protección y trato de 
las autoridades y gozarán de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades, sin 
discriminación alguna…), artículo 47 (El Es-
tado adelantará una política de previsión, 
rehabilitación e integración social para los 
disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos 
a quienes se prestará la atención  especiali-
zada que requieran), artículo 54 (…el Esta-
do debe propiciar la ubicación laboral de las 
personas en edad de trabajar y garantizar 
a los minusválidos el derecho a un trabajo 
acorde  con sus condiciones de salud) y artí-
culo 68 (los particulares podrán fundar esta-
blecimientos educativos…).
Promueve los derechos fundamentales, 
económicos, sociales y culturales de las per-
sonas con limitaciones para que se logre la 
integración social y su realización personal. 
Busca proteger los derechos de las personas 
con limitaciones severas y profundas para 
que se les preste protección y asistencia.
Esta ley estima que:
 ■ Las personas con limitaciones deben 
aparecer calificados como tal y su seve-
ridad en la afiliación al Sistema de Segu-
ridad Social.
 ■ Las Entidades Promotoras de Salud de-
ben incluir en el POS acciones encamina-
das a detección temprana y la interven-
ción oportuna de la limitación.
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 ■ Las Administradoras de Riesgos Labora-
les deben incluir en el Sistema de Gestión 
de la Seguridad y la Salud en el Trabajo 
(antes programa de salud ocupacional) 
actividades de prevención y promoción.
 ■ Las instituciones de educación públicas y 
privadas que tengan por objeto la forma-
ción de profesionales en las áreas de edu-
cación o salud, profesionales en trabajo 
social, psicología, arquitectura, ingenie-
ría, o cualquier otra profesión que pue-
da tener injerencia en el tema, deberán 
incluir en sus currículos temas referentes 
a la atención y prevención de las enfer-
medades y demás causas de limitación y 
minusvalías.
 ■ Las instituciones de Educación Pública 
garantizarán el acceso a la educación y 
la capacitación en los niveles básico, téc-
nico y profesional para las personas con 
limitación.
 ■ Las entidades como el Ministerio de Edu-
cación Nacional y el ICFES establecerán 
los mecanismos especiales para que las 
personas con limitaciones físicas y sen-
soriales puedan presentar los exámenes 
de estado y el ICETEX, facilitará el acceso 
a créditos educativos y becas a quienes 
llenen los requisitos definidos en la con-
vocatoria.
 ■ Los Ministerios de Trabajo, de Salud y de 
Educación deberán establecer los progra-
mas de atención para que las personas 
con limitaciones cuenten con   servicios 
de rehabilitación integral y profesional, 
de readaptación funcional para promo-
ver en ellos el autocuidado y mejorar su 
calidad de vida. Estos programas son adi-
cionales a los servicios que debe brindar 
el POS.
 ■ El Gobierno nacional dentro de la política 
nacional de empleo deberá adoptar me-
didas dirigidas a la creación y el fomento 
de fuentes de trabajo para las personas 
con limitación.
 ■ Los empleadores que vinculen laboral-
mente a personas con limitación goza-
rán de garantías como preferencias en 
los procesos de licitación, adjudicación y 
celebración de contratos, si cuentan con 
un mínimo del 10% de trabajadores dis-
capacitados con contratos de trabajo con 
un año de antigüedad y con posibilidad 
de permanecer por un lapso igual  y pre-
lación en créditos subvencionados por 
organismos estatales.
 ■ La limitación de una persona no podrá ser 
motivo para obstaculizar una vinculación 
laboral, a menos que esa limitación sea 
claramente demostrada como incompa-
tible para poder desempeñar el cargo.
 ■ Ningún trabajador limitado podrá ser 
despedido argumentando su limitación, 
salvo que medie autorización de la ofici-
na de Trabajo.
 ■ Si se despide, el trabajador tendrán de-
recho a una indemnización equivalente a 
ciento ochenta días del salario adiciona-
les a las demás prestaciones e indemni-
zaciones a que hubiere lugar de acuerdo 
con el Código Sustantivo del Trabajo
 ■ Los empleadores que contraten trabaja-
dores con limitación no inferior al 25% 
comprobada al presentar la declaración 
de renta y complementario, tienen dere-
cho a deducir del impuesto el 200% del 
valor de los salarios y prestaciones socia-
les pagados durante el año o período gra-
vable a los trabajadores con limitación.
 ■ La cuota de aprendices que el empleador 
está obligado a contratar se disminui-
rá en un 50%, si  contrata personas con 
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discapacidad comprobada no inferior al 
25%.
 ■ Se debe suprimir y evitar toda clase de 
barreras físicas en el diseño y ejecución 
de las vías, espacios públicos y edificacio-
nes.
 ■ En las edificaciones de varios niveles que 
no cuenten con ascensor, existirán ram-
pas con seguridad adecuadas, si la cons-
trucción ofrece peligro para las personas 
con limitación, deberá estar provista de 
la protección y de señalización.
 ■ El servicio de transporte laboral o públi-
co debe contar con espacios para las per-
sonas con limitaciones, de preferencia las 
primeras sillas.
 ■ El lenguaje utilizado por personas sordas, 
es un medio válido de manifestación de 
la voluntad y será reconocido como tal 
por todas las autoridades públicas y pri-
vadas.
Ley 776 de 2002 
Organización, administración y 
prestaciones del sistema general 
de riesgos profesionales (hoy ries-
gos laborales)
Generalidades 
Esta norma emitida por el Legislador entró 
en vigencia el diecisiete (17) de diciembre 
de 2002. 
La Ley define que todo afiliado al Sistema 
General de Riesgos Profesionales (Hoy Ries-
gos Laborales) que sufra un accidente de 
trabajo o una enfermedad definida como 
de origen laboral y como consecuencia de 
esta eventualidad se incapacite, se invalide 
o muera, tendrá derecho a los servicios asis-
tenciales y a las prestaciones económicas 
mencionadas en el Decreto - Ley 1295  de 
1994 y la Ley 776 de 2002.
Prestaciones económicas
Cuando se trata de una enfermedad defini-
da como de origen laboral, la Administrado-
ra de Riesgos Profesionales (Hoy Riesgos La-
borales), que asume las prestaciones podrá 
repetir contra las otras Administradoras de 
Riesgos Profesionales (Hoy Riesgos Labora-
les), a las que el trabajador estuvo afiliado 
durante el tiempo de exposición al riesgo 
para que los pagos sean proporcionales o 
contra su empleador si no estuvo afiliado. 
Estos recobros no podrán ser trasladados al 
trabajador ni ser argumento para la nega-
ción del reconocimiento económico.
Si se trata de una incapacidad temporal, el 
trabajador recibirá un subsidio equivalente 
al cien por ciento (100%) de su salario base 
de cotización, se calcula a partir del día del 
evento hasta el día que se complete su re-
habilitación o se declare la incapacidad 
permanente parcial o invalidez o sobreven-
ga la muerte. Se reconoce hasta por ciento 
ochenta (180) días  prorrogables hasta por 
ciento ochenta (180) días continuos adicio-
nales. Terminado este periodo sin que se 
restablezca su salud se debe iniciar el pro-
cedimiento para determinar la incapacidad 
permanente parcial o invalidez. Hasta que 
no se defina la calificación, la Administra-
dora de Riesgos Profesionales (Hoy Riesgos 
Laborales) debe continuar cancelando el 
subsidio.
Si se trata de una incapacidad permanente 
parcial el trabajador tendrá derecho a una 
indemnización, debe responder por ella la 
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Administradora de Riesgos Profesionales 
(Hoy Riesgos Laborales) y la Ley la estable-
ce entre dos (2) salarios base de liquidación 
hasta veinticuatro (24) salarios base de li-
quidación.
En casos de invalidez, el Sistema General de 
Riesgos Profesionales (Hoy Riesgos Labora-
les) le reconocerá una pensión de invalidez 
al trabajador y tendrá derecho a ésta desde 
el mismo día de la calificación. Es  equiva-
lente al sesenta por ciento (60%) del ingreso 
base de liquidación, si la invalidez es supe-
rior al cincuenta por ciento (50%) e inferior 
al sesenta y seis por ciento (66%); si la inva-
lidez es superior al sesenta y seis por ciento 
(66%) se le reconocerá una pensión equiva-
lente al setenta y cinco  por ciento (75%) del 
ingreso base de liquidación.
La ley estipula que no hay posibilidad de 
cobrar simultáneamente una incapacidad 
temporal y una pensión de invalidez, tam-
bién opera esta prohibición para  el cobro 
simultáneo de una pensión por vejez y una 
pensión de invalidez.
Por pensión de sobrevivencia se reconoce 
(a los beneficiarios) por muerte del afiliado 
el setenta y cinco  por ciento (75%) del sa-
lario base de liquidación y por muerte del 
pensionado por invalidez el cien por ciento 
(100%) de la pensión que venía recibiendo 
mensualmente.
Por concepto de auxilio funerario se recono-
cerá a la persona que demuestre haber asu-
mido los gastos de las exequias y el entierro, 
esta suma será asumida por la Administra-
dora de Riesgos Profesionales (Hoy Riesgos 
Laborales).
Prescripción de las prestaciones econó-
micas
Las mesadas pensiones prescriben a los tres 
(3) años y las demás prestaciones prescri-
ben en el término de un (1) año.
La prescripción se cuenta a partir del mo-
mento en que se le define el derecho al tra-
bajador.
Circular Unificada No. 4 de 2004 
Instrucciones para la vigilancia, 
control y administración del siste-
ma general de riesgos profesiona-
les (hoy riesgos laborales)
Generalidades 
La circular fue emitida el día veintidós (22) 
de abril de 2004 por la Dirección General 
de Riesgos Profesionales (Hoy Riesgos La-
borales) como destinatarios las entidades 
territoriales, las Administradoras de Riesgos 
Profesionales (Hoy Riesgos Laborales) y los 
empleadores del sector público y privado.
Instrucciones para los empleadores
 ■ Las actividades de mercadeo por parte 
de las administradoras de riesgos pro-
fesionales (hoy riesgos laborales), no se 
pueden fundamentar en promesas de re-
clasificar a los empleadores, únicamente 
en servicios de promoción, prevención y 
complementarios.
 ■ Los dineros del Sistema no se pueden uti-
lizar para fines diferentes a los ya estable-
cidos por ser dineros públicos.
 ■ Es obligación del empleador practicar 
examen médico de ingreso, examen mé-
dico ocupacional anual y el examen mé-
dico de retiro a sus trabajadores.
 ■ Las administradoras de riesgos profesio-
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nales (hoy riesgos laborales) deben pres-
tar asesoría a las empresas afiliadas.
 ■ El empleador tiene derecho a cambiar de 
Administradora de Riesgos Profesionales 
(Hoy Riesgos Laborales) de acuerdo a los 
plazos definidos por el Decreto 1772 de 
1994.
 ■ El empleador debe proveer a sus traba-
jadores de los elementos de protección 
adecuados para su labor y podrá solicitar 
asesoría a su Administradora de Riesgos 
Profesionales A.R.P. (Hoy Riesgos Labora-
les A.R.L.).
Instrucciones para las administradoras 
de riesgos profesionales (hoy adminis-
tradoras riesgos laborales)
 ■ Deben presentar informes mensuales 
sobre pago de cotizaciones y pago de 
aportes al Fondo de riesgos profesiona-
les (hoy riesgos laborales),
 ■ Deben carnetizar a sus afiliados, el carnet 
debe contener datos como, datos de la 
administradora de riesgos profesionales 
(hoy riesgos laborales), datos del afiliado, 
datos de la empresa, y el número de telé-
fono de la central de atención al usuario.
 ■ Junto con el empleador deben divulgar 
las políticas de salud ocupacional (hoy 
seguridad y salud en el trabajo) de la em-
presa y los derechos y deberes de los tra-
bajadores.
 ■ Deben presentar las tasas de accidentali-
dad esperadas para el año siguiente y las 
del año que se termina a la Dirección ge-
neral de riesgos profesionales (hoy ries-
gos laborales).
 ■ Deben elaborar guías técnicas de acuer-
do a los riesgos por sector económico de 
las empresas afiliadas.
 ■ Deben asesorar a los empleadores para 
que elaboren y ejecuten programas de 
salud ocupacional y actividades de higie-
ne y seguridad industrial que permitan 
un ambiente laboral seguro.
 ■ No pueden rechazar afiliaciones de em-
presas pequeñas y de empleadores de 
servicio doméstico. 
 ■ Deben controlar la evasión y la elusión 
de los aportes al sistema.
 ■ Deben ejecutar acciones previstas en la 
Ley para empleadores que se encuentren 
en mora, con el apoyo del área de cartera.
 ■ No deben asumir las obligaciones del 
empleador en materia de seguridad ni 
darles cuotas de retorno en dinero, bie-
nes o servicios  fuera de los objetivos de 
la salud ocupacional (hoy  seguridad y sa-
lud en el trabajo).
 ■ No pueden suministrar personal para 
que cumpla las obligaciones del emplea-
dor en materia de la salud ocupacional 
(hoy  seguridad y salud en el trabajo).
 ■ Deben vigilar y controlar las actividades 
en materia de la salud ocupacional de sus 
empresas afiliadas.
 ■ Deben asesorar a sus empresas afiliadas 
para que organicen y capaciten su bri-
gada de emergencia, para que tengan 
planes de Emergencia y cuenten con un 
Programa de simulacros de evacuación 
acordes a los riesgos de su actividad eco-
nómica. 
Resolución 156 de 2005 
Se adoptan los formatos de infor-
me de accidente de trabajo y de 
enfermedad profesional (hoy labo-
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ral) y se dictan otras disposiciones
Generalidades
Esta Resolución fue emitida por el Ministe-
rio de la Protección Social con vigencia des-
de el veintisiete (27)  de febrero de 2005.
El Estado dando cumplimiento al Convenio 
No 160 de la Organización Internacional del 
Trabajo (O.I.T.) se obliga a presentar informes 
estadísticos sobre la accidentalidad y enfer-
medades profesionales (hoy laborales).
Estos datos son obtenidos del empleador  y 
reportados a las Administradoras de Ries-
gos Profesionales (Hoy Riesgos Laborales) 
y a las Entidades Promotoras de Salud. Los 
informes deben ser diligenciados en los for-
matos respectivos dentro de los dos (2) días 
hábiles siguientes a la ocurrencia del acci-
dente de trabajo o del diagnóstico de la en-
fermedad profesional (hoy laboral).
Si el formato no se diligencia totalmente, el 
empleador cuenta con dos (2) días hábiles 
siguientes al recibo de la solicitud para com-
pletarlo.
Si no se cumple con los términos previstos, 
la entidad de Seguridad Social debe dar avi-
so a la entidad territorial del Ministerio de 
la Protección Social para que se inicie la in-
vestigación del caso. Si no existe el reporte 
se tendrá como tal, el informe que el traba-
jador realice.
El formato diligenciado totalmente sirve 
para dar aviso a la Administradora de ries-
gos profesionales (hoy riesgos laborales) y 
a la Entidad Promotora de Salud (EPS) del 
evento, para  iniciar la investigación, para 
determinar el origen de la enfermedad, para 
determinar las causas y para tomar las medi-
das correctivas necesarias. Por otra parte, es 
necesario para reportar estadísticas de acci-
dentalidad dela empresa.
No obstante, si el formato diligenciado no 
existe, la Administradora de riesgos profe-
sionales (hoy riesgos laborales) o la Entidad 
Promotora de Salud no pueden negar las 
prestaciones asistenciales ni económicas al 
trabajador lesionado.
Los formatos podrán estar prediseñados por 
la Administradora de riesgos profesionales 
(hoy riesgos laborales) y deben contener el 
instructivo de diligenciamiento.
Resolución 2346 de 2007 
Regula la práctica de evaluaciones 
médicas, el manejo y contenido de 
las historias clínicas ocupacionales
Generalidades 
Resolución emitida por el Ministerio  de la 
Protección Social y vigente desde once (11) 
de julio de 2007.
El Programa de Salud Ocupacional (hoy Sis-
tema de Gestión de la Seguridad y la Salud 
en el Trabajo), de acuerdo al Decreto 614 de 
1984, es responsabilidad de los empleado-
res. El subprograma de medicina preventiva 
y del trabajo contempla la realización de las 
evaluaciones médicas ocupacionales como 
una actividad que arroja información sobre 
la condición de salud de los trabajadores, 
estas evaluaciones periódicas, de ingreso y 
de retiro y los exámenes paraclínicos com-
plementarios deben ser partes integrantes 
de las historias clínicas ocupacionales.
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Las evaluaciones deben estar firmadas por 
el trabajador y por el médico que las realiza, 
se debe incluir el número de registro médi-
co, el número de la licencia en Salud Ocupa-
cional (Hoy  Seguridad y Salud en el Trabajo) 
e indicar el tipo de evaluación practicada. 
Estas valoraciones y los exámenes paraclí-
nicos complementarios no pueden generar 
costos ni para el aspirante ni para el traba-
jador.
Evaluaciones médicas ocupacionales de 
ingreso
Es el examen médico que se le realiza al as-
pirante para reconocer su condición médica 
(física, mental y social) previa y así,  determi-
nar su aptitud frente al perfil del cargo, las 
tareas a cumplir y los riegos a los que estaría 
expuesto.
La información de la historia clínica del aspi-
rante conserva la reserva legal; sin embargo, 
el empleador debe tener acceso a las reco-
mendaciones y restricciones médicas deri-
vadas de la evaluación.
Evaluaciones médicas ocupacionales 
periódicas programadas
Se realizan para determinar las condiciones 
de salud de los trabajadores a lo largo de su 
permanencia en la empresa, se reconocen 
las enfermedades de origen común, se hace 
seguimiento a su  situación en salud de 
acuerdo a los riesgos a los que está expues-
to y se emiten las recomendaciones perti-
nentes. La información obtenida debe estar 
integrada al Programa de vigilancia epide-
miológica de la empresa y su periodicidad 
se define en relación a la clase  y al grado de 
exposición a riesgos del trabajador.
Evaluaciones médicas ocupacionales por 
cambio de ocupación
Se le realiza al trabajador cuando cambia su 
actividad laboral, con el fin de determinar 
su estado de salud actual, por cuanto gene-
ralmente implica nuevos riesgos, nuevo en-
torno laboral y nuevas funciones. 
Evaluaciones médicas ocupacionales de 
egreso
Se le practica al trabajador cuando se  retira 
de la empresa para determinar el estado de 
salud en el momento del egreso. Si se en-
cuentra que el colaborador tiene en curso 
una enfermedad de posible origen profe-
sional (Hoy laboral), es necesario dar aviso a 
la Administradoras de Riesgos Profesionales 
A.R.P. (Hoy Laborales A.R.L.) para que se ini-
cie el estudio de  origen de la enfermedad.
Evaluaciones médicas ocupacionales 
específicas según factores de riesgo
El empleador debe realizar evaluaciones a 
los trabajadores cuando las condiciones de 
exposición a factores de riesgo y ambiente 
laboral lo requieran.
Historia clínica ocupacional 
Ente documento  es privado, confidencial 
y sometido a reserva, se le debe incluir en 
forma cronológica no sólo  las evaluaciones 
médicas ocupacionales, sino las mediciones 
ambientales, los exámenes complementa-
rios y los procedimientos que los profesio-
nales de salud le hayan practicado durante 
la vida laboral del trabajador en la empresa.
La reserva de la historia clínica sólo se levan-
ta en caso de:
 ■ Orden judicial.
 ■ Autorización escrita del mismo trabaja-
dor para fines médicos.
 ■ Solicitud del médico ocupacional de la 
empresa  para realizar un seguimiento de 
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la condición médica del trabajador, pre-
vio consentimiento de él.
 ■ Trámite de estudio de origen de la enfer-
medad, previo consentimiento del traba-
jador.
La guarda y custodia de la historia clínica 
está a cargo de la Entidad Promotora de Sa-
lud a la que está afiliado el trabajador y debe 
estar inserta en su historia clínica general.
Recuerde que: las evaluaciones médicas 
ocupacionales y los exámenes paraclínicos 
complementarios están a cargo del em-
pleador (su organización y financiación), no 
puede generar costos ni para el aspirante, 
ni para el trabajador.
Resolución 1401 de 2007
Por la cual se reglamenta la inves-
tigación de incidentes y accidentes 
de trabajo
Generalidades 
Resolución emitida por el Ministerio  de la 
Protección Social y vigente desde catorce 
(14) de mayo de 2007.
La Comisión para el Desarrollo de Normas 
Técnicas de Protección de la Salud estable-
ció como prioridad dar orientaciones claras 
a empleadores y Administradoras de Ries-
gos Profesionales (Hoy Riesgos Laborales) 
sobre la investigación de incidentes y acci-
dentes de trabajo con el objetivo de identi-
ficar las causas y controlarlas, prevenir nue-
vos eventos y mejorar el ambiente laboral, 
llevar información estadística actualizada.
Esta norma define en el Artículo 3 el acci-
dente grave como: 
“Aquel que trae como consecuencia am-
putación de cualquier segmento corporal; 
fractura de huesos largos (fémur, tibia, pe-
roné, húmero, radio y cúbito); trauma cra-
neoencefálico; quemaduras de segundo 
y tercer grado; lesiones severas de mano, 
tales como aplastamiento o quemaduras; 
lesiones severas de columna vertebral con 
compromiso de médula espinal; lesiones 
oculares que comprometan la agudeza o el 
campo visual o lesiones que comprometan 
la capacidad auditiva”. (p.3).
La investigación de incidentes  y acciden-
tes de trabajo debe realizarse dentro de los 
quince (15) días siguientes a la ocurrencia 
del evento, dentro del equipo investigador 
está incluido los miembros del COPASO.
El informe de la investigación de incidentes 
o accidentes de trabajo debe enviarse con 
firma del Representante Legal de la empre-
sa a la  Administradora de riesgos profesio-
nales (hoy riesgos laborales) a la que se en-
cuentra afiliado el trabajador lesionado.
Obligaciones de las Administradoras de 
riesgos profesionales  (hoy administra-
doras riesgos laborales)
 ■ Asesorar a los empleadores sobre meca-
nismos para realizar investigación de in-
cidentes o accidentes de trabajo.
 ■ Crear formatos para investigación de 
incidentes o accidentes de trabajo, los 
cuales deben estar autorizados por la Di-
rección General de Riesgos Profesionales 
(hoy riesgos laborales) del Ministerio de 
la Protección Social.
 ■ Brindar capacitaciones a los represen-
tantes de los empleadores, personal del 
área de salud ocupacional (hoy  segu-
ridad y salud en el trabajo) y miembros 
del  COPASO sobre el procedimiento para 
realizar una investigación de incidentes o 
accidentes de trabajo.
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 ■ Participar en la investigación de inciden-
tes o accidentes de trabajo si es necesa-
rio.
 ■ Emitir concepto técnico de investigacio-
nes.
 ■ Hacer seguimiento al cumplimiento de 
medidas correctivas implementadas pos-
teriores a la investigación.
 ■ Elaborar informes semestrales sobre me-
didas implementadas, medidas no toma-
das y medidas insuficientes que se hayan 
implementadas posteriores a la investi-
gación.
Equipo investigador
Debe estar conformado por:
 ■ El jefe inmediato del trabajador lesionado.
 ■ Un miembro del COPASO.
 ■ El jefe del área de salud ocupacional (hoy 
seguridad y salud en el trabajo).
Si el trabajador murió como consecuencia 
del accidente de trabajo debe participar 
adicionalmente un profesional con licencia 
de salud ocupacional (hoy seguridad y sa-
lud en el trabajo).
Informe del incidente o accidente de 
trabajo
El documento debe contener una descrip-
ción clara y detallada del evento, el resul-
tado de las inspecciones realizadas a má-
quinas o áreas laborales, los testimonios 
recolectados, las partes corporales afecta-
das, el tipo de lesiones recibidas, el agen-
te y el mecanismo causantes, el análisis de 
las posibles causas mediatas e inmediatas 
intervinientes, los actos inseguros detecta-
dos, las condiciones inseguras detectadas, 
las conclusiones, las medidas correctivas 
(en el medio, la fuente y en el trabajador) 
que se implementaran con el respectivo res-
ponsable y toda la información  o pruebas 
documentales que se consideren necesarias 
para dar claridad a lo sucedido.
Recuerde que: la investigación de inciden-
tes y accidentes de trabajo debe realizarse 
dentro de los quince (15) días siguientes a 
la ocurrencia del evento. En el equipo inves-
tigador está incluidos el jefe inmediato del 
trabajador lesionado, un miembro del CO-
PASO, el jefe del área de salud ocupacional 
(hoy seguridad y salud en el trabajo). Si el 
trabajador murió como consecuencia del 
accidente de trabajo debe participar adicio-
nalmente un profesional con licencia de sa-
lud ocupacional (hoy seguridad y salud en 
el trabajo).
Psicosocial en el trabajo y para la 
determinación del origen de las 
patologías causadas por el estrés 
laboral
Generalidades
Esta norma busca definir las responsabilida-
des en cuanto a la identificación e interven-
ción a los factores de riesgo psicosocial en 
el ambiente laboral.
El artículo 2 define el ámbito de aplicación, 
el cual se explica en el cuadro siguiente:
Esta norma en el artículo 3 se incluyen defi-
niciones como:
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Ámbito de aplicación
Empleadores públicos y privados
Trabajadores dependientes e  
independientes
Contratantes de personal bajo cual-
quier modalidad de trabajo
Administrador en riesgos laborales
Personal no uniformado de la policía 
nacional
Personal civil de las fuerzas militares
Esta Resolución estima que los factores psicosociales personales comprenden los aspectos 
Trabajo: toda actividad humana remunerada o no, dedicada a la producción, comercialización, 
transformación, venta o distribución de bienes o servicios y/o conocimientos, que una persona 
ejecuta en forma independiente o al servicio de otra persona natural o jurídica.
Riesgo: probabilidad de ocurrencia de una enfermedad, lesión o daño en un grupo dado.
Factor de riesgo: posible causa o condición que puede ser responsable de la enfermedad lesión o 
daño.
Factor de riesgo psicosocial: condiciones de trabajo que promueven la salud y el bienestar del 
trabajador.
Condiciones de trabajo: todos los aspectos intralaborales, extralaborales e individuales que están 
presentes al realizar una labor encaminada  a la producción de bienes, servicios y/o conocimientos.
Estrés: respuesta de un trabajador tanto a nivel fisiológico, psicológico como conductual en su in-
tento de adaptarse a las demandas resultantes de la interacción de sus condiciones   de sus condi-
ciones individuales, intralaborales y extralaborales.
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intralaborales, los extralaborales o externos 
a la empresa o institución  y también las 
condiciones individuales o características 
propias del trabajador, los cuales influyen 
en la salud y el desempeño de las personas. 
Los factores psicosociales intralaborales 
comprenden los factores de riesgo y los fac-
tores que protegen el estado de salud de la 
población trabajadora.
Define la norma que los empleadores deben 
identificar los factores característicos y pro-
pios de la gestión organizacional (cómo se 
organiza la actividad laboral, las formas en 
que se llevan a cabo las tareas, el ambiente 
de trabajo durante la jornada laboral, la car-
ga física y mental, la jornada de trabajo y los 
programas de bienestar y de entrenamiento 
de la empresa) para reconocer el grado de 
influencia del entorno laboral en sus cola-
boradores, así como los factores psicosocia-
les extralaborales que pueden perturbarlos.
Toda la información recopilada, se convierte 
en el pilar para la construcción del análisis 
epidemiológico de la empresa, herramien-
ta que contribuye al reconocimiento de 
los perfiles de riesgo y de protección en las 
áreas de trabajo.
La norma estipula que la información utili-
zada para la evaluación de los factores psi-
cosociales de la empresa está sometida a 
reserva, conforme lo establecido por la Ley 
1090 de 2006, y en consecuencia, los eva-
luadores deben certificar por escrito la obli-
gación de usar la información recolectada, 
única y exclusivamente para estructurar 
parte del Programa de salud ocupacional 
(hoy, Sistema de Gestión de la Seguridad y 
Salud en el Trabajo).
Una vez se identifican los factores de riesgo 
psicosocial en el trabajo, se debe proceder 
a su recopilación y análisis  para establecer 
la carga física, mental y psíquica asociada 
a estos factores y así, identificar los meca-
nismos de intervención a corto, mediano o 
largo plazo en la empresa y definir los pro-
gramas para su prevención. La información 
debe actualizar anualmente, discriminando 
número de trabajadores, cargos, género y 
edad. Estos datos deben estar a disposición 
del Ministerio de Trabajo y de las administra-
doras de riesgos laborales para la vigilancia, 
seguimiento,  asesoría y asistencia técnica 
sobre los factores psicosociales influyentes.
La intervención multidisciplinaria de los fac-
tores psicosociales en el trabajo implica el 
compromiso de la dirección de la empresa 
y  debe contar con la participación activa de 
los trabajadores interesados o afectados. Se 
deben realizar actividades educativas con los 
trabajadores para  intentar modificar actitu-
des o respuestas frente a las situaciones es-
tresantes. Estas actividades deben hacer par-
te de un programa continuo y estructurado 
de seguridad y salud en el trabajo que armo-
nice con el programa de clima organizacio-
nal y la preocupación por modificar las con-
diciones adversas de trabajo. Las reuniones 
de inducción, reinducción, entrenamiento y 
capacitación deben facilitar el conocimiento 
de los factores que afectan la salud y el bien-
estar. Para sucesos agudos, se deben diseñar 
actividades de intervención en crisis.
De acuerdo al artículo 18 de la Resolución 
2646 de 2008, aclara: “Para el diagnóstico 
y calificación del origen de las patologías 
presuntamente causadas por estrés ocupa-
cional se tendrán en cuenta las patologías 
incluidas en la Tabla de Enfermedades Pro-
fesionales”. (p. 13). 
De no estar incluida la patología en las ta-
blas antes referidas, se debe determinar la 
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relación de causalidad entre los factores de 
riesgos psicosociales y la patología diag-
nosticada. Adicionalmente, se podrá acudir 
a pronunciamientos de organismos interna-
cionales como la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT), la Organización Mundial 
de la Salud (OMS), la Organización Paname-
ricana de la Salud (OPS) que documenten 
la relación de causalidad entre la patología 
definida y las condiciones de trabajo de la 
persona.
Resolución 1918 de 2009
Modifica la Resolución 2346 de 
2007 
Generalidades 
Resolución emitida por el Ministerio  de la 
Protección Social y vigente desde el cinco 
(05) de junio de 2009, que modifica los artí-
culos 11 y 17 de la Resolución 2346 de 2007.
El artículo 11 de la Resolución 2346 de 2007, 
quedará así: “El costo de las evaluaciones 
médicas ocupacionales  y de las pruebas o 
valoraciones complementarias  que se re-
quieran, estará a cargo del empleador, en su 
totalidad. En ningún caso pueden ser cobra-
das o solicitadas al aspirante o trabajador”.
El empleador podrá contratar las evalua-
ciones médicas ocupacionales  con pres-
tadores de servicios particulares, los cua-
les deben tener médicos especialistas en 
medicina del  trabajo o salud ocupacional 
con licencia de salud ocupacional vigente. 
También las puede contratar directamente 
con médicos especialistas en medicina del 
trabajo o salud ocupacional con licencia de 
salud ocupacional vigente.
El artículo 17 de la Resolución 2346 de 2007, 
quedará así: 
Para la custodia y entrega de las  evaluacio-
nes médicas ocupacionales  y de las histo-
rias clínicas ocupacionales se aplicarán las 
siguientes reglas: 
1. La custodia de las evaluaciones médi-
cas ocupacionales y de la historia clínica 
ocupacional estará a cargo del presta-
dor de servicios de salud ocupacional 
(hoy  seguridad y salud en el trabajo) 
que la generó en el curso de la aten-
ción, cumpliendo los requisitos y pro-
cedimientos de archivo conforme a las 
normas legales vigentes para la historia 
clínica. En ningún caso, los empleadores 
podrán tener, conservar o anexar copia 
de las evaluaciones médicas ocupacio-
nales y de la historia clínica ocupacional 
a la hoja de vida del trabajador.
2. Los responsables de la custodia podrán 
entregar copia de la historia clínica ocu-
pacional foliada al trabajador, cuando 
este lo solicite.
3. En caso de muerte del paciente, la co-
pia de la historia clínica ocupacional 
será entregada únicamente al cónyuge, 
compañera (o) permanente, hijos y cau-
sahabientes, así como a aquellas per-
sonas autorizadas expresamente por la 
ley.
4. En el evento que los documentos de la 
historia clínica ocupacional se encuen-
tren en diversas instituciones, la entidad 
o persona competente que requiera in-
formación contenida en ellos, podrá so-
licitar copia de los mismos a la entidad 
que los tiene a su cargo, previa autoriza-
ción del paciente.
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5. El responsable de la custodia debe dejar 
constancia del traslado de la copia de la 
historia clínica ocupacional entre enti-
dades, mediante acta o registros de en-
trega y devolución, las cuales deberán ir 
firmadas por los funcionarios responsa-
bles de su custodia. (p.2).
La historia clínica ocupacional se sigue ri-
giendo por las mismas normas que las que 
rigen a la historia clínica general y demás 
que definan el Ministerio de la Protección 
Social.
Las sanciones no se modificarán y se regirán 
por el artículo 91 del Decreto – Ley 1295 de 
1994.
Decreto 2566 de 2009
Adopta la tabla de enfermedades 
profesionales (hoy enfermedades 
laborales)
Generalidades 
Esta norma fue creado por la Presidencia de 
la República y tiene vigencia desde el siete 
(7) de julio de 2009.
Este Decreto adopta cuarenta y dos (42) 
enfermedades como de origen profesional 
(Hoy laboral), el listado resumido es el si-
guiente:
1. Silicosis. Trabajadores en minas, cante-
ras, galerías, tallado  y pulido de rocas 
sílice. Fabricación de vidrio, porcelana, 
ladrillo, arena, esmeril, polvos detergen-
tes.
2. Silicoantracosis. Trabajadores en minas 
de carbón, fogoneros, manipuladores 
de negro de humo.
3. Asbestosis. Trabajadores  con manipula-
ción de asbesto, amianto, 
4. Talcosis. Trabajadores  con manipula-
ción de polvos de talco, industria de 
yeso, papelera y textil. 
5. Siderosis. Pulidores y torneros de hierro.
6. Baritosis. Trabajadores de minas de ba-
rio.
7. Estañosis. Trabajadores de minas de es-
taño.
8. Calicosis. Trabajadores en cemento o 
mármol.
9. Bisinosis. Trabajadores de la industria 
del algodón.
10. Bagazosis. Trabajadores de la industria 
de la caña.
11. Enfermedad Pulmonar  por polvo de cá-
ñamo.
12. Tabacosis. Trabajadores de la industria 
del tabaco.
13. Saturnismo. Trabajadores  con manipu-
lación de plomo.
14. Hidragirismo. Trabajadores  con mani-
pulación de mercurio.
15. Enfermedades causadas por cadmio.
16. Manganismo. Trabajadores  con mani-
pulación de manganeso.
17. Cromismo. Trabajadores  con manipula-
ción de ácido crómico, cromatos y bicro-
matos. 
18. Beriliosis. Trabajadores  con manipula-
ción de berilio.
19. Enfermedades producidas por el vana-
dio.
20. Arsenismo. Trabajadores  con manipula-
ción por  arsénico.
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21. Fosforismo. Trabajadores  con manipu-
lación de fósforo.
22. Fluorismo. Trabajadores  con manipula-
ción de flúor.
23. Clorismo. Trabajadores  con manipula-
ción de cloro.
24. Enfermedades producidas por radiacio-
nes Ionizantes. Trabajadores  con mani-
pulación de minerales radioactivos, Ra-
yos X, radioterapia.
25. Enfermedades producidas por radia-
ciones infrarrojas. Sopladores de vidrio, 
Trabajadores de hornos y exposición a 
radiaciones infrarrojas.
26. Enfermedades producidas por radiacio-
nes ultravioletas. Trabajadores expues-
tos a rayos solares, rayos láser o Máser, 
27. Enfermedades producidas por ilumina-
ción insuficiente. 
28. Enfermedades producidas por radiacio-
nes no  Ionizantes.
29. Sordera profesional (Hoy laboral).
30. Enfermedades por vibración.
31. Calambres ocupacionales de mano o 
antebrazo.
32. Enfermedades por bajas temperaturas.
33. Enfermedades por altas temperaturas.
34. Catarata profesional (Hoy laboral). Tra-
bajadores con vidrio fundición de me-
tales.
35. Síndrome por alteraciones barométri-
cas.
36. Nistagmus del minero.
37. Otras lesiones osteomusculares y liga-
mentosas.
38. Enfermedades infecciosas y parasitarias 
en trabajos con exposición a riesgo bio-
lógico.
39. Enfermedades causadas por sustancias 
químicas y sus derivados.
40. Asma ocupacional y Neumonitis inmu-
nológica.
41. Cáncer de origen ocupacional.
42. Patologías causadas por el estrés ocupa-
cional.
En los casos en que una enfermedad diag-
nosticada médicamente no esté incluida en 
el listado anterior, pero se demuestre la re-
lación de causalidad entre ella y los riesgos 
a los que un trabajador está expuesto en su 
ambiente laboral, será reconocida como en-
fermedad profesional (Hoy laboral).
No habrá lugar  a la calificación de enfer-
medad profesional (Hoy laboral), si ésta ya 
estaba declarada o diagnosticada en el exa-
men médico ocupacional de ingreso o se 
demuestre por mediciones ambientales u 
otra prueba pertinente que el grado de ex-
posición es insuficiente para causarla.
Plan Nacional de Salud Ocupacio-
nal (hoy  seguridad y salud en el 
trabajo)
Generalidades 
Es la herramienta de gestión y de desarrollo 
del Sistema General de Riesgos Profesiona-
les (hoy riesgos laborales)
Sus objetivos son:
 ■ Fortalecer la salud de los trabajadores en 
el territorio nacional.
 ■ Prevenir riesgos relacionados con el tra-
bajo.
 ■ Mejorar la calidad de atención de las en-
tidades del Sistema General de Riesgos 
Profesionales (hoy riesgos laborales).
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 ■ Impulsar el desarrollo técnico, tecnoló-
gico y científico del Sistema General de 
Riesgos Profesionales (hoy riesgos labo-
rales).
 ■ Optimizar el reconocimiento de las pres-
taciones asistenciales y económicas del 
Sistema.
 ■ Asegurar la subsistencia y financiación 
del Sistema.
 ■ Ampliar la cobertura del Sistema y pro-
pender porque el Sistema logre cobijar 
a la población trabajadora no asegurada 
por el Sistema.
Las acciones deberán encaminarse a fomen-
tar la cultura del autocuidado en la pobla-
ción trabajadora, pues no existen políticas 
eficaces sino hay participación activa de la 
parte vulnerable y sensible del binomio em-
presa/trabajador.
El Plan contiene acciones encaminadas a in-
corporar la salud, la seguridad y la preven-
ción de los riesgos laborales en el sistema 
educativo.
Otro objetivo específico se orienta a dis-
minuir la frecuencia y severidad de los ac-
cidentes de trabajo y las enfermedades 
profesionales (hoy laborales) a través de la 
promoción y la prevención en salud con el 
apoyo de los empleadores y las Administra-
doras de Riesgos Laborales (hoy laborales).
También persigue desarrollar acciones de 
promoción de la seguridad y la salud en el 
trabajo y la prevención de riesgos ocupacio-
nales en las poblaciones laborales vulnera-
bles en el territorio nacional.
Por otra parte, pretende estandarizar y me-
jorar la capacidad de respuesta de entida-
des, instituciones e instancias del Sistema 
General de Riesgos Profesionales (hoy la-
borales) en cuanto a la prevención y control 
del riesgo laboral en las diversas actividades 
laborales y formas de vinculación. Afianzar 
el rol del Consejo Nacional de Riesgos Pro-
fesionales (hoy riesgos laborales) como ór-
gano consultor del Gobierno Nacional y en-
caminar el liderazgo de la Red Nacional de 
Comités de salud ocupacional (hoy  seguri-
dad y salud en el trabajo) como articulado-
res del Sistema a nivel nacional.
El Plan busca implementar el Sistema Na-
cional Integral de Información del Sistema 
General de Riesgos Profesionales (hoy ries-
gos laborales), poner en funcionamiento  el 
Sistema de Garantía de Calidad del Sistema, 
promover la investigación  en salud y se-
guridad en el trabajo, cualificar el recurso 
humano disponible para que responde a 
las prioridades y necesidades del sector  e 
incorporar la salud ocupacional (hoy  segu-
ridad y salud en el trabajo) y seguridad in-
dustrial en las negociaciones y acuerdo in-
ternacionales que suscriba el país.
Como mejorar el reconocimiento de las 
prestaciones asistenciales y económicas 
del Sistema es otro objetivo del Plan, se re-
quiere fortalecer el sistema de calificación 
del origen y perdida de la capacidad labo-
ral, brindar atención integral al trabajador 
lesionado por accidentes de trabajo o en-
fermedades profesionales  (hoy laborales) y 
estructurar el sistema de rehabilitación, rea-
daptación y reincorporación laboral integral 
al Sistema General de Riesgos Profesionales 
(Hoy laborales).
Para favorecer la ampliación de la cobertu-
ra del Sistema a fin de incluir a la población 
trabajadora no cubierta por el Sistema Ge-
neral de Riesgos Profesionales (Hoy Riesgos 
Laborales) es necesario controlar la evasión 
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y elusión de las cotizaciones por parte de los 
empleadores y trabajadores independien-
tes y mejorar el control fiscal del capital que 
ingresa al Sistema.
Ley 1562 de 2012
Modifica el Sistema General de 
Riesgos Laborales y se dictan otras 
disposiciones en materia de salud 
ocupacional 
Generalidades 
A partir de esta ley se produjeron cambios 
en varios términos y acepciones. Estas no-
vedades buscan integrar a los enunciados, 
los oficios y las tareas.  Esta norma (Ley 1562 
de 2012)  en el artículo 1° ha traído nuevas 
definiciones  en las nominaciones, como:
Sistema general de riesgos laborales: es 
el conjunto de entidades   públicas y priva-
das, normas y procedimientos, destinados a 
prevenir, proteger y atender a los  trabaja-
dores  de los  efectos de las  enfermedades 
y los  accidentes que pueden ocurrirles con 
ocasión o como consecuencia del trabajo 
que desarrollan. (p.1).
Las disposiciones vigentes de salud ocupa-
cional relacionadas con la  prevención de 
los accidentes de trabajo y enfermedades 
laborales y el mejoramiento de las condicio-
nes de trabajo, hacen parte integrante del 
Sistema General de Riesgos Laborales.
Salud ocupacional: se entenderá en 
adelante como Seguridad y Salud en el 
Trabajo, definida  como  aquella  disci-
plina que  trata  de la  prevención de las 
lesiones  y enfermedades  causadas  por 
las  condiciones de trabajo,  y de la pro-
tección y promoción de la  salud de los 
trabajadores. Tiene por objeto mejorar 
las condiciones y el medio ambiente de 
trabajo, así como la  salud en el trabajo, 
que conlleva la  promoción y el mante-
nimiento del bienestar físico,  mental y 
social de los trabajadores en todas las 
ocupaciones. (p.1).
Programa de salud ocupacional: en lo 
sucesivo se entenderá como el Sistema 
de Gestión de la  Seguridad y Salud en el 
Trabajo SG-SST. Este Sistema consiste en 
el desarrollo de un proceso lógico y por 
etapas, basado en la  mejora continua y 
que incluye la  política, la  organización, 
la  planificación, la  aplicación, la  eva-
luación, la  auditoría y las acciones de 
mejora con el objetivo de anticipar, re-
conocer,  evaluar y controlar los  riesgos 
que puedan afectar la  seguridad y salud 
en el trabajo. (p.1).
Aun cuando se aplican cambios en las defi-
niciones, los derechos ya adquiridos no se 
alteran.
Afiliaciones obligatorias
El artículo 13 de la Ley 1352 de 2012 esta-
blece quienes son afiliados obligatorios al 
Sistema general de riesgos laborales, así:
 ■ Los trabajadores dependientes naciona-
les o extranjeros.
 ■ Los trabajadores  asociados que pertene-
cen a Cooperativas y Precooperativas.
 ■ Los jubilados o pensionados, que se rein-
corporen a la  fuerza  laboral como traba-
jadores dependientes.
 ■ Los estudiantes de todos los  niveles aca-
démicos de instituciones educativas pú-
blicas o privadas que realicen trabajos 
que signifiquen fuente  de ingreso para 
una empresa.
 ■ Los trabajadores independientes que la-
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boren en actividades definidas por el Mi-
nisterio de Trabajo  como alto riesgo.
 ■ Los miembros de las agremiaciones o 
asociaciones si su labor implica  ingreso 
para la empresa.
 ■ Los miembros activos del Subsistema Na-
cional de Primera Respuesta. (p.2).
Afiliaciones voluntarias
El mismo artículo 13 de la Ley 1352 de 2012 
establece quienes son afiliados voluntarios 
al Sistema General de Riesgos Laborales, así:
 ■ Los trabajadores independientes y los 
informales, siempre y cuando no laboren 
en actividades definidas por el Ministerio 
de Trabajo  como alto riesgo y coticen a 
salud.
Enfermedad laboral
El Gobierno Nacional define el listado de las 
enfermedades que se consideran laborales, 
éstas se actualizan cada tres años. 
Ingreso base de liquidación
El ingreso para liquidar las prestaciones 
económicas para accidentes de trabajo del 
promedio del Ingreso  Base de Cotización 
(I.B.C.)  de los  seis  (6)  meses  anteriores a 
la  ocurrencia del  accidente de trabajo, para 
la enfermedad laboral se tiene en cuenta el 
promedio del último año del Ingreso  Base 
de Cotización (I.B.C.)  anterior a la  fecha en 
que se calificó en primera oportunidad el 
origen de la enfermedad laboral.
Monto de las  cotizaciones
Para los trabajadores  con contrato de traba-
jo o los  servidores públicos no será de infe-
rior al 0.348%, ni superior al 8.7%, del Ingre-
so Base de Cotización (I.B.C) del salario de 
los trabajadores. La cotización está a cargo 
del empleador.
En el caso del contratista (contrato de pres-
tación de servicios), los montos son los mis-
mos pero la afiliación está a cargo del con-
tratante pero los pagos del contratista.
Constitución en mora de aportes
A diferencia del Sistema de Seguridad Social 
en Salud la mora no implica la desafiliación 
automática. Sin embargo, si ocurriese un ac-
cidente de trabajo, los gastos (prestaciones 
económicas) que tenga que cubrir la Admi-
nistradora de Riesgos Laborales (A.R.L)  a la 
que el trabajador esté afiliado, estarán a car-
go del empleador o contratista,
La  Entidad Administradora de Riesgos La-
borales (A.R.L), deberá enviar al  último do-
micilio conocido de la empresa o del contra-
tista afiliado, una comunicación por correo 
certificado, en un plazo no mayor a un  (1) 
mes después del no pago de los  aportes. 
Con este documento se constituye en mora 
el empleador o el contratista.
El trabajador que representa a los trabaja-
dores en el Copaso de la empresa debe co-
nocer esta comunicación.
Si pasan dos (2) meses y continúa la mora, 
se notificará al empleador y  a la Dirección 
Territorial correspondiente del Ministerio 
del Trabajo.
La Unidad de Gestión Pensional y Parafisca-
les (U.G.P.P.) deberá realizar el seguimiento 
a las acciones de cobros que emprenda En-
tidad Administradora de Riesgos Laborales 
(A.R.L) respectiva.
Programas de promoción y prevención 
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Las Entidad Administradora de Riesgos La-
borales (A.R.L) tienen la función de iniciar 
estos programas en las microempresas, 
PYMES, empresas con altos índices de si-
niestralidad, empresas catalogadas como 
de alto riesgo y trabajadores independien-
tes asociados o no en agremiaciones.
Sanciones 
El incumplimiento de los programas de sa-
lud ocupacional, hoy Sistema de Gestión de 
la  Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST, 
de las  normas en salud ocupacional y de 
aquellas obligaciones propias del emplea-
dor, previstas en el Sistema General de Ries-
gos Laborales, implicará una multa de hasta 
quinientos (500) salarios mínimos mensua-
les  legales  vigentes SMMLV, de acuerdo a 
la infracción, respetando siempre el debido 
proceso.
Si la empresa se convierte en reincidente, 
la sanción puede ir desde una suspensión 
de actividades hasta por ciento veinte (120) 
días hasta el cierre definitivo.
En caso de accidente de trabajo, la multa 
impuesta va desde veinte (20) salarios mí-
nimos mensuales  legales  vigentes SMMLV 
hasta mil (1000) salarios mínimos mensua-
les  legales  vigentes SMMLV, estos dineros 
están destinados al  Fondo de Riesgos La-
borales.
Juntas Regionales y Junta Nacional de 
Calificación de invalidez
Estas entidades sin ánimo de lucro, perte-
necen al Sistema de la  Seguridad Social, de 
cobertura nacional, creadas legalmente  y 
con personería jurídica, adscritas al Ministe-
rio de Trabajo, funcionan en forma interdis-
ciplinaria, disfrutan de autonomía técnica y 
científica en los  dictámenes periciales que 
emiten y sus decisiones son  de carácter 
obligatorio.
Las Juntas Regionales son primera instancia 
y la Junta Nacional es la única segunda ins-
tancia.
Las entidades de Seguridad Social de Salud, 
de Seguridad Social en Riesgos Laborales, 
los integrantes de las Juntas Regionales, los 
integrantes de la Junta Nacional de Invali-
dez y los  profesionales que emitan califi-
caciones de invalidez, serán solidariamen-
te responsables por los dictámenes que 
produzcan perjuicios a los afiliados o a las 
Administradores del Sistema de Seguridad 
Social Integral.
Los honorarios de los miembros de las Jun-
tas Regionales o de la Junta Nacional de In-
validez, se deben pagar a las Juntas de Califi-
cación en forma anticipada,  si se determina 
que la enfermedad es de origen común se-
rán cancelados por la Administradora del 
Fondo de Pensional o por Administradora 
de Riesgos Laborales si se califica como de 
origen laboral.
Prescripción de las mesadas pensionales 
y prestaciones 
Las mesadas pensionales y las prestaciones 
establecidas en el Sistema General de Ries-
gos Laborales prescriben en el término de 
tres  (3) años, contados a partir de la fecha 
en que se genere, concrete y determine el 
derecho a reclamarlas.
Licencias en salud ocupacional (hoy  se-
guridad y salud en el trabajo)
Esta Ley modificó los requisitos para expedir 
y renovar las licencias en Salud Ocupacional 
(Hoy  Seguridad y Salud en el Trabajo).
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La expedición y renovación de las licencias 
de Salud Ocupacional (Hoy  Seguridad y Sa-
lud en el Trabajo), se efectuarán a los  pro-
fesionales universitarios que  cuenten con 
especialización en salud ocupacional (Hoy 
Seguridad y Salud en el Trabajo), a los profe-
sionales universitarios en salud ocupacional 
(hoy  seguridad y salud en el trabajo), tec-
nólogos  en salud  ocupacional (hoy  seguri-
dad y salud en el trabajo) y técnicos  en sa-
lud  ocupacional (hoy  seguridad y salud en 
el trabajo), siempre que sus títulos proven-
gan de instituciones de educación superior 
aprobada por el Ministerio de Educación 
Nacional.
Recuerde que: la ley 1562 de 2012 incor-
pora el concepto de “laboral”, en reempla-
zo del término “profesional”, teniendo en 
cuenta que no todos los puestos de trabajo 
se relacionan con profesiones o son realiza-
dos por profesionales. 
Decreto 1352 de 2013
Por la cual se Reglamenta la Orga-
nización y Funcionamiento de las 
Juntas de Calificación de Invalidez, 
y se dictan otras disposiciones
La Ley 1562 de 2012 en su artículo 16 mo-
dificó la naturaleza jurídica de las Juntas de 
Calificación de Invalidez, y declaró:
Son organismos del Sistema de la Segu-
ridad Social del orden nacional, de crea-
ción legal, adscritas al Ministerio del Tra-
bajo con personería jurídica, de derecho 
privado, sin ánimo de lucro, de carácter 
interdisciplinario, sujetas a revisoría fis-
cal, con autonomía técnica y científica 
en los dictámenes periciales. (p. 1).
En el artículo 1 del Decreto 1352 (2013) se 
indica: “el campo de aplicación para perso-
nas y entidades.” (p.2).
De conformidad con la norma, los dictáme-
nes que se requieran producto de las califi-
caciones realizadas en primera oportunidad 
a las siguientes personas:
1. Afiliados al Sistema de Riesgos Labora-
les o sus beneficiarios.
2. Trabajadores sector privado y servido-
res públicos. 
3. Trabajadores independientes afiliados.
4. Empleadores.
5. Pensionados por invalidez. 
6. Personal civil del Ministerio de Defensa 
y de las Fuerzas Militares. 
7. Personal no uniformado de la Policía 
Nacional vinculado con posterioridad a 
la vigencia de la Ley 100 de 1993. 
8. Personas no activas del Sistema General 
de Pensiones. 
9. Administradoras de Riesgos Laborales 
ARL. 
10. Empresas Promotoras de Salud EPS. 
11. Administradoras del Sistema General de 
Pensiones.
12.  Compañías de Seguros que asuman el 
riesgo de invalidez y muerte. 
13.  Afiliados al Fondo de Previsión Social 
del Congreso de la República. 
14. El pensionado por invalidez o aspirante 
a beneficiario.
De conformidad con los dictámenes que se 
requieran como segunda instancia de los 
regímenes de excepción de la Ley 100 de 
1993 (Educadores afiliados al Fondo Nacio-
nal de Prestaciones Sociales del Magisterio 
FOMAG y trabajadores y pensionados de 
Ecopetrol), en este caso la Junta Regional 
de Calificación de Invalidez actuará como 
segunda instancia,  por lo cual no procede 
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el recurso de apelación ante la Junta Nacio-
nal de Calificación de Invalidez.
De conformidad con las personas que re-
quieren que las Juntas Regionales de Cali-
ficación de Invalidez actúen como peritos 
para emitir dictámenes de pérdida de la 
capacidad laboral para reclamar derechos o 
para aportarlos a procesos judiciales o ad-
ministrativos, para bancos o aseguradoras, 
en cuyo caso los conceptos que  emitan no 
admitirán recursos.
Principios rectores 
Los integrantes de las Juntas  de Calificación 
de Invalidez deben cumplir con los princi-
pios constitucionales:
 ■ Buena fe









 ■ Integralidad y unidad
Se deben regir por las disposiciones del Ma-
nual Único  de Calificación de Invalidez, por 
el Decreto 1352 de 2013 y por la ética de 
su profesión. Por el carácter privado, por su 
autonomía y por contar con personería jurí-
dica, los integrantes de las Juntas deberán 
responder solidariamente por los dictáme-
nes emitidos.
Naturaleza de las Juntas de Calificación 
de Invalidez
Las Juntas de Calificación de Invalidez se 
integraran con listas de profesionales ele-
gibles a partir del concurso efectuado por 
el Ministerio del Trabajo.  El periodo de  las 
juntas será de tres (3) años a partir de la fe-
cha de posesión de los integrantes de cada 
Junta de acuerdo a lo que señale el Ministe-
rio del Trabajo. En cuanto al número de inte-
grantes será:
La Junta Nacional de Calificación de 
Invalidez, se conforma por cinco (5) in-
tegrantes: Tres (3) médicos, dos (2) con 
título de especialización en salud ocu-
pacional (Hoy  Seguridad y Salud en el 
Trabajo) o medicina del trabajo o laboral 
y uno (1) con título de especialización en 
fisiatría, con una experiencia mínima de 
cinco (5) años en su especialidad. Un (1) 
psicólogo, con título de especialización 
en salud ocupacional (Hoy  Seguridad y 
Salud en el Trabajo) con una experien-
cia profesional mínima de cinco (5) años 
y un (1) terapeuta físico u ocupacional 
(Hoy  Seguridad y Salud en el Trabajo), 
con título de especialización en salud 
ocupacional (Hoy  Seguridad y Salud en 
el Trabajo), con una experiencia profe-
sional mínima de cinco (5) años. Se po-
drán conformar salas de decisión, cada 
una deberá contar como mínimo con 
los cinco (5) integrantes. 
     Las Juntas Regionales de Calificación 
de Invalidez, se clasificarán en Tipo A y 
Tipo B, y su conformación será de tres 
(3) integrantes: dos (2) médicos, los 
cuales deben tener especialización en 
medicina laboral o medicina del traba-
jo o salud ocupacional (Hoy  Seguridad 
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y Salud en el Trabajo) y contar con una 
experiencia mínima de cinco (5) años 
y un (1) psicólogo o terapeuta físico u 
ocupacional (Hoy  Seguridad y Salud en 
el Trabajo), con título de especialización 
en salud ocupacional (Hoy  Seguridad 
y Salud en el Trabajo) con una expe-
riencia profesional mínima de cinco (5) 
años. (Se menciona la especialización 
en salud ocupacional que actualmente 
se entiende como seguridad y salud en 
el trabajo).
Las Juntas Regionales de Calificación de In-
validez Tipo A, son: Bogotá y Cundinamarca, 
Valle del Cauca, Antioquia, Atlántico, Bolívar, 
Santander, Norte de Santander, Magdalena, 
Córdoba, Sucre, Cesar, Quindío, Risaralda, 
Caldas, Nariño, Cauca, Huila, Tolima, Boyacá 
y Meta. 
Las Juntas Regionales de Calificación de In-
validez Tipo B, son: Arauca, Chocó, Guajira, 
Putumayo, Guaviare, Vaupés, Caquetá, Ca-
sanare, Guainía, Vichada, Amazonas y San 
Andrés y Providencia. Se podrán conformar 
salas de decisión, las cuales deberán contar 
como mínimo con los tres (3) integrantes.
De acuerdo al artículo 19, Parágrafo 2, no 
podrá un integrante de las Juntas permane-
cer más de dos (2) periodos continuos.
De acuerdo al artículo 7 del Decreto 1352 
de 2013 se aclara de los integrantes de las 
Juntas y su vinculación con entidades del 
Sistema:
Los integrantes principales de las Juntas 
de Calificación de Invalidez no podrán 
tener vinculación alguna, ni realizar ac-
tividades relacionadas con la califica-
ción del origen, fecha de estructuración 
y grado de pérdida de la capacidad la-
boral o labores administrativas o comer-
ciales en las entidades administradoras 
del sistema de seguridad social integral, 
ni con sus entidades de dirección, vigi-
lancia y control. (p. 7).
Por norma se aclara que los integrantes no 
podrán participar de forma alguna en las 
entidades pertenecientes al Sistema Gene-
ral de Riesgos Laborales ni con las entidades 
del Sistema General de Salud ni los entes de 
control y vigilancia del Estado en lo concer-
niente a expedientes y dictámenes de califi-
cación de origen. 
Nominación de los Colaboradores 
de las Juntas de Calificación de 
Invalidez
 ■ Integrantes: son los médicos, psicólogos 
y terapeutas que emiten los dictámenes.
 ■ Miembros: ejercen los cargos de Director 
Administrativo y Financiero.
 ■ Trabajadores: los habrá dependientes 
(con contrato de trabajo y regidos por 
el Código Sustantivo de Trabajo) e inde-
pendientes (vinculados  con contrato de 
prestación de servicios).
Funciones de las Juntas de Calificación 
de Invalidez
El artículo 10 del Decreto 1352 de 2013 
enuncia todas las funciones propias de las 
Juntas Nacional y Regionales, a continua-
ción se describen algunas de ellas:
 ■ Dictar su propio reglamento.
 ■ Elegir contador y revisor fiscal.
 ■ Tener una sede propia, con accesos para 
personas con discapacidades, con aten-
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ción al usuario de lunes a sábado.
 ■ Asesorar al Ministerio de Trabajo en la 
actualización del Manual Único de Ca-
lificación de la Pérdida de la Capacidad 
Laboral.
 ■ Mantener al personal de las Juntas actua-
lizados.
 ■ Emitir dictámenes con previa valoración 
del paciente y revisión del expediente.
 ■ Ordenar exámenes de diagnóstico com-
plementarios, solicitar antecedentes adi-
cionales  para definir dictámenes.
 ■ Contar con un directorio de profesiona-
les locales que soporten los exámenes de 
diagnóstico complementarios.
 ■ Remitir al Ministerio de Trabajo los infor-
mes mensuales o trimestrales con la ca-
lidad 
 ■ Cumplir con las responsabilidades que 
imponen el Sistema Obligatorio de Ga-
rantía de Calidad del Sistema de Riesgos 
Laborales y Sistema Obligatorio de Ga-
rantía de Calidad en Salud.
 ■ Implementar mecanismos de control 
para que para que un mismo interesado 
no radique el mismo caso en diferentes 
salas de la Junta.
Funciones los Integrantes de las Juntas 
de Calificación de Invalidez
En el artículo 11 del Decreto 1352 de 2013 
se enuncia las funciones propias de los inte-
grantes de las Juntas Nacional y Regionales, 
a continuación se mencionan algunas de 
ellas:
 ■ Revisar los expedientes y documentos, y 
realizar la valoración de las personas ob-
jeto de dictámenes.
 ■ Los psicólogos y terapeutas deberán 
preparar los conceptos sobre discapaci-
dad y minusvalía, previa valoración del 
paciente. Los médicos deben radicar los 
proyectos de ponencia y tener en cuenta 
los conceptos de los otros profesionales 
integrantes de la Junta.
 ■ Firmar las actas y los dictámenes en que 
intervinieron.
 ■ Pronunciarse sobre impedimentos y re-
cusaciones.
Funciones de la Junta Nacional de Califi-
cación de Invalidez
En el artículo 13 del Decreto 1352 de 2013 
se definen las funciones propias de la Junta 
Nacional de Calificación de Invalidez, a con-
tinuación se enuncian algunas de ellas:
 ■ Ser la segunda instancia de los recursos 
de apelación contra los dictámenes emi-
tidos por Juntas Regionales de Califica-
ción de Invalidez.
 ■ Se realizaran reuniones mensuales para 
compartir los criterios utilizados  por los 
integrantes de las Juntas.
 ■ Cuando quede en firme un dictamen de-
berá ser remitido el expediente a la Junta 
Regional de Calificación de Invalidez res-
pectiva.
 ■ Implementar mecanismos de control 
para evitar que un interesado radique la 
misma solicitud en diferentes Juntas Re-
gionales de Calificación de Invalidez.
Funciones de las Juntas Regionales de 
Calificación de Invalidez
El artículo 14 del Decreto 1352 de 2013 
define las funciones propias de las Juntas 
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Regionales de Calificación de Invalidez, a 
continuación se enuncian algunas de las 
definidas:
 ■ Ser la primera instancia en las contro-
versias sobre la perdida de la capacidad 
laboral, calificaciones en primera oportu-
nidad de origen  o las fechas de estruc-
turación de la enfermedad y estados de 
invalidez.
 ■ Actuar como peritos cuando se les soli-
cite.
 ■ Programar reuniones plenarias mensua-
les para revisar los conceptos unificados 
por la Junta Nacional de Calificación de 
Invalidez.
Valoraciones especializadas y exámenes 
médicos complementarios
Si las Juntas solicitan valoraciones especia-
lizadas, exámenes médicos o pruebas com-
plementarias deberán informar a los intere-
sados la realización de éstos para respetar 
el debido proceso, frente a la solicitud no 
procede recurso alguno. 
Si la Junta de Calificación de Invalidez re-
quiere de exámenes complementarios, se lo 
debe informar al interesado que haya radi-
cado la solicitud, quien deberá sufragarlos 
dentro de los cinco (5) días hábiles siguien-
tes de recibido el requerimiento, esos dine-
ros se trasladarán al interconsultante corres-
pondiente. Si la solicitud la hace una E.P.S. le 
corresponde el pago a la Administradora de 
Fondos de Pensiones o a la Administradora 
de Riesgos Laborales, estos pagos podrán 
tener recobro de acuerdo al dictamen que 
quede en firme.
El término para entregar los resultados de 
los exámenes complementarios es de quin-
ce (15) días hábiles, contados a partir de la 
fecha de su solicitud. Los plazos para prac-
ticar exámenes especializados en Colom-
bia no será mayor de treinta (30) días y si se 
practican en el exterior será hasta de sesen-
ta (60) días.
Archivo de expedientes
Cada Junta deberá mantener archivos de los 
expedientes, dictámenes, actas y demás do-
cumentos que estén bajo su custodia.
Condiciones para Iniciar el proceso ante las 
Juntas Regionales de Calificación de Invali-
dez
El artículo 28 del Decreto 1352 de 2013  de-
fine que la solicitud la puede presentar:
 ■ Administradoras del Sistema General de 
Pensiones. 
 ■ Compañías de Seguros que asuman el 
riesgo de invalidez y muerte. 
 ■ Administradoras de Riesgos Laborales. 
 ■ Entidades Promotoras de Salud. 
 ■ El trabajador o su empleador. 
 ■ El pensionado por invalidez o aspirante a 
beneficiario o la persona que demuestre 
que aquél está imposibilitado. 
 ■ Inspectores de Trabajo del Ministerio del 
Trabajo, cuando se requiera un dictamen 
de las Juntas (Cuando un trabajador no 
está afiliado al sistema de seguridad so-
cial por su empleador).
 ■ Las autoridades judiciales o administrati-
vas, cuando éstas designen a las Juntas 
Regionales como peritos. 
 ■ Las entidades o personas autorizadas 
por los fondos o empresas que asumían 
prestaciones sociales en regímenes ante-
riores a los establecidos en la Ley 100 de 
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1993, para los casos de revisión o sustitu-
ción Pensional. 
 ■ Las entidades o personas autorizadas por 
las Secretarías de Educación y las autori-
zadas por la Empresa Colombiana de Pe-
tróleos. 
La solicitud se radica ante la Junta Regio-
nal del domicilio de la persona a quien se 
le va a realizar el dictamen. El trabajador o 
su empleador, el pensionado por invalidez 
o el aspirante a beneficiario podrán presen-
tar directamente la solicitud de calificación 
o interponer el recurso de apelación  ante 
una Junta de Calificación de Invalidez si pa-
sado treinta (30) días calendario después de 
terminar el tratamiento y la rehabilitación 
no se le ha emitido la calificación en pri-
mera oportunidad. La calificación no debe 
demorar más de quinientos cuarenta (540) 
días calendario después del  accidente o del 
diagnóstico de la enfermedad, si sobrepa-
sa este lapso el interesado tendrá derecho 
a acudir directamente a la Junta. También 
podrán acudir directamente si dentro de 
los cinco (5) días calendario siguientes a la 
manifestación de la inconformidad por el 
dictamen emitido, las entidades de seguri-
dad social no remitan el caso ante la Junta 
Regional de Calificación de Invalidez.
Documentos que debe contener el expe-
diente 
El artículo 30 del Decreto 1352 de 2013 defi-
ne los requisitos mínimos que deben acom-
pañar el expediente para solicitar un dicta-
men, son:
De responsabilidad del empleador:
 ■ Formato Único de reporte de Accidente 
de Trabajo FURAT.
 ■ Resultado de la investigación del acci-
dente de trabajo.
 ■ Exámenes médicos ocupacionales (in-
greso y periódicos).
 ■ Estudio de Puesto de Trabajo con riesgos 
de exposición por puesto.
 ■ Certificado de cargos y labores.
 ■ Contrato de trabajo y horarios laborales.
De responsabilidad de las entidades de pri-
mera oportunidad:
 ■ Formulario de solicitud de dictamen dili-
genciado.
 ■ Fotocopia del documento de identidad 
de la persona a quien se le va a realizar el 
dictamen.
 ■ Calificación de origen y pérdida de la ca-
pacidad laboral.
 ■ Constancia de la rehabilitación integral.
 ■ Si el accidente de trabajo fue grave o 
mortal, el concepto de la investigación 
de la ARL.
 ■ Copia de la historia clínica completa.
 ■ Formato con restricciones y/o recomen-
daciones médicas emitidas.
 ■ Si hubo muerte del trabajador: Registro 
Civil de Defunción, Acta de Levantamien-
to de cadáver y protocolo de necropsia.
Si la solicitud está incompleta se le entrega-
rá en una lista de chequeo de los faltantes 
y se dará un término de treinta (30) días ca-
lendario para que anexe al expediente los 
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documentos solicitados, durante este lapso 
estará suspendido el término para decidir.
Descripción del Procedimiento
Radicación de la solicitud
1. Se realiza el reparto dentro de los 2 días 
siguientes a la radicación. 
2. Audiencias privadas de las Juntas míni-
mo 3 veces/semana.
3. Recibe la solicitud el médico ponente.
4. Dentro de los 2 días hábiles siguientes 
se cita el paciente.
5. Valoración médica dentro de los 10 días 
hábiles siguientes. Si no asiste el pacien-
te se le cita a una nueva valoración den-
tro de los 15 días calendarios siguientes 
al recibido de la comunicación.
6. Dentro de los 5 días hábiles posteriores 
el médico estudia los documentos.
7. Si solicita valoraciones adicionales, el 
ponente debe radicar el proyecto de 
dictamen dentro de los 2 días hábiles 
siguientes.
8. Una vez radicada la ponencia, el Direc-
tor agendará audiencia de decisión en 
un término no mayor a 5 días hábiles.
En el cuadro anterior se presentan en forma 
resumida los pasos que deben superar los 
expedientes para que se emita un dictamen 
en una Junta de Calificación de Invalidez.
Quorum y decisiones
En el artículo 39 del Decreto 1352 de 2013 
se define que:
Las Juntas de Calificación de Invalidez 
adoptarán sus decisiones en audiencia 
privada, donde asistirán de manera pre-
sencial todos los integrantes principales 
de la respectiva sala, sin participación 
de las partes interesadas, entidades de 
seguridad social o apoderados, la deci-
sión se tomará con el voto favorable de 
la mayoría de ellos, y votarán todos los 
integrantes de la junta. En caso de no 
existir quórum, el Director Administra-
tivo y Financiero de la junta convocará 
la actuación del suplente y en su ausen-
cia, solicitará a la Dirección de Riesgos 
Laborales del Ministerio del Trabajo, la 
designación de un integrante Ad hoc, 
de conformidad con lo establecido en el 
presente decreto. Tanto el voto como la 
ponencia deberán surtirse en forma es-
crita, de lo actuado en la audiencia pri-
vada se deberá elaborar acta y de todo 
lo anterior se dejará constancia en el ex-
pediente correspondiente. (p. 34). 
Los dictámenes se emiten con el voto de to-
dos los integrantes de la sala que está revi-
sando el caso, toda actuación surtida deberá 
constar por escrito y queda constancia de la 
audiencia en el expediente. El dictamen con-
tiene el fallo de la Junta sobre el origen de la 
contingencia o la pérdida de la capacidad la-
boral junto con la fecha de la estructuración, 
fundamentos de hecho y derecho y datos 
personales del paciente. Estos dictámenes 
no se consideran actos administrativos.
Notificaciones del dictamen
Dentro de los dos (2) días calendario siguien-
te a la audiencia de dictamen, la Junta citará 
a los interesados para que se presenten den-
tro de los cinco (5) días hábiles siguientes al 
recibo de la comunicación para la notifica-
ción personal. Si no es posible la notificación 
personal, se fijará en un lugar visible de la 
sede durante diez (10) días hábiles, regis-
trando las fechas de fijación y retiro.
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Recursos 
Contra los dictámenes de la Junta Regional 
de Calificación de Invalidez proceden los 
recursos de reposición y apelación dentro 
de los diez (10) días siguientes a su notifica-
ción. El recurso de reposición no tiene costo, 
mientras que el recurso de apelación ante la 
Junta Nacional de Calificación de Invalidez 
requiere de la cancelación de los honorarios 
de ésta por parte del recurrente.
Para los casos especiales de trabajadores de 
Ecopetrol y del Fondo Nacional de Presta-
ciones Sociales del Magisterio, la Junta Re-
gional de Calificación de Invalidez es la se-
gunda y última instancia.
En las solicitudes de los jueces administra-
tivos para las Fuerzas Militares y la Policía 
Nacional las Juntas actuarán como peritos y 
para la calificación se deberá utilizar las ta-
blas y manuales propios de éstos. 
Si existe controversia por los dictámenes 
emitidos por las Juntas se podrá acudir a la 
justicia laboral ordinaria.
Firmeza del dictamen
De acuerdo al artículo 45 del Decreto 1352 
de 2013, quedarán en firme los dictámenes 
cuando:
 ■ No se hayan interpuestos recursos contra 
ellos dentro del término de diez (10) días 
siguientes a su notificación.
 ■ Se hayan resuelto los recursos y notifica-
dos los mismos.
 ■ Se resuelva la solicitud de aclaración o 
complementación solicitada a la Junta 
Nacional y se comunique a los interesa-
dos.
Las actuaciones de las Juntas de Calificación 
de Invalidez serán vigiladas, supervisadas y 
controladas por el Ministerio de Trabajo.
Decreto 723 de 2013
Por el cual se reglamenta la afiliación al 
Sistema General de Riesgos Laborales de 
las personas vinculadas a través de un 
contrato formal de prestación de servi-
cios con entidades o instituciones públi-
cas o privadas y de los trabajadores inde-
pendientes que laboren en actividades 
de alto riesgo y se dictan otras disposi-
ciones.
Generalidades
Esta norma aclara la afiliación, cobertura y 
pago de aportes al Sistema General de Ries-
gos Laborales de las personas vinculadas a 
través de contratos formales de prestación 
de servicios, con duración superior a un mes 
y a los trabajadores independientes que 
realicen labores de alto riesgo (clase IV y V).
Si un trabajador dependiente, es a la vez 
contratista en otras labores, debe escoger 
la misma Administradora de Riesgos Labo-
rales A.R.L. 
La clasificación del riesgo será la misma que 
tengan los trabajadores del área de trabajo 
donde realice su labor y adecuada al tipo 
de trabajo que realice, la Administradora de 
Riesgos Laborales A.R.L. debe verificar que 
el riesgo enunciado corresponda a la tarea 
a ejecutar, de encontrar inconformidades 
hará la reclasificación.
Ingreso base de cotización 
El Ingreso Base de Cotización no podrá ser 
inferior a un (1) salario mínimo legal men-
sual vigente ni mayor a veinticinco (25) sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes. 
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Si el contratista tiene varios contratos, las 
cotizaciones deberán hacerse también in-
dependientemente. Para el reconocimiento 
de las prestaciones económicas por parte 
de la Administradora de Riesgos Laborales 
A.R.L., se hará sumando los ingresos base de 
cotización de la totalidad de los contratos, 
sin que supere el límite de los veinticinco 
(25) salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes.
Cotizaciones
Los  pagos se efectuaran en forma anticipa-
da, el contratista cancelará la cotización si 
la afiliación es de riesgo I, II y III. Si la clasi-
ficación del riesgo es IV o V, el pago de la 
cotización deberá pagarla el contratante. En 
todo caso, el contratante deberá verificar los 
pagos mensuales al sistema.
Obligaciones del Contratante
En el artículo 15 del Decreto 723 de 2013 se 
establece:
 ■ Reportar a la Administradora de Riesgos 
Laborales los accidentes de trabajo y en-
fermedades laborales. 
 ■ Investigar todos los incidentes y acciden-
tes de trabajo.
 ■ Realizar actividades de prevención y pro-
moción.
 ■ Incluir a las personas que les aplica el 
presente decreto en el Sistema de Ges-
tión de Seguridad y Salud en el Trabajo.
 ■ Permitir la participación del contratista 
en las capacitaciones que realice el Co-
mité Paritario de Seguridad y Salud en el 
Trabajo.
 ■ Verificar en cualquier momento el cum-
plimiento de los requisitos de seguridad 
y salud necesarios para cumplir la activi-
dad contratada de las personas a las que 
les aplica el presente decreto.
 ■ Informar a los contratistas afiliados en 
riesgo IV y/o V sobre los aportes efectua-
dos al Sistema General de Riesgos Labo-
rales.
 ■ Adoptar los mecanismos necesarios para 
realizar el pago anticipado de la cotiza-
ción, cuando el pago del aporte esté a su 
cargo. (p. 6).
Obligaciones del contratista
En el artículo 16 del Decreto 723 de 2013 se 
establece que el contratista debe cumplir 
con las normas del Sistema General de Ries-
gos Laborales, establecidas así:
 ■ Procurar el cuidado integral de su salud.
 ■ Contar con los elementos de protección 
personal necesarios para ejecutar la acti-
vidad contratada, para lo cual asumirá su 
costo.
 ■ Informar a los contratantes la ocurrencia 
de incidentes, accidentes de trabajo y en-
fermedades laborales.
 ■ Participar en las actividades de Pre-
vención y Promoción organizadas por 
los  contratantes, los Comités Paritarios 
de Seguridad y Salud en el Trabajo o Vi-
gías Ocupacionales o la Administradora 
de Riesgos Laborales ARL.
 ■ Cumplir las normas, reglamentos e ins-
trucciones del Sistema de Gestión de la 
Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST.
 ■ Informar oportunamente a los contratan-
tes toda novedad derivada del contrato. 
(p.7).
Obligaciones de las Administradoras de 
Riesgos Laborales
En el artículo 17 del Decreto 723 de 2013 se 
establece que las obligaciones para con sus 
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trabajadores independientes afiliados serán 
las siguientes:
 ■ Afiliar y registrar en la Administradora de 
Riesgos Laborales al trabajador indepen-
diente.
 ■ Recaudar las cotizaciones, efectuar el co-
bro y distribuir las mismas conforme al 
artículo 11 de la Ley 1562 de 2012 y lo es-
tablecido en el presente decreto.
 ■ Garantizar a los trabajadores indepen-
dientes, la prestación de los servicios de 
salud y el reconocimiento y pago opor-
tuno de las prestaciones económicas en 
el Sistema General de Riesgos Laborales.
 ■ Realizar actividades de prevención y con-
trol de riesgos laborales para el trabaja-
dor independiente.
 ■ Promover y divulgar al trabajador inde-
pendiente programas de medicina labo-
ral, higiene industrial, salud ocupacional 
(Hoy  Seguridad y Salud en el Trabajo) y 
seguridad industrial.
 ■ Fomentar estilos de trabajo y vida salu-
dables para el trabajador independiente.
 ■ Investigar los accidentes de trabajo y en-
fermedades laborales que presenten los 
trabajadores independientes afiliados.
 ■ Suministrar asesoría técnica para la rea-
lización de estudios evaluativos de hi-
giene ocupacional o industrial, diseño e 
instalación de métodos de control de in-
geniería, según el grado de riesgo, para 
reducir la exposición de los trabajadores 
independientes a niveles permisibles.
 ■ Adelantar las acciones de cobro, previa 
constitución en mora del contratante o 
del contratista de acuerdo a la clase de 
riesgo y el requerimiento escrito don-
de se consagre el valor adeudado y los 
contratistas afectados. Para tal efecto, la 
liquidación mediante la cual determine 
el valor adeudado, prestará mérito ejecu-
tivo.
 ■ Verificar la clasificación de la actividad 
económica con la cual fue afiliado el con-
tratista. (p. 8).
Promoción y prevención
Los exámenes médicos ocupacionales se-
rán realizados a los contratistas por cuenta 
de las empresas contratantes, mientras que 
los exámenes médicos pre-ocupacionales 
serán asumidos por el contratista, este exa-
men tendrá una vigencia de tres (3) años y 
servirá para todos los contratos que suscri-
ba, siempre y cuando se haya valorado el 
riesgo más alto al que vaya a estar expuesto 
el contratista. Si llegará a permanecer más 
de seis (6) meses sin realizar tareas, deberá 
presentarse a nuevos exámenes médicos.
Las actividades de promoción y prevención 
se podrán adelantar en las instalaciones de 
la empresa contratante, por medios virtua-
les o a través de las Administradora de Ries-
gos Laborales ARL.
Estadísticas de accidentalidad
La empresa contratista deberá incluir den-
tro de sus estadísticas e informes, los datos 
sobre incidentes y accidentes de trabajo 
que hayan sufrido los contratistas y las en-
fermedades laborales confirmadas a los 
mismos para determinar el índice de lesión 
incapacitante y la siniestralidad de la em-
presa o áreas.
Inspección, vigilancia y control
Las entidades encargadas serán: la Super-
intendencia Nacional de Salud, Superinten-
dencia Financiera de Colombia y las Direc-
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ciones Territoriales del Ministerio de Trabajo.
Mecanismos de seguimiento y control
El artículo 22 del Decreto 723 de 2013  esta-
blece que:
Las entidades Administradoras de Ries-
gos Laborales ARL deberán acoger las 
instrucciones y criterios técnicos que 
establezca la Unidad de Gestión Pensio-
nal y Contribuciones Parafiscales, UGPP, 
para el cumplimiento de sus funciones 
de cobro de los aportes, cobro persuasi-
vo y recaudo y enviarán a dicha Unidad 
con la periodicidad y condiciones técni-
cas que esta determine, la información 
relativa al desarrollo de tales funciones 
sobre las obligaciones en mora que se 
hayan originado con acciones propias o 
hallazgos remitidos por dicha entidad. 
(P.10).
Los pagos de cotizaciones al Sistema Gene-
ral de Riesgos Laborales no constituyen que 
entre las Administradoras de Riesgos La-
borales ARL, el contratante y el contratista 




Legal Legislación en riesgos  
profesionales en salud ocupaciona
Autor: Rosa Cecilia Alvarado 
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Introducción La prevención de los riesgos profesionales es responsabili-
dad del empleador, de acuerdo al Artículo 56 del Decreto Ley 
1295 de 1994 y la Circular Unificada de la Dirección Técnica de 
Riesgos Laborales. Sin embargo, a los trabajadores también 
se les asignan responsabilidades y compromisos para preve-
nir riesgos y conseguir un ambiente laboral con bienestar y 
seguridad.
U4
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Objetivo
El objetivo que se busca desarrollar durante estas dos semanas es:
Reflexionar sobre la responsabilidad que conlleva el contrato laboral desde diferentes ópti-
cas, y las sanciones sociales, pecuniarias y administrativas que acarrean su incumplimiento.
U4
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Metodología
Es vital enfatizar en la motivación, el compromiso, la responsabilidad y la disciplina personal, 
individual y grupal para construir el proceso de aprendizaje autónomo y participativo.
U4
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Desarrollo temático
La Responsabilidad en el ámbito laboral, 
surge del incumplimiento de cualquiera de 
las partes (empleador o trabajador) a sus 
obligaciones. Como en el caso, cuando el 
empleador incumple la obligación de orga-
nizar y garantizar el funcionamiento perma-
nente de un programa de salud ocupacional 
denominado actualmente, Sistema de Ges-
tión de la Seguridad y Salud en el Trabajo 
(SG-SST), nace una responsabilidad  econó-
mica como consecuencia de la negligencia 
u omisión en que incurre.
La Responsabilidad en materia laboral inclu-
ye la obligación que implica las prestaciones 
asistenciales y las prestaciones económicas, 
en virtud de la cual los trabajadores están 
protegidos de los accidente de trabajo o en-
fermedades laborales que se ocasionen por 
causa o con ocasión del trabajo.  
Esta responsabilidad está en cabeza del em-
pleador, quien tiene el deber legal de ase-
gurar a sus trabajadores a  una entidad Ad-
ministradora de Riesgos Laborales (A.R.L.).
Responsabilidad Laboral
El objetivo de la Responsabilidad Laboral es 
atender y reconocer los gastos que se le ge-
neran a un trabajador y su familia cuando se 
accidenta o se enferma, el origen de estos 
eventos debe ser laboral, es un amparo que 
la ley colombiana reconoce al trabajador 
que ha sufrido un evento adverso que per-
judica su salud o le causa la muerte (Ayala, 
2004).
Históricamente, la Responsabilidad Laboral 
se mencionó desde la Ley 57 de 1915, artí-
culo 2 que establecía: “El patrono es respon-
sable de los accidentes ocurridos a sus ope-
rarios con motivo del trabajo que realicen y 
en el ejercicio de la profesión que ejerzan 
(…)” (p.1). En la norma se precisaba que la 
responsabilidad recaía en el patrono (Hoy 
empleador), quien debía prestar atención 
médica y farmacéutica, y las indemnizacio-
nes pertinentes. Posteriormente, en la déca-
da de los sesenta se centró la responsabili-
dad en el Instituto de los Seguros Sociales y 
las Cajas de Previsión. 
En la actualidad,  la responsabilidad no la 
asume directamente el empleador, cuando 
está asegurado, sino que traslada el riesgo 
a las Administradoras de Riesgos Laborales 
A.R.L., siempre que pague oportunamente 
las cotizaciones mensuales, de acuerdo al 
Decreto 1295 en su artículo 4, que define 
que son características del Sistema: 
(…) c. todos los empleadores deben afiliar-
se al Sistema General de Riesgos Profesio-
nales (hoy Laborales). (…) . e. el empleador 
que no afilie a sus trabajadores al Sistema 
General de Riesgos Profesionales (hoy La-
borales), además de las sanciones legales, 
será responsable de las prestaciones que se 
otorgan en este decreto. (p. 1).
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Las Administradoras de Riesgos Laborales 
A.R.L. reconocerán en forma automática la 
indemnización, siempre que el trabajador 
este afiliado al Sistema a través de su em-
pleador y le sobrevenga un accidente de 
trabajo o una enfermedad de origen laboral.
La Ley 776 de 2002, artículo 1 ratifica que:
Derecho a las prestaciones. Todo afiliado 
al Sistema General de Riesgos Profesionales 
que, en los términos de la presente ley o del 
Decreto-ley 1295 de 1994, sufra un acciden-
te de trabajo o una enfermedad profesional, 
o como consecuencia de ellos se incapacite, 
se invalide o muera, tendrá derecho a que 
este Sistema General le preste los servicios 
asistenciales y le reconozca las prestaciones 
económicas a los que se refieren el Decreto-
ley 1295 de 1994 y la presente ley. (p. 1).
Para que sea reconocida esta indemniza-
ción no se requiere probar la culpa del em-
pleador, basta con que el trabajador haya 
tenido el accidente de trabajo o se defina 
su enfermedad como de origen laboral para 
que tenga derecho a reclamarla.
En cumplimiento de lo definido en el Decre-
to 1295 de 1994 y la Ley 776 de 2002  en 
el país existe la “Teoría de la Indemnización 
Automática y Tarifada”,  con esta teoría se es-
tablece que las Administradoras de Riesgos 
Laborales A.R.L., deben reconocer al traba-
jador afiliado al Sistema General de Riesgos 
Laborales una indemnización  que no co-
rresponde al valor total de los gastos gene-
rados por el daño sufrido a consecuencia de 
un accidente de trabajo  o enfermedad ca-
lificada como de origen laboral, sino como 
un pago previo  que la ley considera, debe 
hacerse al trabajador para intentar garanti-
zar y salvaguardar los derechos mínimos de 
la persona que se lesiona como consecuen-
cia de un accidente de trabajo  o una enfer-
medad laboral. 
Las prestaciones asistenciales definidas por 
el Decreto 1295 de 1994, artículo 5, son:
 ■ Asistencia médica, quirúrgica, farmacéu-
tica y terapéutica.
 ■ Servicio de hospitalización.
 ■ Servicio de odontología.
 ■ Suministro de medicamentos.
 ■ Ayudas diagnósticas.
 ■ Prótesis y ortesis.
 ■ Servicio de Rehabilitación.
 ■ Gastos de traslado del trabajador para su 
tratamiento.
Las prestaciones económicas se mencionan 
en el Decreto 1295 de 1994, artículo 7, y son:
 ■ Subsidio por incapacidad temporal.
 ■ Indemnización por incapacidad perma-
nente parcial.
 ■ Pensión de invalidez.
 ■ Pensión de sobrevivientes.
 ■ Auxilio funerario.
Cuando el trabajador al momento de sufrir 
el suceso que lo lesiona no se encuentra afi-
liado al Sistema, esta indemnización auto-
mática y tarifada debe asumirla el emplea-
dor directamente. Tal como lo menciona la 
Ley 1562 de 2012 en el artículo 7. Efectos 
por el no pago de aportes al Sistema Gene-
ral de Riesgos Laborales:
En el evento en que el empleador y/o con-
tratista se encuentre en mora de efectuar 
sus aportes al Sistema General de Riesgos 
Laborales, será responsable de los gastos 
en que incurra la Entidad Administradora 
de Riesgos Laborales por causa de las pres-
taciones asistenciales otorgadas, así como 
del pago de los aportes en mora con sus 
respectivos intereses y el pago de las pres-
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taciones económicas a que hubiere lugar. 
(p.7).
Esta indemnización es independiente al re-
curso de acudir a la vía judicial laboral or-
dinaria (responsabilidad civil) para solicitar 
el pago total de los perjuicios causados por 
este evento inesperado, sea un accidente de 
trabajo  o una enfermedad laboral. 
Como consecuencia de la Responsa-
bilidad Laboral, la Administradora de 
Riesgos Laborales A.R.L. debe reco-
nocer las prestaciones asistenciales 
y económicas a los trabajadores que 
sufran un accidente de trabajo o una 
enfermedad laboral. Se genera una 
indemnización automática y tarifada 
definida por la Ley.
Responsabilidad Civil
Según Tamayo Lombana (1998): “la respon-
sabilidad civil es fuente de obligaciones, 
por cuanto somete a quien ha ocasionado 
un perjuicio a otro, a reparar las consecuen-
cias de ese daño”. (p. 11).
La responsabilidad civil afecta únicamente 
el interés privado de la víctima (trabajador 
y/o su familia) y la consecuencia, es la obli-
gación  de reparar el daño sufrido; es decir, 
a entregar una indemnización. En este tipo 
de responsabilidad no existen conductas 
que estén tipificadas (los delito) como en 
el caso de la responsabilidad penal, acá los 
sucesos (accidente de trabajo o enferme-
dad laboral)  que causen perjuicios, pueden 
comprometer la responsabilidad del em-
pleador.
El Código Sustantivo del Trabajo en su artí-
culo 216 afirma que: “Cuando exista culpa 
suficientemente comprobada del patrono 
en la ocurrencia del accidente de trabajo o 
enfermedad laboral, está obligado a la in-
demnización total y ordinaria por perjuicios 
(…)”. (p.74).
Por una parte, surge la Responsabilidad La-
boral, con las normas que obligan a la Ad-
ministradora de Riesgos Laborales A.R.L. a 
reconocer al trabajador afiliado al Sistema 
General de Riesgos Laborales, las prestacio-
nes asistenciales y económicas predefinidas. 
La Administradora de Riesgos Laborales 
A.R.L, como se ha mencionado anterior-
mente, asume la Responsabilidad Laboral 
del empleador que asegura a sus trabaja-
dores al Sistema, pero no la responsabilidad 
que se origina en la culpa del empleador.
En la Responsabilidad Civil se demanda el 
pago de la indemnización por los daños y 
perjuicios imputados al empleador que por 
negligencia, imprudencia o incumplimien-
to de normas legales en seguridad y salud 
en el trabajo, acarrean un accidente de tra-
bajo o una enfermedad calificada como de 
origen laboral. Esta indemnización de per-
juicios es diferente e independiente de la 
que asume la Administradora de Riesgos 
Laborales A.R.L como indemnización auto-
mática y tarifada (Responsabilidad Laboral). 
La Sentencia de la Corte Suprema de Jus-
ticia, Expediente – 9389 de mayo de 1997, 
se pronunció sobre el tema y aclaró que un 
empleador culpable no puede descontar de 
la indemnización que debe  al trabajador 
que sufrió un accidente de trabajo o en-
fermedad laboral, los valores pagados por 
concepto de la indemnización automática 
y tarifada que asume la Administradora de 
Riesgos Laborales A.R.L. u otra entidad del 
Sistema de Seguridad Social.
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La Responsabilidad Laboral genera una in-
demnización tarifada por la ley, que se con-
figura con la sola ocurrencia del accidente 
de trabajo o enfermedad laboral y se paga 
al trabajador o a su familia. Mientras que la 
Responsabilidad Civil se fundamenta en la 
culpa del empleador y abarca los perjuicios 
que no incluye la indemnización por con-
cepto de Responsabilidad Laboral.
Elementos Estructurales en la Res-
ponsabilidad Civil
Los elementos estructurales en la respon-
sabilidad civil son: el daño o perjuicio, y la 
culpa y la relación de causalidad.
Perjuicio o daño
Es un elemento fundamental de la respon-
sabilidad civil, pues de no existir, no concu-
rre la obligación de reparar.
El artículo 2341 del Código Civil menciona 
que: “el que ha cometido un  delito o culpa, 
que ha inferido un daño a otro, está obliga-
do a la indemnización…”
El perjuicio o daño debe ser directo, actual y 
cierto; es decir, que el perjuicio sea una con-
secuencia directa e inmediata de un hecho 
llamado accidente de trabajo o enfermedad 
laboral.
Culpa Vs hecho generador
En responsabilidad civil se puede definir la 
culpa como un error o una falla en la con-
ducta, de acuerdo a  Michel de Juglart, 
quien afirma que “está en culpa quien no se 
comportó como debía haberlo hecho”.
En lo civil no se trata de discutir si el daño 
se realizó con dolo o con culpa, a diferen-
cia del derecho penal, en donde el dolo en 
la conducta es parte del examen a realizar. 
Valencia Zea (1974) al respecto afirma que:
Como todo daño causado con culpa obliga 
a la reparación, lo mismo que el causado con 
dolo, se deduce que es poca la importancia 
que tiene en lo civil diferenciar el dolo de la 
culpa, ya que esta última se suficiente para 
ordenar una reparación. 
En definitiva, en la Responsabilidad Civil 
importa es la reparación o indemnización a 
consecuencia de la culpa del empleador.
Relación de causalidad
Para condenar a una persona a que indem-
nice a otra por un daño sufrido, es necesario 
que se demuestre la existencia de un víncu-
lo entre el perjuicio y el hecho o culpa del 
empleador; es decir, que un hecho genera-
do es la causa del efecto o daño sufrido por 
el trabajador.
La culpa del empleador es contractual, por 
cuanto proviene de la relación donde me-
dia un contrato de trabajo verbal o escrito, 
viene vinculada con la falta de cuidado y di-
ligencia que debía existir.
Concepto de culpa
De acuerdo a la definición de Ayala (2004-
2005), se entiende por culpa: “la voluntad 
de realizar un acto que es contrario a la ley, 
sin tener conciencia de esa contrariedad, 
que se hubiese podido prever actuando con 
más diligencia para reflexionar sobre las 
consecuencias de la propia acción” (p.194).
Esta culpa del empleador puede generarse 
por:
 ■ Falta de previsión o
 ■ Al ejecutar una acción o conducta que 
adolece de diligencia y cuidado o que con-
fía en que puede evitar el perjuicio o daño.
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Arenas (2007) afirma que: “como consecuencia de la culpa patronal en la ocurrencia del acci-
dente de trabajo o enfermedad laboral, el empleador está obligado a la reparación plena de 
todos los perjuicios que se demuestren en el proceso”. (p. 676).
Generadores de culpa 
Documentos para demostrar la culpa del empleador
 ■ Calificación de origen de la enfermedad laboral emitido por las entidades del Sistema de 
Seguridad Social o las Juntas de Calificación de Invalidez.
 ■ Reporte del accidente de trabajo a la Administradora de Riesgos Laborales A.R.L. 
Negligencia: no cumple con las obligaciones propias de la seguridad y la salud en ver trabajo. 
No existen medidas de prevención en la empresa o no se programan mantenimientos preven-
tivos ni correctivos, no se entregan E.P.P., no hay programa de inducción para el cargo ni capaci-
taciones en seguridad y salud en el trabajo.
Imprudencia: requiere una conducta realizada sin cautela, sin predecir los resultados. Se ordena 
a un trabajador ordenar una maquina sin tener la inducción ni conocimiento requerido.
Impericia: implica ineptitud o incapacidad técnica por ignorancia o desconocimiento, por error 
o por inhabilidad. Mal asesoramiento en riesgos, implementación desacertada de programas de 
control de riesgos, asesorías con personal no idóneo.
Violación de reglamentos o normas de seguridad en el trabajo: en la empresa no se cuenta con 
COPASO, no hay programa de capacitación en riesgos laborales propios, no hay Reglamento De 
Higiene  y Seguridad Industrial.
 ■ Pruebas que demuestren la negligencia, impericia, imprudencia o la violación de normas 
o reglamentos en seguridad y salud en el trabajo por parte del empleador.
 ■ Si el trabajador no está afiliado al Sistema General de Riesgos Laborales, debe demostrar 
la relación de causalidad entre el accidente de trabajo o la enfermedad laboral y la culpa 
del empleador; además, debe solicitar a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, la 
calificación de origen de la enfermedad para demostrar la culpa del empleador.
Perjuicios Indemnizables
El daño o el perjuicio causado no sólo afecta el patrimonio de una persona denominada víctima 
(trabajador) sino también, puede menoscabar sus intereses extrapatrimoniales.
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El perjuicio patrimonial o material 
Se refiere al daño económico que sufre una 
persona. El perjuicio patrimonial o material 
comprende el daño emergente y el lucro ce-
sante. 
El daño emergente
Es la pérdida que sufre la víctima por el 
daño que le ocasionó el incumplimiento de 
la obligación.
Ejemplo, el trabajador que se accidenta y 
como consecuencia del suceso  tiene que 
asumir algunos gastos que no tenía con-
templados ni presupuestados, perjudican-
do su patrimonio.
El lucro cesante
Es la ganancia frustrada, es lo dejado de per-
cibir por haber padecido el daño.
En el ejemplo anterior, el lucro cesante im-
plicaría todas las ganancias que deja de per-
cibir como consecuencia de su incapacidad 
médica.
El perjuicio extrapatrimonial o moral 
Este perjuicio  altera los derechos de la per-
sonalidad, como son la integridad, la esté-
tica, el pudor, las creencias, la privacidad, 
el autoconcepto, la autoimagen, la angus-
tia, el dolor, entre otros. No implica estric-
tamente las pérdidas económicas, sino los 
sentimientos más íntimos de las personas.
Se dividen en objetivados (son las repercu-
siones económicas que surgen por el dolor 
y la angustia que causó el daño o perjuicio) 
y subjetivados (implica todas las lesiones a 
los sentimientos del trabajador y su familia 
por el daño que sobreviene, son difíciles de 
medir para el Juez del proceso).
Estos perjuicios son determinados por pe-
ritos y se cuantifican de acuerdo a lo esta-
blecido en el artículo 97 del Código Penal, 
Ley 599 de 2000. Se definen como indemni-
zación y equivalen a una suma hasta de mil 
(1000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
El Juez tendrá en cuenta la magnitud del 
perjuicio para el trabajador y su familia y la 
naturaleza de la conducta del empleador. 
Las personas interesadas (trabajador y/o 
familia) deben demostrar estos perjuicios 
dentro del proceso.
El perjuicio fisiológico
Son los perjuicios a la vida en relación. In-
demniza la limitación que padece el traba-
jador después del accidente de trabajo o 
enfermedad laboral que le impide vivir nor-
malmente, como lo hacía antes del insuce-
so. Implica el detrimento en el goce y disfru-
te de los placeres propios de la vida, como el 
caminar, correr, bailar, conversar, ver, entre 
otros. Esta indemnización es definida por 
peritos.
Prescripción 
La prescripción de la reclamación es de tres 
(3) años. Se cuenta desde el momento en 
que se produce la calificación de la pérdida 
de la capacidad laboral que declara la inva-
lidez, o desde el día en que fallece el traba-
jador.  No se debe tener en cuenta para la 
prescripción, la fecha del accidente de tra-
bajo por cuanto aún no se determinan las 
secuelas del evento.
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La Responsabilidad y la solidaridad
El Código Sustantivo del Trabajo en su artí-
culo 34 afirma que: 
1. Son contratistas independientes, y 
por lo tanto verdaderos empleadores, y 
no representantes ni intermediarios, las 
personas naturales o jurídicas que con-
traten la ejecución de una o varias obras 
o la prestación de servicios en beneficio 
de terceros, por un precio determinado, 
asumiendo todos los riesgos, para rea-
lizarlo con sus propios medios y con li-
bertad y autonomía técnica y directiva. 
Pero el beneficiario del trabajo o dueño 
de la obra, a menos que se trate de labo-
res extrañas a las actividades normales 
de su empresa o negocio, será solida-
riamente responsable con el contratis-
ta por el valor de los salarios y de las 
prestaciones  e indemnizaciones a que 
tengan derecho los trabajadores, solida-
ridad que no obsta para que el benefi-
ciario estipule con el contratista las ga-
rantías del caso o para que repita contra 
él lo pagado a estos trabajadores.
2. El beneficiario del trabajo o dueño 
de la obra, también será solidariamente 
responsable, en las condiciones del in-
ciso anterior, de las obligaciones de los 
subcontratistas frente a sus trabajado-
res, aun en el caso de que los contratis-
tas no estén autorizados para contratar 
los servicios de subcontratistas. (p.13).
La Ley pretende proteger al trabajador ante 
la actuación del contratista independiente 
o subcontratista, calificándolos como ver-
daderos empleadores y adjudicándoles así, 
las obligaciones que como tal deben asu-
mir  frente a sus trabajadores dependientes, 
y  las posibles consecuencias que generen 
eventos como accidentes de trabajo o en-
fermedades laborales que impliquen la res-
pectiva responsabilidad. 
Compromiso que solidariamente adquiere 
también  el dueño o beneficiario de la obra 
cuando el contratista o subcontratista cum-
plen tareas o labores  propias del giro ordi-
nario de los negocios de la empresa contra-
tante.
Responsabilidad penal
La Responsabilidad penal en la seguridad 
y salud en el trabajo implica la sanción que 
impone el Estado a una persona natural o 
jurídica, empleador o trabajador, que vul-
nera un deber de conducta impuesto por la 
sociedad, esta sanción procura restablecer 
la armonía social.
La consecuencia es afrontar las sanciones 
que impone una ley pre-establecida. Este 
castigo  se imputa a la persona cuando se 
le encuentra responsable y culpable de ha-
ber cometido un delito o haber participado 
como copartícipe de éste. La responsabili-
dad penal la impone el Estado a través de 
su Rama Judicial y consiste en una pena que 
busca castigar al infractor. 
Acá una conducta (acción u omisión) lesio-
na el interés general de la comunidad, y trae 
como consecuencia una sanción penal, a 
través de un proceso con características de 
interés público y en ocasiones interpuesto 
de oficio, y es el Estado quien tiene derecho 
a reprochar; es decir, su finalidad es castigar 
o sancionar al infractor responsable. 
La responsabilidad penal presupone la eje-
cución de una conducta que debe estar ti-
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pificada  como “delito” en el Código Penal 
Colombiano. Su propósito es sancionar la 
conducta típica, antijurídica y culpable.
Antecedentes Históricos 
El primer concepto de justicia  ante un daño 
sufrido, es la venganza, en la cual no se 
opta por la reparación, sino por desagraviar 
el daño con otro daño, sin existir proporción 
alguna entre el perjuicio y la consecuencia.
Posteriormente, en el libro del Éxodo, An-
tiguo Testamento, se menciona la Ley del 
Talión, del latín lex: talionis, la palabra talis 
significa idéntica o semejante, y  refiere a un 
“principio de justicia retributiva”, lo que sig-
nificaba era que, ante un crimen, había que 
sufrir una pena idéntica. Es entonces, un in-
tento social de justica, donde se aplicaba el 
principio de que, ante un daño ocasionado 
por un crimen, se recibe un castigo idéntico. 
En este caso, no es idéntico el castigo a la 
venganza, pues consiste en una proporcio-
nalidad del castigo con relación al daño in-
fringido.
El concepto avanza cuando para que haya 
justicia se permite una composición pecu-
niaria, que da la opción al infractor de sufrir 
la venganza o de pagar un daño. En princi-
pio, era potestad del autor, después lo fue 
del Estado.
Según Montanelli (1994), “el derecho ro-
mano, significó una etapa de transición, los 
romanos observaron que ciertas conductas 
lesionaban ante todo el interés colectivo, lo 
que obligaba al Estado a sancionarlas”.
Conducta Punible
De acuerdo a lo establecido por la Ley 599 
de 2000, artículos 9 a 12,  define:
Artículo 9. Conducta punible: para 
que la conducta sea punible se requiere 
que sea típica, antijurídica y culpable. La 
causalidad por sí sola no basta para la 
imputación jurídica del resultado…
Artículo 10. Tipicidad: la ley penal de-
finirá de manera inequívoca, expresa y 
clara las características básicas estructu-
rales del tipo penal.
En los tipos de omisión también el de-
ber tendrá que estar consagrado y de-
limitado claramente en la Constitución 
Política o en la ley.
Artículo 11. Antijuricidad: para que 
una conducta típica sea punible se re-
quiere que lesione o ponga efectiva-
mente en peligro, sin justa causa, el bien 
jurídicamente tutelado por la ley penal.
Artículo 12. Culpabilidad: sólo se po-
drá imponer penas por conductas reali-
zadas con culpabilidad (…). (p. 2).
Lo que equivale a la premisa: “para que una 
conducta sea castigada por el Estado, es ne-
cesario que esté mencionada como delito 
en el Código Penal Colombiano”, que esa 
conducta lesione o vulnere un derecho de 
una persona o cause un daño a un bien que 
el Estado y la sociedad protegen y que se 
demuestre en un proceso judicial, respetan-
do el principio del debido proceso, la culpa-
bilidad del supuesto infractor.
Dolo 
La palabra “dolo” proviene del latín “dolus” 
que significa fraude o engaño, implica  la 
intención de producir un daño mediante la 
acción u omisión.  
De acuerdo a lo establecido por la Ley 599 
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de 2000, artículo 22, se define dolo como: 
La conducta es dolosa cuando el agente 
conoce  los hechos constitutivos de la 
infracción penal y quiere su realización, 
también será dolosa la conducta cuan-
do la realización de la infracción penal 
ha sido prevista como probable y su no 
producción se deja librada al azar. (p.5).
Esta modalidad de conducta punible es 
poco frecuente en el ambiente laboral, se 
requiere por ejemplo, que en el accidente 
de trabajo exista una clara intención de le-
sionar al trabajador, circunstancia poco fre-
cuente. 
Sin embargo, podría tener cabida la posi-
bilidad de que una  circunstancia calificada 
como prevista, se deje su producción al azar, 
como el caso de una empresa con máquinas 
con riesgo de atrapamiento para las manos 
del trabajador y para mejorar tiempos de 
producción, se decide retirar las guardas o 
se bloquean las paradas de emergencia de 
éstas, con el convencimiento que nunca va 
a suceder un accidente de trabajo.
Culpa
Esta modalidad de conducta punible es el 
resultado de una infracción al deber obje-
tivo de cuidado. 
El Código Penal establece que hay culpa 
cuando el agente  pudo haberlo previsto, 
por cuanto era previsible o de haberlo pre-
visto, confió que podía evitarlo.
De acuerdo a la Ley 559 de 2000, se incurre 
en culpa por:
 ■ Negligencia: es la falta de prudencia y 
cuidado en las acciones, especialmente 
en el cumplimiento de una obligación. 
Ejemplo, cuando un empleador no cumple 
las normas o leyes de seguridad y salud en 
el trabajo, no toma medidas de promoción y 
prevención en salud en su empresa, no rea-
liza mantenimiento preventivo o correctivo 
a equipos, herramientas o máquinas, no en-
trega los elementos de protección personal 
adecuados y de óptima calidad a sus traba-
jadores, no cuenta con un programa de ca-
pacitación en temas de seguridad o no reali-
za la inducción a sus trabajadores nuevos en 
el cargo o en la empresa. Cuando un traba-
jador no cumple los reglamentos de higiene 
y seguridad industrial, retira una guarda de 
seguridad de una máquina, no asiste a las 
capacitaciones que programa su empleador 
sobre el tema de seguridad.
 ■ Imprudencia: es la falta de juicio y cuida-
do en sus acciones. 
Es el caso del empleador que envía a un 
trabajador a una tarea riesgosa, como por 
ejemplo, trabajar en alturas y ese trabaja-
dor desconoce los elementos de protección 
personal que debe utilizar ni tiene el certi-
ficado de competencia laboral para trabajo 
seguro en alturas. Este empleador actúa sin 
prever los resultados o consecuencia de las 
acciones. 
 ■ Impericia: es la ineptitud o incapacidad 
técnica para ejercer una profesión u ofi-
cio. Puede ser por:
 ■ Ignorancia: falta de conocimiento básico 
para realizar una actividad.
 ■ Error: juicio inexacto que hace cometer 
errores o hechos irregulares.
 ■ Inhabilidad: Falta de destreza para hacer 
las cosas
Se observa cuando un empleador ordena a 
su trabajador  manejar un montacargas sin 
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ser competente ni entrenado para cumplir 
esa función, o el especialista en salud ocu-
pacional (hoy seguridad y salud en el traba-
jo) que emite conceptos técnicos errados 
por falta de experiencia o conocimiento.
 ■ Violación de los reglamentos o normas 
de salud ocupacional (hoy seguridad y 
salud en el trabajo).
Eximentes de Responsabilidad Penal
Existen circunstancias en que la ley salva a 
un  supuesto infractor de responsabilidad 
penal, es lo que se denomina “eximentes de 
responsabilidad penal”, en el caso laboral 
aplica tanto para el empleador como para el 
trabajador, entre otras se contemplan:
 ■ Culpa exclusiva de la víctima.
 ■ Caso fortuito o fuerza mayor.
 ■ Coacción.
 ■ Miedo insuperable.
 ■ Extrema necesidad.
 ■ Legítima defensa.
Conductas punibles (delitos) relaciona-
dos con la Responsabilidad Penal en el 
Ambiente Laboral
El Código Penal  corresponde a la Ley 599 de 
2000, y define sanciones como pena privati-
va de la libertad, prisión domiciliaria o mul-
tas para  las personas que cometan delitos 
en el territorio colombiano. 
El empleador que con su actuar con culpa o 
dolo facilite, ocasione o permita que el tra-
bajador se accidente o se lesiones puede in-
currir en las siguientes conductas punibles:
 ■ Libro II. Título I. Capítulo II. Delitos con-
tra la vida y la integridad personal. Artí-
culo 109. Homicidio Culposo. El que por 
culpa matare a otro, incurrirá en prisión 
de treinta y dos  (32) a ciento ocho (108) 
meses y multa de veinte y seis punto se-
senta y seis (26.66) a ciento cincuenta 
(150) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.
 ■ Libro II. Título I. Capítulo III. Delitos contra 
la vida y la integridad personal. Artículo 
120. Lesiones Personales Culposas. El 
que por culpa propia cause a otra per-
sona lesiones como deformidad, pertur-
bación funcional, perturbación psíquica, 
pérdida anatómica o funcional de un ór-
gano o miembro, lesión seguida de parto 
pretérmino o lesión seguida de aborto 
incurrirá en pena privativa de prisión y 
multa. La tasación de la pena depende de 
la lesión causada en el trabajador y sus 
consecuencias físicas.
El Derecho Penal y las empresas
El Derecho Penal impone penas y medidas 
de seguridad a la persona que infringe la 
ley, en el caso de las personas jurídicas (las 
empresas), por ser personas abstractas es 
más difícil la aplicación de sanciones, pues 
muchas de las medidas están dirigidas a la 
persona física, respetando siempre los prin-
cipios de legalidad, culpabilidad y propor-
cionalidad de la pena o sanción. 
Con la expedición de la Ley 365 de 1997, el 
legislador en el artículo 2, autorizó  la im-
posición de sanciones penales a empresas, 
sociedades u organizaciones que incluyen 
cancelación de la personería jurídica y el 
cierre de locales comerciales o estableci-
mientos comerciales abiertos al público.
Recuerde que: la responsabilidad penal 
presupone la ejecución de una conduc-
ta que debe estar tipificada como “de-
lito” en el código penal colombiano. Es 
sancionada directamente por el Estado. 
Su finalidad es sancionar la conducta tí
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pica, antijurídica y culpable (delito) que vulnera los derechos y libertades de quienes se 
configuran en las victimas.
Responsabilidad Administrativa
La Responsabilidad Administrativa surge de la función legal de vigilancia y control de las 
empresas sobre la  salud y  la seguridad industrial en el ambiente de trabajo frente a sus tra-
bajadores y proviene directamente del Sistema General de Riesgos Laborales. 
Es el caso, cuando el empleador afilia a sus trabajadores a una Administradora de Riesgos 
Laborales (A.R.L.) pero no cancela a tiempo las cotizaciones mensuales obligatorias y entra 
en morosidad o no permite la formación del Comité Paritario de Salud Ocupacional COPASO.
La responsabilidad administrativa es propia  de las empresas y sus directivos, que son 
quienes toman las decisiones a nombre de esta, sus disposiciones u omisiones se tradu-
cen en consecuencias jurídicas, administrativas o pecuniarias para la empresa.
El responsable administrativamente, es el empleador, en cuya cabeza reposa generalmente 
la mayor parte de las obligaciones contempladas por la ley. 
Características 
 ■ Las sanciones administrativas generalmente provienen de entidades  que ejercen la vigi-
lancia y control del Sistema.
 ■ También pueden ejercer funciones de vigilancia y control el Ministerio del Trabajo y la 
Superintendencia Financiera.
 ■ Se sanciona al empleador por acción o por omisión frente a normas de carácter preven-
tivo.
 ■ Surge por el incumplimiento de las normas definidas por el Sistema General de Riesgos 
Laborales.
 ■ No requiere de un evento o siniestro (accidente de trabajo o enfermedad laboral) para 
que se sancione, basta una inobservancia detectada por quien realiza la supervisión. Es 
el caso de una empresa que no publica el Reglamento de Higiene y Seguridad Industrial 
y recibe la visita del Inspector de Trabajo, es posible que la empresa reciba una amones-
tación.
 ■ Son susceptibles de ser sancionados: el empresario, la empresa, los contratistas, los sub-
contratistas, las Administradoras de Riesgos Laborales (A.R.L.), las empresas de servicios 
temporales, las empresas de auditoria, entre otras.
 ■ La sanción puede ser una multa, lo recaudado van con destino al Fondo  de Riesgos La-
borales.
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Sanciones 
De acuerdo a lo establecido en el Decreto 
1295 de 1994 en su artículo 91 y modificado 
por el artículo 115 del Decreto Ley 2150 de 
1995 y adicionado por  la Ley 1562 de 2012 
artículo 13, se generan sanciones por faltas 
administrativas como no afiliar a los trabaja-
dores al Sistema General de Riesgos Labora-
les, entrar en mora en las cotizaciones, entre 
otras. Las sanciones  serán impuestas por 
el Ministerio de Trabajo a través del Direc-
tor Técnico de Riesgos Laborales. La norma 
aclara que, contra estas sanciones económi-
cas no opera el Recurso de Apelación. 
A continuación se mencionan algunas san-
ciones definidas en la norma:
Sanciones para el empleador
 ■ La no afiliación de los trabajadores al Sis-
tema General de Riesgos Laborales, le ge-
nera al empleador adicional a las sancio-
nes establecidas en el Código Sustantivo 
de Trabajo u otra norma laboral vigente, 
la obligación de reconocer y pagar las 
prestaciones asistenciales y económicas 
definidas en el Decreto 1295 de 1994. 
 ■ La falta de afiliación de trabajadores al 
Sistema o el no pagar dos o más meses 
las cotizaciones conlleva multas sucesi-
vas mensuales hasta de quinientos (500) 
salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes.
 ■ El no aplicar el Reglamento de Higiene 
y Seguridad Industrial o el Reglamento 
Interno de Trabajo o las normas de pre-
vención definidas por la Dirección Téc-
nica de Riesgos Laborales del Ministerio 
de Trabajo, puede generar multas men-
suales consecutivas de hasta quinientos 
(500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.
 ■ Si la Administradora de Riesgos Laborales 
A.R.L. realiza sugerencias al empleador y 
la Dirección Técnica de Riesgos Laborales 
del Ministerio de Trabajo ordena seguir-
las, pero éstas son incumplidas, puede 
generar multas mensuales consecutivas 
de hasta quinientos (500) salarios míni-
mos legales mensuales vigentes.
 ■ Si la Administradora de Riesgos Labo-
rales A.R.L se ha pronunciado frente a 
un riesgo detectado en la empresa y no 
se han tomado las medidas pertinentes 
para corregirlo dentro de los plazos de-
finidos por el Ministerio de Trabajo, la 
Dirección Técnica de Riesgos Laborales 
del Ministerio de Trabajo o las Direccio-
nes Territoriales del Ministerio de Trabajo 
podrán ordenar la suspensión de labores 
hasta por ciento veinte (120) días. Si pa-
sado este lapso no se corrige el riesgo, la 
misma dirección podrá ordenar el cierre 
definitivo de la empresa. Se garantiza el 
debido proceso de acuerdo a la Ley 1438 
de 2011, artículo 134 en el acápite de 
sanciones.
 ■ El incumplimiento en el Sistema de Ges-
tión de la Seguridad y la Salud en el Tra-
bajo SG-SST o en las normas de Seguridad 
y la Salud en el Trabajo o en las obliga-
ciones propias del empleador, conlleva 
multas mensuales consecutivas de hasta 
quinientos (500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.
 ■ Si se presenta un accidente de trabajo y 
sobreviene la muerte del trabajador, y se 
comprueba el incumplimiento de nor-
mas en seguridad y salud en el trabajo, 
el Ministerio de Trabajo  podrá imponer 
multa entre veinte (20) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes y mil (1000) 
salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes, destinados al Fondo de Riesgos 
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Laborales. Si la empresa no tiene en 
cuenta las medidas correctivas y preven-
tivas sugeridas por la Administradora de 
Riesgos Laborales A.R.L o el Ministerio de 
Trabajo, habrá la posibilidad de suspen-
sión de labores o el cierre definitivo de la 
empresa, siempre respetando el debido 
proceso.
 ■ Si el empleador asegura al trabajador en 
un riesgo más bajo del real o no notifica 
a la Administradora de Riesgos Laborales 
A.R.L sobre los cambios posteriores en la 
clasificación del riesgo. El empleador de-
berá asumir la diferencia en el valor de 
las prestaciones económicas que le hu-
biesen correspondido al trabajador. Este 
valor es adicional a las sanciones mone-
tarias que defina el Ministerio de Trabajo.
 ■ Si el empleador no informa sobre los 
traslados a un lugar diferente de trabajo, 
que modifican el valor de la cotización, el 
Ministerio de Trabajo previo pronuncia-
miento de la  Administradora de Riesgos 
Laborales A.R.L., podrá imponer multa de 
hasta quinientos (500) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.
 ■ Si el empleador no presenta los informes 
de accidentalidad y de enfermedad labo-
ral de la empresa o los presenta extem-
poráneamente, se hará acreedor a multa 
de hasta doscientos (200) salarios míni-
mos legales mensuales vigentes.
Sanciones para el trabajador
Si el trabajador no respeta ni tiene en cuen-
ta las normas que por escrito le hayan infor-
mado sobre seguridad y salud en el trabajo, 
incumple el Reglamento de Higiene y Segu-
ridad Industrial o el Reglamento Interno de 
Trabajo o infringe las normas de prevención 
establecidas por la empresa, éste será san-
cionado. 
El empleador podrá dar por terminada la re-
lación laboral por justa causa, previa autori-
zación del Inspector de Trabajo, respetando 
el derecho de defensa y el debido proceso. 
Aplica para trabajadores del sector público 
y privado.
Sanciones para la Administradora de 
Riesgos Laborales A.R.L.
Serán sancionadas las Administradoras de 
Riesgos Laborales A.R.L que:
 ■ Dilaten injustificadamente el pago  de las 
prestaciones asistenciales o económicas 
a los trabajadores con derecho a recla-
marlas, 
 ■ Obstaculicen o retarden la libre escogen-
cia de Administradora de Riesgos Labo-
rales A.R.L, 
 ■ Rechacen una afiliación, 
 ■ No respeten o cumplan las instrucciones 
impartidas por el Ministerio de Trabajo. 
La sanción será una multa sucesiva hasta de 
mil (1000) salarios mínimos legales mensua-
les vigentes. 
Las entidades encargadas de multar serán la 
Superintendencia Financiera por dilatar los 
pagos de las prestaciones a los trabajadores 
y el Ministerio de Trabajo por el resto de in-
cumplimientos o faltas. 
La Superintendencia Financiera impone 
adicionalmente multas por defectos en los 
niveles de patrimonio exigidos a las Admi-
nistradoras de Riesgos Laborales A.R.L. Por 
cada incumplimiento, la multa es equivalen-
te al tres punto cinco por ciento (3.5%) del 
valor del defecto mensual.
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